
 

 

Órgano de Difusión del Gobierno de la Ciudad de México 

VIGÉSIMA PRIMERA ÉPOCA 23 DE AGOSTO DE 2024 No. 1430 

 

Í  N  D  I  C  E 
 

 P O D E R   E J E C U T I V O  

 Jefatura de Gobierno  

  Decreto por el que se modifica el párrafo primero del artículo 69 Ter, la fracción VIII del artículo 138, el segundo 

párrafo, la fracción IX y el inciso A) del párrafo quinto, del artículo 148 Bis; se adiciona un capítulo VII, al título 

primero del Libro Segundo parte especial, y un artículo 148 Ter, al Código Penal para el Distrito Federal; se 

adiciona un párrafo segundo al artículo 118 del Código Civil para el Distrito Federal; se modifica la fracción IV 

del artículo 37; se adicionan las fracciones V, VI, VII al artículo 37, y las fracciones XXIV, XXV, XXVI, al 

artículo 65, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México y se adiciona una 

fracción XIV Bis al artículo 3 de la Ley de Víctimas para la Ciudad de México 3 

 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

  Acción de Inconstitucionalidad 106/2021 y su Acumulada 108/2021, promovidas por la Comisión de Derechos 

Humanos de la Ciudad de México y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos  7 

 Continúa en la Pág. 2  



2 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 23 de agosto de 2024 

Índice 

Viene de la Pág. 1 

C O N V O C A T O R I A S   D E   L I C I T A C I Ó N   Y   F A L L O S 

 Alcaldía en Gustavo A. Madero.- Licitación pública nacional número 300011098-036-24.- Convocatoria no. 

014.- Contratación del servicio de rehabilitación del centro de desarrollo social y cultural Carlos Monsiváis 37 

 Alcaldía en Coyoacán.- Licitación pública nacional número COY-DGOPSU-LP-104-2024.- Convocatoria no. 

AC-DGOPSU-21-2024.- Contratación del servicio de mantenimiento de la infraestructura urbana alumbrado 

público 40 

 Alcaldía en Cuauhtémoc.- Licitaciones públicas nacionales números AC/LPN/048/2024 a AC/LPN/051/2024.- 

Convocatoria 003-2024.- Contratación del servicio de rehabilitación en diversas ubicaciones  43 

E D I C T O S 

47 

54 

59 

62 

62 

63 

63 

64 

64 

65 

65 

♦ Juicio de extinción de dominio.- Expediente número 109/2024 (segunda publicación) 

♦ Juicio especial de extinción de dominio.- Expediente número 295/2024 (segunda publicación) 

♦ Juicio especial de extinción de dominio.- Expediente número 292/2024 (segunda publicación) 

♦ Notificación.- Carpeta de investigación CI-FIAR/C/UI-2 C/D/00027/03-2024 (segunda publicación) 

♦ Notificación.- Carpeta de investigación CI-FIAR/A/UI- 6 S/D/00025/07-2022 (segunda publicación)  

♦ Notificación.- Carpeta de investigación CI-FIAR/C/UI- 1 C/D/00036/03-2022 (segunda publicación) 

♦ Notificación.- Carpeta de investigación CI-FIEDH/2/UI-1 C/D/00154/06-2021 (segunda publicación) 

♦ Notificación.- Carpeta de investigación CI-FIAR/C/UI-3C/D/00041/04-2022 D01 (segunda publicación) 

♦ Notificación.- Carpeta de investigación CI-FIAR/A/UI-8 S/D/00024/06-2022 D01 D1 D2 (segunda publicación) 

♦ Notificación.- Carpeta de investigación CI-FIEDH/2/UI-1C/D/00131/04-2021 D01 (segunda publicación) 

♦ Notificación.- Carpeta de investigación CI-FIAR/C/UI-2 C/D/00132/11-2023 (segunda publicación) 

♦ Aviso 66 



23 de agosto de 2024 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 3 

 

P O D E R   E J E C U T I V O 
 

JEFATURA DE GOBIERNO 

 

DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 69 TER, LA FRACCIÓN 

VIII DEL ARTÍCULO 138, EL SEGUNDO PÁRRAFO, LA FRACCIÓN IX Y EL INCISO A) DEL PÁRRAFO 

QUINTO, DEL ARTÍCULO 148 BIS; SE ADICIONA UN CAPÍTULO VII, AL TÍTULO PRIMERO DEL LIBRO 

SEGUNDO PARTE ESPECIAL, Y UN ARTÍCULO 148 TER, AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL; SE ADICIONA UN PÁRRAFO SEGUNDO AL ARTÍCULO 118 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL; SE MODIFICA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 37; SE ADICIONAN LAS 

FRACCIONES V, VI, VII AL ARTÍCULO 37, Y LAS FRACCIONES XXIV, XXV, XXVI, AL ARTÍCULO 65, DE 

LA LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y SE 

ADICIONA UNA FRACCIÓN XIV BIS AL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE VÍCTIMAS PARA LA CIUDAD DE 

MÉXICO 

 

DR. MARTÍ BATRES GUADARRAMA, Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a sus habitantes sabed. 

 

Que el H. Congreso de la Ciudad de México II Legislatura, se ha servido dirigirme el siguiente:   

 

DECRETO 

 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

II LEGISLATURA 

 

 

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECRETA: 

 

SE MODIFICA EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 69 TER, LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 138, 

EL SEGUNDO PÁRRAFO, LA FRACCIÓN IX Y EL INCISO A) DEL PÁRRAFO QUINTO, DEL ARTÍCULO 

148 BIS; SE ADICIONA UN CAPÍTULO VII, AL TÍTULO PRIMERO DEL LIBRO SEGUNDO PARTE 

ESPECIAL, Y UN ARTÍCULO 148 TER, AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL; SE ADICIONA 

UN PÁRRAFO SEGUNDO AL ARTÍCULO 118 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL; SE 

MODIFICA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 37; SE ADICIONAN LAS FRACCIONES V, VI, VII AL 

ARTÍCULO 37, Y LAS FRACCIONES XXIV, XXV, XXVI, AL ARTÍCULO 65, DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 

FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y SE ADICIONA UNA FRACCIÓN XIV 

BIS AL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE VÍCTIMAS PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

 

PRIMERO. SE MODIFICA EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 69 TER, LA FRACCIÓN VIII DEL 

ARTÍCULO 138, EL SEGUNDO PÁRRAFO, LA FRACCIÓN IX Y EL INCISO A) DEL PÁRRAFO QUINTO, DEL 

ARTÍCULO 148 BIS; SE ADICIONA UN CAPÍTULO VII, AL TÍTULO PRIMERO DEL LIBRO SEGUNDO PARTE 

ESPECIAL, Y UN ARTÍCULO 148 TER, AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, para quedar como 

sigue: 

 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

Artículo 69 Ter.- (Aplicación y alcances). El juez tratándose de sentenciados, por los delitos de Feminicidio en el supuesto 

previsto en el artículo 148 BIS fracción I, de Transfeminicidio en el supuesto previsto en el artículo 148 Ter fracción I, 

Violación previsto en los artículos 174 y 175, las conductas previstas en el artículo 181 BIS contra menores de 12 años, 

Turismo Sexual previsto en el artículo 186 y Trata de Personas, previsto en el artículo 188 Bis, todos de este código, 

ordenará invariablemente su registro, en el Registro Público de Personas Agresores Sexuales, a partir de que cause 

ejecutoria la sentencia. Dicho registro tendrá una duración mínima de diez y máxima de 30 años.  

 

… 

 

ARTÍCULO 138.- … 
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I. a la VII. … 

VIII. Existe odio cuando el agente lo comete por la condición social o económica; vinculación, pertenencia o relación con 

un grupo social definido; origen étnico o social; la nacionalidad o lugar de origen; el color o cualquier otra característica 

genética; sexo; lengua; género; religión; edad; opiniones; discapacidad; condiciones de salud; apariencia física; orientación 

sexual; identidad de género autopercibida; expresión de género; estado civil; ocupación o actividad de la víctima.  

 

ARTÍCULO 148 BIS.- …  

Para efectos de este artículo, el término mujer incluye a todas las mujeres a lo largo de su ciclo de vida. 

… 

I. a la VIII. … 

IX. Que la privación de la vida sea motivada por prejuicios o estereotipos relacionados a la orientación sexual o expresión 

de género, o las características sexuales de la víctima. 

… 

… 

a) Cuando el delito sea cometido en el contexto del trabajo sexual o se haya ejercido algún acto de explotación sexual o trata 

de personas en agravio de la víctima;  

b) al f)... 

… 

… 

… 

… 

 

CAPÍTULO VII 

TRANSFEMINICIDIO 

 

Artículo 148 Ter. Comete el delito de transfeminicidio quien, por razón de identidad de género o expresión de género, prive 

de la vida a una mujer trans o a una persona cuya identidad o expresión de género, real o percibida, se encuentre dentro del 

espectro femenino de género. 

Existen razones de identidad o expresión de género cuando se presente cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de 

la vida, se le haya cortado o quemado el cabello, existan actos de necrofilia o relacionados con su expresión y/o identidad de 

género; 

III. Existan antecedentes o datos que indiquen que previo o posterior a la privación de la vida, el activo utilizó expresiones 

verbales de rechazo, no reconocimiento u odio a la víctima por motivo de su identidad o expresión de género, o que el 

sujeto activo cometió amenazas, acoso, violencia, lesiones, daño o sufrimiento físico, psicológico, patrimonial, económico, 

sexual o cualquier otro tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral, escolar, ya sea público o privado o cualquier otro 

ámbito de la víctima; 

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva, laboral, transaccional, de servicio, docente 

y/o de confianza;  

V. Haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, 

concubinato, sociedad de convivencia, noviazgo o cualquier otra relación de servicio, hecho o amistad, subordinación o 

superioridad; 

VI. El cuerpo de la víctima sea expuesto, exhibido, depositado, arrojado en un lugar público, enterrado o incinerado por el 

activo; 

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a su fallecimiento; 

VIII. La víctima se haya encontrado en un estado de indefensión, entendiéndose éste como la situación de desprotección 

real o incapacidad que imposibilite su defensa, ya sea por la dificultad de comunicación para recibir auxilio, por razón de la 

distancia a un lugar habitado o por que exista algún impedimento físico o material para solicitar el auxilio, o 

IX. Cuando las pertenencias, objetos personales o vestimenta de la víctima sean despojadas, destruidas, incineradas, o 

intercambiadas por otras relacionadas con el género masculino, toda vez que dichas pertenencias sean distintivas de la 

identidad de género o la expresión de género de la víctima.  

A quien cometa transfeminicidio se le impondrá de treinta y cinco a setenta años de prisión.  

La pena se agravará hasta en una tercera parte de la sanción prevista, cuando concurra cualquiera de las siguientes 

circunstancias: 
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a) Cuando la víctima presente señales de saña relacionadas con su identidad de género o expresión de género. 

Se considera que existe saña cuando el agente actúe con crueldad o bien aumente deliberadamente el dolor o sufrimiento de 

la víctima;  

b) Cuando el delito sea cometido en el contexto del trabajo sexual o se haya ejercido actos de explotación sexual o trata de 

personas en agravio de la víctima, así como cuando existan señales de saña con sus objetos relativos como persona 

trabajadora sexual; 

c) Cuando el delito sea cometido por dos o más personas; 

d) Cuando el delito sea cometido en presencia de una o más personas con quienes la víctima tuviere un vínculo de 

parentesco, afectivo, laboral o de confianza; 

e) Cuando la víctima sea una menor de edad, adolescente, persona con discapacidad o adulta mayor; 

f) Cuando la víctima sea una persona en situación de calle, o 

g) Cuando la víctima haya recibido amenazas de muerte relacionadas con su identidad o expresión de género, ya sea de 

forma presencial o virtual. 

Tratándose de los incisos d) y e), el sujeto activo perderá todos los derechos en relación con la víctima incluidos los de 

carácter sucesorio.  

En el caso de que no se pueda acreditar el delito de transfeminicidio, se aplicarán las reglas del delito de feminicidio o de 

homicidio, según sea el caso. 

Para la acreditación del delito de transfeminicidio, la Fiscalía y demás instancias correspondientes deberán seguir los 

requisitos establecidos por el Protocolo de Actuación para la Atención a las Personas de la Comunidad LGBTTTI. 

 

SEGUNDO. SE ADICIONA UN PÁRRAFO SEGUNDO AL ARTÍCULO 118 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, para quedar como sigue: 

 

CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

ARTICULO 118.- … 

Para las actas de defunción de las personas transgénero, en caso de que sus familiares se negaren a realizar el trámite o 

pudieren vulnerar su identidad o expresión de género, dicha acta podrá ser tramitada por una persona que pertenezca a la 

familia social de la persona transgénero, en términos de la Ley de Víctimas de la Ciudad de México.  

 

TERCERO. SE MODIFICA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 37; SE ADICIONAN LAS FRACCIONES V, VI, VII 

AL ARTÍCULO 37, Y LAS FRACCIONES XXIV, XXV, XXVI, AL ARTÍCULO 65, DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 

FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, para quedar como sigue: 

 

LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Artículo 37. … 

… 

I. a la III. … 

IV. Evitar en todo momento los prejuicios y estereotipos de género o de sumisión, así como de roles tradicionales asociados 

a factores sociales, culturales o laborales, como la forma de vestir, la expresión verbal o corporal, la condición 

socioeconómica o étnica, las preferencias sexuales, identidad o expresión de género o las actividades a que se dedique la 

mujer, sea víctima o inculpada. 

V. Aplicar estrictamente en la acreditación de los delitos que sean en contra de la comunidad LGBTTTI, con especial 

atención en el delito de transfeminicidio, el Protocolo de Actuación para la Atención a las personas de la Comunidad 

LGBTTTI;  

VI. En el caso de la entrega del cádaver de alguna persona transgénero, si este no es reclamado por sus familares 

consanguíneos o en caso de que sí sea reclamado, estos pudieren vulnerar la identidad de género, expresión de género de la 

víctima o su dignidad humana, el cuerpo de esta deberá ser entregado a su familia social, en términos de lo que establece la 

Ley de Víctimas de la Ciudad de México; y 

VII. Generar datos estadísticos e informes trimestrales sobre los delitos que sean en contra de la comunidad LGBTTTI, 

respetando en la generación de dichos datos la identidad o expresión de género real o percibida de la víctima. 

 

Artículo 65. … 

La Jefatura General de la Policía de Investigación, tendrá las atribuciones y obligaciones siguientes: 

I. a la  XXIII. … 
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XXIV. En todos los actos de investigación que realicen deberán evitar cometer actos de revictimización; 

XXV. Aplicar estrictamente en la acreditación de los delitos que sean en contra de la comunidad LGBTTTI, con especial 

atención en el delito de transfeminicidio, el Protocolo de Actuación para la Atención a las personas de la Comunidad 

LGBTTTI; y  

XXVI. Evitar en todo momento los prejuicios y estereotipos de género o de sumisión, así como de roles tradicionales 

asociados a factores sociales, culturales o laborales, como la forma de vestir, la expresión verbal o corporal, la condición 

socioeconómica o étnica, las preferencias sexuales, identidad género y expresión de género o las actividades a que se 

dedique la persona, sea víctima o inculpada. 

 

CUARTO. SE ADICIONA UNA FRACCIÓN XIV BIS AL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE VÍCTIMAS PARA LA 

CIUDAD DE MÉXICO, para quedar como sigue: 

 

LEY DE VÍCTIMAS PARA LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Artículo 3.- Para los efectos de la presente Ley, se entiende por: 

 

I. a la XIV. ...  

 

XIV Bis. Familia social: Son aquellas personas que pertenecen al círculo más cercano de la víctima, es decir, amistades, 

compañeros o compañeras de trabajo o de vivienda o cualquier otra que tenga una relación estrecha y reconocida con la 

víctima. 

 

XV. a la XLII. ... 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en la Gaceta 

Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los dieciocho días del mes de julio del año dos mil 

veinticuatro.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIPUTADA MARÍA GABRIELA SALIDO MAGOS, PRESIDENTA.- 

DIPUTADA MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA FRIDA FERNANDA ALCÁNTARA 

CABRERA, SECRETARIA.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, base III, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a), de la Constitución Política de la Ciudad de México; 2, párrafo 

segundo, 3, fracciones XVII y XVIII, 7, párrafo primero, 10, fracción II, 12 y 21, párrafo primero, de la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, expido 

el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los 

veintidós días del mes de agosto del año dos mil veinticuatro.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, DR. MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, RICARDO 

RUIZ SUÁREZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE BIENESTAR E IGUALDAD SOCIAL, JUAN GERARDO 

LÓPEZ HERNÁNDEZ.-FIRMA.- LA SECRETARIA DE LAS MUJERES, INGRID AURORA GÓMEZ 

SARACÍBAR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE SEGURIDAD CIUDADANA, LICENCIADO PABLO VÁZQUEZ 

CAMACHO.- FIRMA.- EL CONSEJERO JURÍDICO Y DE SERVICIOS LEGALES, NÉSTOR VARGAS 

SOLANO.- FIRMA. 
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  
 

 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 106/2021 Y SU ACUMULADA 108/2021  

PROMOVENTES: COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO Y COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

 

PONENTE:            MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK 

SECRETARIA: ÉRIKA YAZMÍN ZÁRATE VILLA 

ELABORÓ: DENNIS ALLEN VACA VEGA 

 

ÍNDICE TEMÁTICO 

 

 Apartado Criterio y decisión Págs. 

 ANTECEDENTES 
1 

I. COMPETENCIA 
El Tribunal Pleno es competente para 

conocer del presente asunto. 

12 

II. 

OPORTUNIDAD Y CAUSA DE 

IMPROCEDENCIA RELACIONADA 

CON EL TEMA 

 

II.1. Oportunidad 

El escrito inicial es oportuno. 

II.2. Causa de improcedencia 

relacionada con la oportunidad 

Se desestima la causa de improcedencia 

relativa a que la demanda es 

extemporánea. Existe certeza de que, en 

relación con el decreto impugnado, la 

demanda es oportuna. 

 

 

12 

III. 

LEGITIMACIÓN Y CAUSA DE 

IMPROCEDENCIA RELACIONADA 

CON EL TEMA 

 

 

III.1. Legitimación 

El escrito inicial fue presentado por 

parte legitimada. 

III.2. Causa de improcedencia 

relacionada con la legitimación 

Se desestima la causa de improcedencia 

relativa a que la Ley que impugnan las 

comisiones actoras no violentan 

derechos humanos. Se precisa que la 

causa de improcedencia se encuentra 

estrechamente vinculada con el fondo 

del asunto, por lo que es necesario que 

se estudien los conceptos de invalidez 

hechos valer. 

 

 

 

 

15 

 

IV. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 
No se advierte alguna otra causa de 

improcedencia. 

19 

V. 

 

 

LITIS Y METODOLOGÍA DE ESTUDIO 

 

Se advierte que los conceptos de 

invalidez van encaminados a reclamar la 

inconstitucionalidad del artículo 256, 

párrafos primero, en la porción 

normativa “o bien, que tenga la 

dirección o administración de una 

asociación civil que reciba fondos, 

recursos o apoyos públicos”; segundo, 

en su totalidad; cuarto, en la porción 

19 
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normativa “o la naturaleza de los fines 

de la asociación civil que tenía bajo su 

dirección o administración”; y quinto, 

en su totalidad, del Código Penal para el 

Distrito Federal. 

VI. 

ESTUDIO DE FONDO 

 

 

22 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VI.1. Estudio de las porciones normativas 

relacionadas con el otorgamiento de la 

calidad de servidores públicos de los 

directores y administradores de las 

asociaciones civiles. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

¿Pueden ser servidores públicos los 

administradores y directores de las 

asociaciones civiles? 
En relación con la esta pregunta, se 

alcanzan tres conclusiones: (i) el artículo 

108 constitucional no permite extender 

el concepto de servidor público a 

quienes no desempeñan un empleo, 

cargo, o comisión de cualquier 

naturaleza en la estructura del Estado; 

(ii) no debe de confundirse el carácter de 

servidor público que una persona pueda 

tener con la posibilidad de que sea 

sancionada penalmente por su 

responsabilidad contra el Estado; y (iii) 

como consecuencia necesaria de las dos 

anteriores, que la transformación de los 

administradores y directores de las 

asociaciones civiles que manejen 

recursos públicos en servidores públicos 

es innecesaria, puesto que el manejo de 

esos recursos está protegido por todo un 

sistema de responsabilidades 

administrativas y penales aplicables a los 

particulares sin necesidad de esa 

conversión.  

Por lo anterior, se determina la invalidez 

de las porciones normativas analizadas 

en este apartado, al otorgar la calidad de 

servidores públicos a personas que no 

prestan un servicio dentro de la 

estructura del Estado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

22 

VI.2. Análisis del segundo párrafo del 

artículo 256 del Código Penal para el 

Distrito Federal 

 

Este Alto Tribunal estima que el tipo 

penal de corrupción del segundo párrafo 

del artículo 256 vulnera los principios de 

seguridad jurídica y taxatividad. Esta 

vulneración se deriva de que la porción 

normativa analizada ocasiona en los 

destinatarios una gran confusión e 

incertidumbre respecto de su aplicación, 

lo cual conlleva su inconstitucionalidad. 

 

 

 

 

30 

VI.3. Análisis del quinto párrafo del artículo 

256 del Código Penal para el Distrito 

Federal 

 

Se declara la invalidez del párrafo quinto 

del artículo 256 del Código Penal para el 

Distrito Federal pues contienen dos 

defectos de taxatividad: (i) no es lógica 

su redacción; y (ii) no es entendible la 

agravante del inciso d).  

 

 

32 
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VII. 

EFECTOS 

 

41 

 

Declaratoria de invalidez 

 

Se declara la invalidez de la porción 

normativa “o bien, que tenga la 

dirección o administración de una 

asociación civil que reciba fondos, 

recursos o apoyos públicos” del primer 

párrafo; y los párrafos segundo, tercero, 

cuarto y quinto, todos del artículo 256 

del Código Penal para el Distrito 

Federal, publicado en la Gaceta Oficial 

de la Ciudad de México el siete de junio 

de dos mil veintiuno. 

     

 

 

 

 

42 

Extensión de efectos 

Se declara la invalidez por extensión de 

efectos de los párrafos tercero, cuarto, 

sexto y séptimo del artículo 256 del 

Código Penal para el Distrito Federal. 

   

42 

Retroactividad 

Al tratarse de una norma de naturaleza 

penal, procede otorgar efectos 

retroactivos a la invalidez al día en que 

entró en vigor, lo cual sucedió el día 

siguiente al de su publicación en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México, 

esto es, el ocho de junio de dos mil 

veintiuno. 

 

 

 

 

44 

Fecha a partir de la cual surtirá efectos la 

declaratoria general de invalidez. 

Esta resolución y la declaratoria de 

invalidez surtirán efectos a partir de la 

notificación de los puntos resolutivos de 

esta sentencia al Congreso de la Ciudad 

de México. 

 

 

44 

Notificaciones 

Para el eficaz cumplimiento de esta 

sentencia, se ordena notificar a las 

autoridades correspondientes. 

 

44 

VIII. DECISIÓN 

PRIMERO. Es procedente y fundada 

la presente acción de 

inconstitucionalidad y su acumulada.  

SEGUNDO. Se declara la invalidez del 

artículo 256, párrafos primero, en su 

porción normativa ‘o bien, que tenga la 

dirección o administración de una 

asociación civil que reciba fondos, 

recursos o apoyos públicos’, segundo, 

cuarto, en su porción normativa ‘o la 

naturaleza de los fines de la asociación 

civil que tenía bajo su dirección o 

administración’, y quinto, del Código 

Penal para el Distrito Federal, reformado 

mediante el decreto publicado en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México 

el siete de junio de dos mil veintiuno.  

TERCERO. Se declara la invalidez, 

por extensión, del artículo 256, párrafos 

tercero, cuarto, en su porción normativa 

44 
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‘Para efectos de lo anterior, se deberá 

considerar, en caso de que el responsable 

tenga el carácter de servidor público, 

además de lo previsto en el artículo 257 

de este Código, los elementos del 

empleo, cargo o comisión que 

desempeñaba cuando incurrió en el 

delito’, sexto y séptimo, del Código 

Penal para el Distrito Federal, reformado 

mediante el decreto publicado en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México 

el siete de junio de dos mil veintiuno.  

CUARTO. Las declaraciones de 

invalidez decretadas surtirán sus efectos 

retroactivos al ocho de junio de dos mil 

veintiuno a partir de la notificación de 

estos puntos resolutivos al Congreso de 

la Ciudad de México.  

QUINTO. Publíquese esta resolución 

en el Diario Oficial de la Federación, en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México, así como en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. 

 

 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 106/2021 Y SU ACUMULADA 108/2021  

PROMOVENTES: COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE LA CIUDAD 

DE MÉXICO Y COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

 

 

PONENTE:            MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK 

SECRETARIA: ÉRIKA YAZMÍN ZÁRATE VILLA 

ELABORÓ: DENNIS ALLEN VACA VEGA 

                    

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente a trece de 

febrero de dos mil veinticuatro, emite la siguiente: 

S E N T E N C I A 

Mediante la que se resuelve la acción de inconstitucionalidad 106/2021 y su acumulada 108/2021, promovidas por la 

Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México (en adelante, Comisión local) y por la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos (en adelante, CNDH), respectivamente, en contra del artículo 256, párrafos primero, última parte; 

segundo; cuarto, en su porción normativa “o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o 

administración”; y quinto, del Código Penal para el Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México 

el siete de junio de dos mil veintiuno. 

ANTECEDENTES 

1. Presentación de las demandas. La Comisión local y la CNDH presentaron sendas acciones de inconstitucionalidad 

en las que cuestionaron la validez de diversos párrafos y porciones normativas del artículo 256 del Código Penal para el 

Distrito Federal1, reformado mediante Decreto publicado el siete de junio de dos mil veintiuno en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

2. Conceptos de invalidez. Las accionantes argumentan, en síntesis, lo siguiente: 

Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México: 

                                                           
1 En adelante toda referencia genérica al “Código Penal” se entenderá hecha al Código Penal para el Distrito Federal, 

aplicable y vigente en la Ciudad de México. 
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Primero. El artículo 256, párrafo primero, en la porción normativa “o bien, que tenga la dirección o administración de una 

asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos”, párrafo cuarto en la porción normativa “o la naturaleza de 

los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o administración” y párrafo quinto en la porción normativa “o 

bien, participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos 

públicos”, del Código Penal, transgrede lo dispuesto por el artículo 108 de la Constitución Federal, al otorgar la calidad de 

persona servidora pública, para los efectos de ese Código, a toda persona que tenga la dirección o administración de una 

asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos e inhabilitarlas, en caso de delito, para participar en la 

dirección o administración de asociaciones civiles que reciban fondos, recursos o apoyos públicos, además de prescribir que 

para la destitución e inhabilitación se tome en consideración la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo 

su dirección o administración.  

 

La naturaleza jurídica de las asociaciones civiles hace imposible que sus directores o administradores sean considerados 

personas servidoras públicas. Debe de tenerse en cuenta que las asociaciones civiles se rigen por el derecho privado.  

 

Por otro lado, al examinar el contenido del artículo 108 constitucional, la Segunda Sala de esta Suprema Corte señaló que 

este no contiene un catálogo limitativo de quienes son servidores públicos, sino que es meramente enunciativo. Lo medular 

y definitorio es que son servidores públicos quienes sirvan al Estado o Federación, al gobierno y a la nación, al interés 

público o a la sociedad2. 

 

Es claro que, al crear las normas impugnadas, el legislador partió de una confusión entre el carácter de servidor público que 

una persona pueda tener y la posibilidad de ser sujeto de responsabilidad administrativa. 

 

Del propio texto constitucional se desprende que no solo las personas servidoras públicas son sujetas de responsabilidad 

administrativa y penal por hechos de corrupción, sino también las particulares. 

 

Al otorgarles la calidad de personas servidoras públicas a quienes ejerzan la dirección o administración de una asociación 

civil, también les serán aplicables los delitos y agravantes aplicables a cualquier persona servidora pública, 

contempladas en otros capítulos del Código Penal, y no solo en aquellos que versan sobre la responsabilidad específica de 

los servidores públicos, o con el manejo indebido de recursos públicos.  

 

Segundo. Los artículos 256, 256 Bis, 259 y 267 del Código Penal, reformados y adicionados mediante el Decreto publicado 

el siete de junio de dos mil veinte en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, restringen el derecho de asociación 

reconocido en el artículo 9° de la Constitución General, en contravención al principio de progresividad de los derechos 

humanos, previsto en el artículo 1° Constitucional. Esta restricción es violatoria del principio de progresividad de los 

derechos humanos establecido en el referido artículo 1°.  

 

Las disposiciones impugnadas establecen una limitación al derecho de asociación, que va más allá de los límites 

expresamente señalados por la Constitución.   

 

En el contexto jurídico del derecho de asociación y el reconocimiento de las asociaciones como personas morales creadas 

mediante contrato bajo la legislación civil, así como las obligaciones del Estado en relación con estas asociaciones y el 

derecho de asociación, es preciso señalar que el Estado Mexicano ha expedido la Ley Federal de Fomento a las Actividades 

Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil. 

 

En esta Ley destaca el hecho de que, para el cumplimiento de sus fines y propósitos, las organizaciones de la sociedad civil 

constituidas como asociaciones civiles pueden recibir apoyo económico de terceros, incluso del extranjero, adicional a los 

recursos públicos que les otorgue, en su caso, el gobierno mexicano, ello, en virtud de que la normatividad permite que 

reciban donativos y aportaciones, además de acceder a beneficios que deriven de instrumentos internacionales.  

 

                                                           
2 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 173672. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Constitucional, 

Administrativa. Tesis: 2a. XCIII/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Diciembre de 2006, página 

238, Tipo: Aislada. SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 108, PRIMER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO ES LIMITATIVO SINO ENUNCIATIVO 
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El ordenamiento jurídico del Estado mexicano ha reconocido y otorgado garantías para el ejercicio del derecho de 

asociación e incluso ha fomentado que las personas se organicen para defender sus intereses a través de asociaciones civiles, 

a las cuales les reconoce derechos y obligaciones y otorga apoyos económicos para el fomento de sus fines y objetivos.  

 

La reforma a los artículos 256, 256 Bis, 259 y 267 del Código Penal establece indebidamente que las personas que tengan la 

dirección o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos, es una persona servidora 

pública como si fuera una extensión de la estructura estatal. En este sentido, les serán aplicables todos los delitos y las penas 

que corresponden a los servidores públicos. Por ejemplo, pueden encuadrar en los supuestos de enriquecimiento ilícito. 

 

Lo anterior, sin considerar que uno de los derechos de las organizaciones de la sociedad civil es acceder a apoyos y 

estímulos públicos, incentivos fiscales, incluso apoyos económicos y administrativos, donativos y aportaciones de terceras 

personas del sector privado y del extranjero, incluso en especie o en derechos respecto de bienes, lo que puede incrementar 

su patrimonio, sin que por esta razón incurra en el delito de enriquecimiento ilícito. La misma situación se presenta con los 

delitos de ejercicio ilegal del servicio público y ejercicio abusivo de funciones. 

 

En esa línea argumentativa, las reformas a los artículos impugnados, lejos de proteger, promover y garantizar el derecho de 

asociación de las personas que integran una asociación civil, en particular de directivos o administradores y que solicitan el 

apoyo y beneficios que otorga el Estado, imponen limitaciones al ejercicio de su derecho de asociación, que previamente no 

estaban previstas en el ordenamiento jurídico mexicano. Esto representa una transgresión al principio de progresividad y no 

regresividad de los derechos humanos.  

 

Si la finalidad de la reforma fue inhibir que las personas particulares que ejerzan actos de dirección o administración en una 

asociación civil que ejecuten recursos públicos hagan un mal uso de ellos, el mecanismo punitivo diseñado: darles la calidad 

de servidor público, no resulta idóneo sino excesivo dado que como se refirió no tienen los mismos derechos y obligaciones 

de los servidores públicos. 

 

Tercero. El artículo 256 párrafo primero en la porción normativa “o bien que tenga la dirección de administración de una 

asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos”; párrafo segundo, así como el párrafo cuarto en la porción 

normativa “o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o administración” y párrafo 

quinto, en la porción normativa “o bien participar en la dirección administración de cualquier asociación civil que reciba 

fondos recursos o apoyos públicos” del Código Penal contraviene el derecho a la seguridad jurídica previsto en el artículo 

16 de la Constitución. 

 

El hecho de que las personas a cargo de la dirección o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o 

apoyos públicos sean consideradas servidoras públicas y, por lo tanto, se les pueda imputar cualquiera de los delitos 

establecidos en el Título Décimo Octavo, así como hacerles extensivas sanciones que en delitos comunes se encuentran 

señaladas para quienes lo comentan y sean servidoras públicas, resulta contrario al principio de seguridad jurídica. 

 

Lo anterior, a pesar de que conforme a los estatutos que los rigen, esas personas no dispongan de los fondos, recursos o 

apoyos públicos, ya sea porque dicha facultad está otorgada a otra persona o simplemente porque el director o administrador 

de la asociación es una persona distinta a la que hizo uso de ellos.  

 

Como se observa en la legislación civil, es la asamblea general quien tiene el poder supremo de las asociaciones ya que los 

directores o administradores de una asociación civil solamente pueden realizar aquello que sus estatutos o la asamblea 

general les permitan, por lo tanto, la porción normativa impugnada atribuye responsabilidad a quien en los hechos puede no 

tenerla.  

 

Esta situación se agrava en virtud de que el artículo 256, fracción II, párrafos segundo y tercero retoman a la asociación 

civil, prescribiendo que para la destitución e inhabilitación se deberá tomar en cuenta la naturaleza de los fines de la 

asociación civil que tenía bajo su dirección o administración lo cual no es compatible con el carácter de personas servidoras 

públicas. 

 

Además de que impide, no solo a los directores y administradores de una asociación civil, sino a cualquier persona servidora 

pública, participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos 

públicos al inhabilitarlos, de conformidad con la fracción II, párrafo tercero indicado, sin importar el para que los recibe ni 

si es solo un porcentaje de los fondos con los cuales opera la asociación.  
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Si bien una persona servidora pública que es sancionada penalmente puede ser inhabilitada para ocupar un empleo, cargo o 

comisión en el servicio público, se considera inconstitucional que se le impida participar en una asociación cuya naturaleza 

es de carácter civil en donde impera la voluntad de las partes y que se rige por estatutos propios y opera con recursos varios: 

apoyos gubernamentales, internacionales, donativos de particulares o propios.  

 

Reforzando la incertidumbre en que incurren las porciones normativas impugnadas, el artículo 279 del Código Penal 

dispone: 

 

ARTÍCULO 279. Al particular que estando obligado legalmente a la custodia, depósito, administración de bienes muebles 

o inmuebles pertenecientes al erario público, o aplicación de recursos públicos, los distraiga de su objeto para usos 

propios o ajenos o les dé una aplicación distinta a la que se les destinó, se le impondrán de seis meses a tres años de 

prisión y de cien a quinientos días multa.  

 

La disposición demuestra que las porciones normativas impugnadas colocan en un estado de incertidumbre jurídica a los 

directores o administradores de una asociación civil, toda vez que, por una parte pueden incurrir en cualquiera de los delitos 

previstos en el título décimo octavo, al ser considerados como personas servidoras públicas, pero a su vez, también se les 

podrá imputar los delitos previstos en el diverso título décimo noveno que se refiere a los delitos cometidos por particulares 

relacionados con hechos de corrupción y delitos contra el servicio público que son: promoción de conductas ilícitas, 

cohecho y distracción de recursos públicos, desobediencia y resistencia de particulares, oposición a que se ejecute alguna 

obra o trabajo públicos, quebrantamiento de ellos, ultrajes a la autoridad y/o ejercicio ilegal del propio derecho, además de 

hacerles extensivas las sanciones que en delitos comunes se señalan para personas servidoras públicas.  

 

En otro orden de ideas, también viola el derecho a la seguridad jurídica el párrafo segundo del artículo 256 del mismo 

ordenamiento legal, el cual dispone: 

 

ARTÍCULO 256. (…) 

 

Comete el delito de corrupción el servidor público que realice o deje de llevar a cabo lo que la ley le impone cumplir o se 

abstenga de realizar lo que le prohíbe, para obtener un beneficio indebido de cualquier naturaleza, inclusive económica, 

para sí o en favor de un tercero. 

 

Este párrafo, que establece el delito de corrupción, se compone de diversas hipótesis normativas, las cuales a continuación 

se detallan: 

Comete el delito de corrupción el servidor público que realice lo que la ley le impone cumplir, para obtener un beneficio 

indebido de cualquier naturaleza inclusive económica para sí o en favor de un tercero. 

 

Comete el delito de corrupción el servidor público que deje de llevar a cabo lo que la ley le impone cumplir para obtener un 

beneficio indebido de cualquier naturaleza inclusive económica para sí o en favor de un tercero. 

 

Comete el delito de corrupción el servidor público que se abstenga de realizar lo que le prohíbe para obtener un beneficio 

indebido de cualquier naturaleza inclusive económica para sí o en favor de un tercero. 

 

La primera y tercera hipótesis normativas generan una gran incertidumbre jurídica a los destinatarios de la norma, ya que el 

mero hecho de dar cumplimiento a lo que dispongan las leyes llevaría las personas servidoras públicas a incurrir en una 

conducta delictiva, con lo que se viola su derecho a la seguridad jurídica. 

 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos: 

 

Único. El artículo 256 del Código Penal, en los párrafos y porciones normativas precisadas, es contrario al parámetro de 

regularidad constitucional pues en esencia, prevé lo siguiente:  

 

Determina que son servidores públicos, para efectos de la legislación punitiva, las persona que tengan la dirección o 

administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos, para efectos de la comisión y sanción 

de delitos contra la buena administración.  
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Establece la posibilidad de que una persona pueda ser inhabilitada para participar en la dirección o administración de 

asociaciones civiles que reciban, mediante cualquier modalidad, recursos o apoyos públicos, sin precisar la temporalidad de 

la sanción. Esto sin señalar cuál será el plazo por el cual el juez podrá imponer dicha pena. 

 

Se estima que lo anterior vulnera los derechos a la seguridad jurídica, libertad de trabajo y de asociación, así como los 

principios de legalidad, taxatividad y de mínima intervención del derecho penal (última ratio). 

 

a. Transgresión al derecho fundamental a la seguridad jurídica y al principio de legalidad 

 

El artículo 256 del Código Penal transgrede el derecho fundamental a la seguridad jurídica y al principio de legalidad. Esto 

ya que la inclusión en la definición de servidores públicos para efectos penales a personas que laboran en la dirección o 

administración de asociaciones civiles que reciba fondos, recursos o apoyos públicos, no guarda congruencia con la 

Constitución Federal. 

 

Al respecto, es necesario recordar que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación entiende como servidor 

público a todos los que de una forma u otra sirvan al Estado, a la Federación, al gobierno, a la sociedad o al interés público, 

incluidos los que manejan o aplican recursos públicos. Atendiendo a ello, puede identificarse la siguiente clasificación: 

 

 Servidores públicos en sentido estricto. En esta categoría se encuentra cualquier persona que desempeñe un 

empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en los poderes legislativo federal y locales, judicial federal y locales o en 

la administración pública federal centralizada o en la de las entidades federativas, también quedan integradas las personas 

que desempeñan empleo, cargo o comisión en alguna de las entidades de la administración pública paraestatal. 

 

 Servidores públicos en sentido amplio. Puede considerarse que es servidor público toda persona que maneje 

recursos económicos de origen público. El ámbito de responsabilidad penal de estos servidores públicos se encuentra más 

limitado en el tiempo y el espacio que el de los servidores públicos en sentido estricto, ya que a aquéllos sólo se les puede 

exigir responsabilidad por actos directamente relacionados con el manejo de dichos recursos. 

 

La Segunda Sala ha interpretado que la “comisión de cualquier naturaleza” incluye la transferencia de recursos públicos a 

una persona, incluso de carácter particular, para que realice un servicio público que si bien estaría a cargo del Estado, éste 

estima adecuado auxiliarse del particular.  Este tendrá a su cargo la atención a una necesidad social, en tanto y sólo en 

cuanto los recursos públicos se destinarán a la satisfacción de esa demanda de la colectividad, sin la posibilidad de aplicarlo 

a fines distintos de los señalados en el programa de gobierno al cual haya sido orientados.  

 

En ese sentido, de la referencia que hace la Constitución Federal a entes que no son servidores públicos en sentido estricto, 

es posible entender que estas personas no escapan al control gubernamental cuando participan por encargo del Estado en las 

tareas de la administración pública de que se trate; esto implica que cualquier persona física o moral privada que haya 

recaudado, administrado, manejado o ejercido recursos públicos, está sujeta a la verificación de su uso honesto y eficiente y, 

en consecuencia, a la aplicación de las sanciones resarcitorias cuando no sea así.  

 

Dicho lo anterior, debe referirse ahora que la disposición impugnada refiere explícitamente que son servidores públicos 

quienes tengan la dirección o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos. Esto 

significa que les podrán ser aplicables todas las disposiciones contenidas en el Código punitivo que pueda ser actualizadas 

por un servidor público. 

 

No debe perderse de vista que, en ocasiones las asociaciones civiles actúan por cuenta del Estado para un determinado fin, 

en calidad de comisionadas u otra similar y deben actuar bajo ciertas directrices. En este caso específico podría resultar 

válido que se les equipare como servidores públicos a las personas que tengan la dirección o administración de estas.  

 

Sin embargo, no debe soslayarse que algunas asociaciones civiles llegan a percibir fondos o apoyos públicos destinados a la 

consecución de su propio objeto, y no propiamente como comisionadas para la ejecución de una labor o servicio por cuenta 

del Estado. En este último caso, sus directores o administradores no pueden ser considerados servidores públicos.   

 

La disposición impugnada no equipara mediante una ficción jurídica a los directores y administradores de asociaciones 

civiles con servidores públicos, sino que afirma que aquellas personas son servidores públicos para todos los efectos de 

dicha legislación.  
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Esto tiene el efecto de que las personas directoras o administradoras de una asociación civil que reciban fondos, recursos o 

apoyos públicos serán sancionados en igualdad de condiciones que aquellas servidoras públicas en sentido estricto, aunque 

las actividades indebidas o ilícitas que efectúen no se relacionen con el manejo de recursos públicos.  

 

En esa tesitura, la disposición normativa es sobre inclusiva y desborda su objetivo pues se amplía el posible ámbito de 

responsabilidad penal en que puede incurrir las personas directoras o administradoras de asociaciones civiles. 

 

b. Transgresión al derecho de seguridad jurídica y del principio de taxatividad en materia penal. 

 

El artículo impugnado, en su quinto párrafo, establece una pena sin estar sujeta a una temporalidad concreta, al señalar: 

“…o bien participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos 

públicos…”  
 

Por lo tanto, existe indeterminación en cuanto a una de las consecuencias jurídicas a que se harán acreedoras las personas 

que encuadren su actuar en alguna de las conductas sancionadas, lo cual, contraviene los alcances del principio de 

taxatividad. 

 

c. Vulneración al principio de mínima intervención (ultima ratio) 

 

La norma analizada incumple con el subprincipio de fragmentariedad de la ultima ratio, pues si bien es cierto hay ataques 

que pueden catalogarse como graves y significativos al erario por parte de las asociaciones civiles, en atención al caso 

específico para el cual fueron asignados u otorgados los recursos públicos, ello no implica que el catalogar a sus directores y 

administradores como servidores públicos producirá una efectiva salvaguarda el bien jurídico tutelado.  

 

Por otra parte, es innecesario que la norma impugnada otorgue el carácter de servidor público a la persona que ostente la 

dirección o administración de una asociación civil a efecto de sancionar hechos de corrupción y en general que vulneren la 

buena administración. Lo anterior, ya que el propio Código Penal prevé en su artículo 2793 aquellos hechos de corrupción y 

delitos contra el servicio público cometidos por particulares.  

 

d. Transgresión a la libertad de trabajo y asociación 

 

Por otra parte, el párrafo quinto del artículo 256 del Código Penal se considera desproporcional. De este se desprende que el 

legislador capitalino previó como sanción para los particulares, la consistente en inhabilitarlos para desempeñar un cargo 

público o puesto de elección popular, así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, concesiones, servicios u 

obras públicas, o bien participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o 

apoyos públicos.  

 

Se aplica el test de proporcionalidad a las medidas consistentes en: (i) inhabilitación para desempeña un cargo público o 

puesto de elección popular y (ii) inhabilitación para participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil 

que reciba fondos, recursos o apoyos públicos.  

 

i. Inhabilitación para desempeñar un cargo público o puesto de elección popular 

 

En cuanto a la última grada de escrutinio, se considera que la medida constituye un medio desproporcional, pues vulnera en 

mayor medida los derechos humanos de acceso a un cargo en el servicio público y a ser votado. En efecto, la sanción que 

prevé alcanza a inhabilitar a un particular para el desempeño futuro de un cargo público o de elección popular y no solo para 

participar en adquisiciones, arrendamientos, concesiones, servicio u obras públicas, afectando las libertades fundamentales a 

las que se ha hecho referencia.   

 

                                                           
3 “ARTÍCULO 279. Al particular que estando obligado legalmente a la custodia, depósito, administración de bienes muebles o 

inmuebles pertenecientes al erario público, o aplicación de recursos públicos, los distraiga de su objeto para usos propios o ajenos o les 

dé una aplicación distinta a la que se les destinó, se le impondrán de seis meses a tres años de prisión y de cien a quinientos días multa.” 
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En este sentido, cabe contrastar la sanción impuesta por la norma impugnada, con la sanción equivalente contemplada en la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas. En términos de esta Ley, la inhabilitación de la persona particular 

relacionada con faltas administrativas será temporal y le imposibilitará exclusivamente para que pueda participar en 

adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas. Sin embargo, dicha inhabilitación no trasciende en el ejercicio 

pleno de los derechos humanos de acceso a un cargo en el servicio público y a ser votado, tal como lo hace la norma 

impugnada, pues el particular sancionado no es servidor público, aunque sí debe responder por sus actos frente al Estado. 

 

ii. Inhabilitación para participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, 

recursos o apoyos públicos.  

 

Por lo que respecta al primer requisito del test de proporcionalidad, se advierte que la medida prevista en la norma 

impugnada carece de un fin constitucionalmente válido. Esto pues en la exposición de motivos el legislador se advierte que 

la medida se adoptó con el objeto de reducir los actos de corrupción en que incurran tanto las personas servidoras públicas 

como los particulares y así garantizar el debido funcionamiento del servicio público.  

 

Sin embargo, la medida no se circunscribe a la esfera pública, sino que impacta en el ámbito privado, pues impide que los 

particulares sancionados puedan acceder a la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, 

recursos, o apoyos públicos. Se ignora que la admisión de asociados en este tipo de personas morales se rige por las reglas 

del derecho privado. Además, debe recordarse que los recursos que integran el patrimonio de las asociaciones civiles no es 

únicamente público.  

 

Por lo tanto, la medida legislativa impacta en el ejercicio de las libertades de trabajo y asociación. No se ignora que el 

derecho al trabajo puede ser válidamente limitado, sin embargo, esta limitación es inconstitucional por trascender a la esfera 

privada.  

 

3. Admisión de las demandas. El Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y 

registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad promovida por la Comisión local con el número 106/2021 

y, por razón de turno, designó al Ministro Javier Laynez Potisek para que actuara como instructor en el procedimiento4. 

Posteriormente, se formó, registró y acumuló el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad hecha valer por la 

CNDH con el número 108/2021, por existir identidad respecto del decreto legislativo impugnado en la 106/20215. 

 

4. El Ministro instructor admitió a trámite las acciones de inconstitucionalidad y ordenó dar vista al Congreso y a la Jefa de 

Gobierno, ambos de la Ciudad de México, para que rindieran sus respectivos informes. También ordenó dar vista a la 

Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal, para que manifestaran lo que a su 

respectiva representación conviniera6.  

 

5. Informes. El Director General de Servicios Legales del Gobierno de la Ciudad de México y la Presidenta de la Mesa 

Directiva y de la Comisión Permanente del Congreso de la Ciudad de México rindieron los informes solicitados a la Jefa de 

Gobierno y al Congreso de la entidad, mediante los cuales defendieron la constitucionalidad de las normas impugnadas. El 

Ministro instructor tuvo por presentados los informes y concedió a las partes el plazo legal respectivo a efecto de que 

formularan sus alegatos por escrito7.  

 

6. Cierre de Instrucción. Se tuvieron por formulados los alegatos de los poderes Legislativo y Ejecutivo y de la Comisión 

local, así como de la CNDH. Una vez trascurrido el plazo legal concedido a las partes para formularlos, el Ministro 

instructor declaró cerrada la instrucción8. 

 

 

7. Amicus curiae. El ocho de octubre de dos mil veintiuno, se recibió en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia de esta Suprema Corte un escrito firmado por César Alejandro Ruiz Jiménez y Rafael Estrada Michel, 

                                                           
4 Acuerdo de doce de julio de dos mil veintiuno. Disponible en el expediente electrónico de la acción de inconstitucionalidad 106/2021 y 

su acumulada 108/2020. 
5 Acuerdo de trece de julio de dos mil veintiuno. Ibidem. 
6 Acuerdo de catorce de julio de dos mil veintiuno. Ibidem. 
7 Acuerdo de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno. Ibidem.  
8 Acuerdo de ocho de septiembre de dos mil veintiuno. Ibidem.  
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quienes comparecieron por su propio derecho para realizar diversas manifestaciones bajo la figura de amicus curiae. Este 

escrito se acordó el catorce de octubre de dos mil veintiuno y fue agregado al expediente, con apoyo en lo previsto por los 

artículos 598, párrafos primero y segundo, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en 

términos del numeral 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos (en adelante, Ley Reglamentaria). 

 

I. COMPETENCIA 

 

8. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de 

inconstitucionalidad, de conformidad con los artículos 105, fracción II, incisos g), de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos9 y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación10, toda vez que se plantea la 

posible contradicción entre el Código Penal para el Distrito Federal y la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.  

II. OPORTUNIDAD Y CAUSA DE IMPROCEDENCIA RELACIONADA CON EL TEMA 

 

II.1. Oportunidad 

 

9. El artículo 60 de la Ley Reglamentaria prevé que: a) el plazo para promover una acción de inconstitucionalidad es de 

treinta días naturales contados a partir del día siguiente a aquel en que se publique la norma impugnada en el 

correspondiente medio oficial y b) para efectos del cómputo de ese plazo, no se deben de excluir los días inhábiles, en el 

entendido de que si el último día del plazo es inhábil, la demanda se podrá presentar al primer día hábil siguiente11. 

 

10. En este caso, las normas impugnadas se publicaron en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el siete de junio de dos 

mil veintiuno, por lo que el plazo para ejercer la acción de inconstitucionalidad inició el ocho de junio y concluyó el siete de 

julio, del mismo año. 

 

11. Los escritos de demanda fueron recibidos vía buzón judicial de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia 

de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el cinco12 y siete13 de julio de dos mi veintiuno, respectivamente, por lo que 

se concluye que su presentación fue oportuna. 

 

12. Concluido lo anterior, corresponde pronunciarse sobre la causa de improcedencia planteada por el Congreso de la 

Ciudad de México, dada su íntima relación con el tema de la oportunidad de la acción. 

 

II.2. Causa de improcedencia relacionada con la oportunidad 

 

13. El Congreso de la Ciudad de México indica en su informe que la Comisión local impugna un Decreto publicado en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México el siete de junio de dos mil veinte, lo cual es reiterado a lo largo de su escrito de 

demanda14. Por lo tanto, el término para impugnar ese Decreto habría corrido del ocho de junio de dos mil veinte al siete de 

                                                           
9 “Artículo 105. (...) II (…) g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades 

federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que 

vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 

Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas 

por las Legislaturas; (…)”. 
10 “Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: I. De las controversias constitucionales y acciones de 

inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

(…)” 
11Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 

fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 

inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son 

hábiles. 
12 Ello se advierte del sello de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

estampado en la primera página del escrito de demanda de la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México, disponible en el 

expediente electrónico de la presente acción de inconstitucionalidad.  
13 Ello se advierte del sello de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

estampado en la primera página del escrito de demanda de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Loc. cit.  
14 Por ejemplo, páginas 2, 3 y 18 de las demandas. 
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julio del mismo año y, en consecuencia, la demanda sería extemporánea en términos del artículo 19, fracción VII de la Ley 

Reglamentaria15. 

 

14. A juicio del Congreso de la Ciudad de México, es inaplicable la suplencia de la queja debido a que, de acuerdo con el 

artículo 22, fracción IV, de la misma ley, se debe de precisar la norma cuya invalidez se demanda, así como el medio oficial 

en que se publicó, al ser un elemento sustancial de la demanda.  

 

15. Al respecto, debe desestimarse dicha causa de improcedencia. Este Tribunal Pleno no es omiso en advertir que, en 

efecto, diversos apartados del escrito de demanda de la Comisión local hacen alusión a que el Decreto impugnado fue 

publicado “el siete de junio de dos mil veinte”. Sin embargo, de una lectura integral de la demanda, resulta claro que su 

impugnación se dirige al Decreto por el que se reforman los artículos 71 Ter, 86 denominación del Título Décimo Octavo, 

256, 259, denominación del Capítulo V, 267, 291, 292 y 293; adiciona los artículos 111 Bis y 256 Bis; y deroga los artículos 

266, 270, 272, 273 y 275; todos del Código Penal para el Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México el siete de junio de dos mil veintiuno. 

 

16. Aunque en la demanda se señalan indistintamente ambas fechas de publicación, es claro que se trata de un error 

tipográfico que no genera ninguna duda respecto al decreto realmente impugnado. Esto se confirma por el hecho de que la 

Comisión local anexó a su demanda, como prueba documental, copia simple de la publicación de la Gaceta oficial de la 

Ciudad de México número 61216, que corresponde a la publicación del día siete de junio de dos mil veintiuno. Además, la 

transcripción de las porciones normativas impugnadas se corresponde con lo reformado mediante el Decreto de siete de 

junio de dos mil veintiuno.  

 

17. Por lo anterior, para este Tribunal Pleno existe certeza de que, en relación con dicho Decreto, la demanda es oportuna. 

 

III. LEGITIMACIÓN Y CAUSA DE IMPROCEDENCIA RELACIONADA CON EL TEMA 

III.1. Legitimación  

 

18. De conformidad con los artículos 11, primer párrafo, y 59 de la Ley Reglamentaria17, la peticionaria debe de 

comparecer por conducto del funcionario que esté facultado para representarla. 

 

19. La demanda de la Comisión local fue promovida por Nashieli Ramírez Hernández, actuando en representación de 

dicha institución, quien acreditó su personalidad con copia certificada del acuerdo de designación de siete de 

noviembre de dos mil diecisiete, emitido por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ahora Ciudad de 

México)18. 

 

20. El artículo 105, fracción II, inciso g), constitucional dispone que los organismos de protección de los derechos 

humanos de las entidades federativas podrán promover acciones de inconstitucionalidad en contra de las leyes 

expedidas por las Legislaturas locales que vulneren los derechos humanos protegidos en la Constitución Federal o en 

los instrumentos internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

                                                           
15 Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: 

[…] 

VII. Cuando la demanda se presentare fuera de los plazos previstos en el artículo 21; 
16 Disponible en el expediente electrónico de la acción de inconstitucionalidad 106/2021 y su acumulada 108/2020. 
17 Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado, deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios 

que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a 

juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.  

 

En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el párrafo anterior; sin 

embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, concurran a las audiencias y en ellas rindan 

pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos previstos en esta ley. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 

será representado por el secretario de estado, por el jefe del departamento administrativo o por el Consejero Jurídico del Gobierno, 

conforme lo determine el propio Presidente, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamiento 

de la personalidad de estos servidores públicos y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que 

correspondan. 
18 Disponible en el expediente electrónico de la acción de inconstitucionalidad 106/2021 y su acumulada 108/2021. 
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21. Entonces, si la demanda fue presentada por Nashieli Ramírez Hernández, quien en virtud de su carácter de Presidenta 

se encuentra legitimada para interponerla en representación de la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de 

México19, este Alto Tribunal concluye que la acción de inconstitucionalidad fue interpuesta por parte legitimada. 

 

22. Por otro lado, la demanda de la CNDH fue promovida María del Rosario Piedra Ibarra, quien actúa en representación 

de tal Comisión, y acreditó su personalidad con copia certificada del acuerdo de designación de doce de noviembre 

de dos mil diecinueve, emitido por el Senado de la República20.  

 

23. El artículo 105, fracción II, inciso g), constitucional dispone que la CNDH podrá promover acciones de 

inconstitucionalidad en contra de leyes de carácter federal o local, así como de tratados internacionales, que vulneren 

los derechos protegidos en la Constitución Federal o en los instrumentos internacionales de los que el Estado 

mexicano sea parte.  

 

24. Si la demanda fue presentada por María del Rosario Piedra Ibarra, quien en virtud de su carácter de Presidenta se 

encuentra legitimada para interponerla en representación de la CNDH21, y además cuestiona la violación a diversos 

derechos humanos, este Alto Tribunal concluye que la acción de inconstitucionalidad fue interpuesta por parte 

legitimada. 

 

25. Por lo tanto, es oportuno atender a la causal de improcedencia planteada por el Ejecutivo local, por estar íntimamente 

relacionada con la legitimación. 

 

III.2. Causa de improcedencia relacionada con la legitimación 

 

26. En su informe22, el Director General de Servicios Legales de la Ciudad de México, en representación de la Jefa de 

Gobierno, manifestó que la acción de inconstitucionalidad promovida por la CNDH resultaba improcedente en 

términos de los artículos 19, fracción VIII23, y 20, fracciones II y III24, de la Ley Reglamentaria. 

 

27. Ello pues, a su juicio, la CNDH se extralimitó en el ámbito de sus atribuciones, ya que, en términos del inciso g) de 

la fracción II del artículo 105 constitucional, esta institución está legitimada para interponer acciones de 

inconstitucionalidad únicamente cuando se vulneren los derechos humanos consagrados en la Constitución Federal y 

en los tratados internacionales de la materia.  

 

28. Lo anterior, argumenta el Ejecutivo local, no se actualiza en este caso porque, si bien de su escrito de demanda se 

observa que la CNDH alega la violación a los derechos fundamentales de seguridad jurídica y legalidad, tal 

vulneración no es apegada a la realidad. Esto ya que la norma impugnada regula de manera más eficaz la punibilidad 

                                                           
19 Artículo 15.- El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

I.- Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; (…) 

XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de 

tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos 

humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de 

protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; 
20 Disponible en el expediente electrónico de la acción de inconstitucionalidad 106/2021 y su acumulada 108/2021. 
21 Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

I.- Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; (…) 

XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de 

tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos 

humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y (…). 
22 Disponible en el expediente electrónico de la acción de inconstitucionalidad 106/2021 y su acumulada 108/2021. 
23 Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: (…)  

VIII. Cuando de la demanda se advierta que no se hacen valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
24 Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: 

I. Cuando la parte actora se desista expresamente de la demanda interpuesta en contra de actos,  

sin que en ningún caso pueda hacerlo tratándose de normas generales; 

[…] 

III. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe la norma o acto materia de la controversia, o 

cuando no se probare la existencia de ese último; y 
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de los delitos cometidos por personas que presten un servicio público, sin que en modo alguno se afecten derechos 

fundamentales. Además, en el imaginario caso de que tales violaciones fuesen ciertas, serían ajenas al ámbito de 

legitimación activa de la CNDH, pues esta solo puede impugnar cierto tipo de normas en atención a su contenido 

material, o porque violen determinados contenidos constitucionales, pero no normas ajenas al ámbito de los derechos 

humanos.  

 

29. Por otra parte, el Ejecutivo local señala también que “se advierte que la Ley que la Comisión de Derechos Humanos 

de la Ciudad de México trata de impugnar, no violenta derechos humanos y mucho menos los aducidos en sus 

conceptos de invalidez (…)”. Por lo tanto, este Tribunal Pleno considera que la misma causal de improcedencia la 

planteó en contra de ambas comisiones actoras.  

 

30. Respecto de los requisitos necesarios para que la CNDH acredite su legitimación en la acción de 

inconstitucionalidad, este Tribual Pleno ha establecido que basta con que aduzca en su demanda la violación a 

derechos humanos, sin que sea necesario el análisis preliminar de la norma impugnada ni el pronunciamiento sobre si 

ésta vulnera o no derechos humanos, ya que esas cuestiones atañen al fondo del asunto.25 

 

31. Este razonamiento es igualmente aplicable respecto de la Comisión local, por lo que bastará con que esta argumente 

que una norma emitida por el Congreso de la Ciudad de México transgrede los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución Federal o en los tratados internacionales de los que México es parte, para que deba estudiarse el fondo 

de la cuestión.  

 

32. De la lectura de los conceptos de invalidez hechos valer por las Comisiones actoras, resumidos en los antecedentes 

de esta sentencia, se advierte que ambas argumentan que las normas impugnadas son violatorias de diversos derechos 

humanos, en especial, los de seguridad jurídica, legalidad en su vertiente de taxatividad, al trabajo, a la libertad de 

asociación y del principio de utilización del derecho penal como ultima ratio. 

 

33. Entonces, la causa de improcedencia debe desestimarse, pues se encuentra estrechamente vinculada con el fondo 

del asunto. Así lo ha establecido este Tribunal Pleno en la jurisprudencia P./J.36/200426, en la que se dijo que, si en 

una acción de inconstitucionalidad se hace valer alguna causa de improcedencia que involucre una argumentación 

íntimamente relacionada con el fondo del asunto, aquélla debe desestimarse y, de no operar otro motivo de 

improcedencia, deberán de estudiarse los conceptos de invalidez. De lo contrario, se correría el peligro de sobreseer 

respecto de un medio de impugnación cuya improcedencia no esté plenamente acreditada y, por tanto, de que se 

vulnere la garantía de acceso a la justicia en perjuicio de los accionantes.  

 

34. En este caso, para determinar si las normas impugnadas violan o no los derechos humanos reclamados, es necesario 

que se estudien los conceptos de invalidez hechos valer.  

 

IV. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

 

35. Dado que las causas de improcedencia planteadas fueron desestimadas en los apartados anteriores —por estar 

relacionadas con sus temáticas— y que este Tribunal Pleno no advierte alguna otra de oficio, corresponde entrar al 

análisis de las normas impugnadas. 

 

V. LITIS Y METODOLOGÍA DE ESTUDIO 

 

36. De acuerdo con el artículo 41, fracción I, de la Ley Reglamentaria27, las sentencias en este medio de control 

constitucional deben de contener la fijación breve y precisa de las normas impugnadas, y conforme al artículo 39 del 

                                                           
25 Acciones de inconstitucionalidad 146/2007 y su acumulada 147/2007 y 22/2009, resueltas en sesiones de veintiocho de agosto de dos 

mil ocho y cuatro de marzo de dos mil diez, respectivamente. 
26 De rubro: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA 

QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE. 
27 ARTICULO 41. Las sentencias deberán contener:  

I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las 

pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; 
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mismo ordenamiento28 se deben de analizar conjuntamente los razonamientos de las partes para resolver la cuestión 

efectivamente planteada.  

 

37. Del examen integral de las demandas se advierte que los conceptos de invalidez de las Comisiones actoras van 

encaminados a reclamar la inconstitucionalidad del artículo 256, párrafos primero, en la porción normativa “o bien, 

que tenga la dirección o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos”; 

segundo en su totalidad; cuarto, en la porción normativa “o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía 

bajo su dirección o administración”; y quinto en su totalidad, del Código Penal para el Distrito Federal29.  

 

 

38. Es cierto que la Comisión local enlista los artículos 256 Bis, 259 y 267 del propio Código Penal entre las normas 

reclamadas, no obstante, no les atribuye vicios propios. Del análisis integral de sus conceptos de invalidez se advierte 

que incluye esos artículos únicamente para evidenciar que al considerar a los administradores y directores de las 

asociaciones civiles como servidores públicos se puede generar la aplicación indebida de esos numerales. 

 

39. En efectos, los artículos 256 Bis, 259 y 267 establecen los delitos de enriquecimiento ilícito, ejercicio ilegal de 

servicio público y uso ilegal de atribuciones y facultades, respectivamente. La Comisión local señala, en su segundo 

concepto de invalidez, que esos delitos establecen conductas específicas que, dadas las implicaciones de incluir a 

particulares en la definición de servidores públicos, significarían una limitación indebida al derecho de asociación, al 

disuadir a las personas de participar en asociaciones civiles por la posibilidad de incurrir en los delitos establecidos 

en ellos. Es claro que de lo que se duele la Comisión local, en este punto, es de la indebida inclusión de los 

administradores y directores de las asociaciones civiles en el listado de servidores públicos, y solamente cómo 

consecuencia de esto, de la posible indebida aplicación de los artículos 256 Bis, 259 y 267 a esas personas. Por tal 

razón, estos tres artículos no serán materia de estudio en esta sentencia. 

 

40. En este sentido, la cuestión efectivamente planteada en el presente caso gira en torno a la inconstitucionalidad de las 

porciones previamente señaladas del artículo 256 del Código Penal. Respecto de estas porciones, concurren tres 

alegaciones distintas, a saber: 

 

41. En primer lugar, la CNDH y la Comisión local, de manera coincidente, demandan la inconstitucionalidad de las 

porciones relacionadas con la transformación de los directores y administradores de las asociaciones civiles que 

reciben fondos públicos en servidores públicos para efectos del Código Penal. Se trata de las porciones: “o bien, que 

tenga la dirección o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos”; “o la 

                                                           
28 Artículo 39 de la Ley Reglamentaria. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación corregirá los errores que advierta 

en la cita de los preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión 

efectivamente planteada.  

Artículo 40 de la Ley Reglamentaria. En todos los casos la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá suplir la deficiencia de la 

demanda, contestación, alegatos o agravios. 
29 En el capítulo III de su escrito de demanda, denominado normas generales cuya invalidez se reclama y medio oficial en 

que se publicaron, la CNDH señala las siguientes disposiciones: “artículo 256, párrafos primero, en la porción normativa 

“o bien, que tenga la dirección o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos”, 

cuarto, en la porción normativa “o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o 

administración” y quinto, del Código Penal para el distrito Federal. A continuación, la CNDH reproduce el texto del 

artículo completo y resalta esas porciones (…)”. Esto es visible en las páginas 3 a 4 del escrito de demanda.  

 

Por su parte, la Comisión local, en el capítulo III de su demanda, denominado norma general cuya invalidez se reclama y el 

medio oficial en que se publicó, señala expresamente: “artículo 256, párrafos primero en su porción normativa “o bien, 

que tenga la dirección o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos”; párrafo 

segundo; párrafo cuarto en la porción normativa “o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su 

dirección o administración” y párrafo quinto en la porción normativa “o bien, participar en la dirección o administración 

de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos. (…) Artículos 256, 256 bis, 259 y 267, del 

Código Penal para el Distrito Federal (…)”. Esto es visible en las páginas 2 a 3 del escrito de demanda.  
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naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o administración”; y “o bien participar en 

la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos”. 

Argumentan principalmente violaciones al derecho a la seguridad jurídica, a las libertades de asociación y de trabajo 

y a los principios de ultima ratio y legalidad. 

 

42. En segundo lugar, la Comisión local argumenta la inconstitucionalidad de la totalidad del párrafo segundo del mismo 

artículo, por violaciones a la seguridad jurídica y al principio de taxatividad, entre otras.  

 

43. Por último, la CNDH señala como norma impugnada la totalidad del párrafo quinto, también del citado artículo 256. 

Le atribuye dos defectos: en primer lugar, que el establecer como pena la inhabilitación para participar en la 

dirección o administración de asociaciones civiles que reciban fondos, recursos y apoyos públicos constituiría una 

limitación indebida a diversos derechos; y, en segundo lugar, que la pena de inhabilitación a un particular para 

desempeñar a futuro un cargo público cuando no tenía la calidad de servidor público en el momento de la comisión 

del delito es desproporcional. 

 

44. La metodología por seguir será el estudio de cada uno de estos alegatos en un apartado independiente. 

 

VI. ESTUDIO DE FONDO 

 

VI.1. Estudio de las porciones normativas relacionadas con el otorgamiento de la calidad de servidores públicos de 

los directores y administradores de las asociaciones civiles 

 

45. Las porciones normativas controvertidas que se analizarán en este apartado se destacan en el siguiente texto: 

 

ARTÍCULO 256. Para los efectos de este Código, es servidora o servidor público de la Ciudad de México toda 

persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública de la 

Ciudad de México, en el Poder Legislativo local, en los órganos que ejercen la función judicial del fuero común 

en la Ciudad de México y en los órganos constitucionales autónomos o bien, que tenga la dirección o 

administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos. 

 

(…)  

 

Para efectos de lo anterior, se deberá considerar, en caso de que el responsable tenga el carácter de servidor 

público, además de lo previsto en el artículo 257 de este Código, los elementos del empleo, cargo o comisión que 

desempeñaba cuando incurrió en el delito o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su 

dirección o administración. 

 

Cuando el responsable tenga el carácter de particular, el juez dará vista a la Secretaria de la Contraloría General 

de la Ciudad y a la Secretaría de la Función Pública Federal, con el fin de hacer de su conocimiento que el 

particular ha sido inhabilitado para desempeñar un cargo público o puesto de elección popular, así como para 

participar en adquisiciones, arrendamientos, concesiones, servicios u obras públicas, o bien participar en la 

dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos 
considerando, en su caso, lo siguiente: 

 

(…). 

 

46. Contra esas porciones, las Comisiones accionantes alegan, en esencia, lo siguiente: 

 

 No cualquier persona puede considerarse servidora pública por el hecho de recibir fondos, recursos o apoyos 

públicos. Hacerlo vulnera el principio de legalidad, el derecho a la seguridad jurídica y el principio de taxatividad. 

 

 Al otorgarles la calidad de servidores públicos a quienes ejerzan la dirección o la administración de una asociación 

civil, les serán aplicables en automático todos los delitos y agravantes establecidos para dichos servidores en el 

Código Penal y no sólo los que versen sobre la responsabilidad estrictamente derivada de su vinculación con el 

Estado. 
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 Los directores o administradores de una asociación civil, en el ejercicio de estas funciones, solamente pueden hacer 

aquello que les permitan sus estatutos y la asamblea general de la asociación. 

 

 Se restringe indebidamente el derecho de asociación y la libertad de trabajo.  

 

 Se vulnera el principio de mínima intervención de la materia penal. 

 

47. Este Tribunal Pleno considera los conceptos de invalidez fundados. Para explicar esta calificación, es necesario 

plantear la pregunta: ¿pueden ser servidores públicos los administradores y directores de las asociaciones civiles? La 

respuesta debe de partir del contenido del artículo 108 Constitucional, que establece lo siguiente: 

 

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como servidores 

públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial de la Federación, los 

funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así como a los 

servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán 

responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.  

 

Durante el tiempo de su encargo, el Presidente de la República podrá ser imputado y juzgado por traición a la 

patria, hechos de corrupción, delitos electorales y todos aquellos delitos por los que podría ser enjuiciado 

cualquier ciudadano o ciudadana.  

 

Los ejecutivos de las entidades federativas, los diputados a las Legislaturas Locales, los Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia Locales, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, 

los integrantes de los Ayuntamientos y Alcaldías, los miembros de los organismos a los que las Constituciones 

Locales les otorgue autonomía, así como los demás servidores públicos locales, serán responsables por 

violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, así como por el manejo y aplicación indebidos de fondos y 

recursos federales.  

 

Las Constituciones de las entidades federativas precisarán, en los mismos términos del primer párrafo de 

este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes 

desempeñen empleo, cargo o comisión en las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México. Dichos servidores públicos serán responsables por el manejo indebido de 

recursos públicos y la deuda pública.  

 

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta de decir 

verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que 

determine la ley. 

 

48. A lo largo de su historia legislativa este artículo ha sufrido diversas reformas. En su redacción original30, solamente 

establecía la responsabilidad de un reducido grupo de funcionarios: los Senadores y Diputados al Congreso de la 

Unión; los Magistrados de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; los Secretarios de Despacho; el Procurador 

General de la República; los Gobernadores de los Estados; los Diputados y las Legislaturas locales y el Presidente de 

la República —de manera extraordinaria—. 

 

                                                           
30 Artículo 108.- Los Senadores y Diputados al Congreso de la Unión, los Magistrados de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, los Secretarios de Despacho y el Procurador General de la República, son responsables por los delitos comunes que 

cometan durante el tiempo de su encargo, y por los delitos, faltas u omisiones en que incurran en el ejercicio de ese mismo 

cargo.  

 

Los Gobernadores de los Estados y los Diputados o las Legislaturas locales, son responsables por violaciones a la 

Constitución y leyes federales.  

 

El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a la patria, y delitos 

graves del orden común. 



24 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 23 de agosto de 2024 

 

49. Su cambio más trascendente ocurrió mediante una reforma del veintiocho de diciembre de mil novecientos ochenta y 

dos. Por una parte, se introdujo la denominación de “servidores públicos”, estableciendo así la naturaleza de utilidad 

a la sociedad que comportan los empleos, cargos o comisiones que integran, precisamente, el servicio público. 

 

50. Por otra parte, al definir en su primer párrafo el concepto de servidores públicos para el ámbito Federal, se enlistaron 

ciertos funcionarios específicamente identificados: los representantes de elección popular y los miembros del Poder 

Judicial de la Federación. Pero, además, debido a la gran variedad de formas mediante las que se puede acceder al 

servicio público (nombramiento, contrato, designación, etc.), y con el objeto de evitar exclusiones injustificadas, el 

texto constitucional se refirió de manera genérica a los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que 

desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión o en la 

Administración Pública Federal31. 

 

51. En sucesivas reformas, se amplió el listado de personas consideradas servidores públicos, primero, para incluir a los 

servidores del entonces Instituto Federal Electoral32 y, después, para abarcar a todos los servidores públicos de los 

organismos a los que la Constitución otorgue autonomía33.  

 

52. Así, aunque el concepto de servidor público se ha ampliado para ajustarse a los cambios en la estructura estatal, se ha 

circunscrito siempre a que el servicio público sea desempeñado en los Poderes u órganos del Estado.  

 

53. En la importante reforma constitucional de mil novecientos ochenta y dos también se estableció, en el párrafo cuarto 

del artículo 108 constitucional, la obligación de que las entidades federativas precisen en sus constituciones, en los 

mismos términos en que lo hace el párrafo primero del mismo artículo, el carácter de servidores públicos de 

quienes desempeñen algún empleo, cargo o comisión en las entidades federativas y los Municipios34. Es decir, que se 

sujetó a las entidades federativas a establecer el concepto de servidores públicos de la misma manera en que lo hace 

la Constitución General. 

 

54. Congruente con lo anterior, la Segunda Sala de este Tribunal Constitucional, al resolver el amparo en revisión 

1116/200635, determinó que el listado del 108 constitucional no es limitativo, sino meramente enunciativo. En este 

sentido, el concepto de servidores públicos es amplio, genérico e igualitario, pues abarca a todas las personas que 

participan en la administración de los recursos del pueblo, es decir, engloba a todos los trabajadores que sirven al 

Estado, cualquiera que sea su nivel o rango, según sean las áreas de responsabilidad. Se dijo también que todo 

servidor público está sujeto a responsabilidad, incluido —por— el manejo de fondos y recursos federales. Siguiendo 

el razonamiento de la Sala, las obligaciones alcanzan por igual a todos los que desempeñan un empleo, cargo o 

comisión en el servicio público, tanto en el gobierno como en la administración pública paraestatal36.  

 

55. Ahora bien, ese entendimiento amplio del concepto de servidor público y la libertad de configuración de las 

entidades federativas para definirlo no significa que en esa definición se pueda incluir a personas que no desempeñen 

empleo, cargo o comisión en el servicio público, pues como ya se dijo, ese concepto se acota a que el servicio se 

preste dentro de las estructuras estatales, en cualquiera de sus formas o modalidades. Ello es especialmente relevante 

cuando la incorporación de particulares como servidores públicos no es una cuestión meramente formal, sino que 

provoca de manera inmediata consecuencias que impactan en sus esferas jurídicas. 

 

56. Es importante precisar que lo anterior de ninguna manera se traduce en la exclusión de los particulares del sistema de 

responsabilidades contra el Estado, o en negar la posibilidad de que sean sujetos de sanciones penal, por actos 

                                                           
31 También se incluía a los funcionarios del Distrito Federal, que entonces carecía de autonomía respecto de la Federación. 
32 Por reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintidós de agosto de mil novecientos noventa y seis. 
33 Por reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil siete. 
34 En otra reforma, publicada en el Diario Oficial de la Federación del veintinueve de enero del dos mil dieciséis, se incluyó 

a las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. 
35 Fallado bajo la ponencia del Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano en sesión de seis de octubre de dos mil seis por 

unanimidad de cinco votos.  
36 En el caso la Segunda Sala determinó que los quejosos, en la medida que servían al Estado, a la Federación, al gobierno o 

al interés público, en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, como Director General de Tecnologías de la 

Información y Director de Infraestructura y Telecomunicaciones, sí eran servidores públicos, en términos de lo dispuesto en 

el primer párrafo del artículo 108 constitucional. 
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cometidos en sus relaciones con la organización estatal o pública. Tal cómo se señaló en el mismo precedente de la 

Segunda Sala, nadie que maneje recursos económicos de la Federación —y, debe de añadirse, del Estado en 

general— queda inmune de las obligaciones de aplicarlos como es debido. En virtud de esto, la propia Constitución 

General establece la posibilidad de que los particulares sean sancionados por sus responsabilidades contra el Estado, 

sin necesidad de incluirlos dentro del concepto de servidores públicos o de homologar ambas calidades.  

 

57. El Título Cuarto constitucional se denomina “De las Responsabilidades Administrativas, Particulares vinculados 

con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, y Patrimonial del Estado”. 

 

58. De la lectura del primer párrafo del artículo 109 constitucional, que se encuentra dentro de ese Título, se obtiene que 

tanto los servidores públicos como los particulares pueden incurrir en responsabilidad frente al Estado. En la fracción 

II de ese precepto se precisa que la comisión de hechos de corrupción por cualquier particular -o servidor público- 

será sancionada en los términos de la legislación penal aplicable. En la fracción IV se establece la posibilidad de 

sancionar administrativamente a los particulares por faltas graves37. 

 

59. En congruencia con lo anterior, el propio Código Penal para el Distrito Federal establece un Título especial, el 

Decimonoveno, denominado “Hechos de Corrupción y Delitos contra el Servicio Público Cometidos por 

Particulares”.  En este se tipifican, entre otros, los delitos de promoción de conductas ilícitas, cohecho y distracción 

de recursos públicos. 

 

60. En este sentido, respecto de la posible responsabilidad penal de los directores y administradores de las asociaciones 

civiles, en el supuesto de que hagan mal uso de los recursos públicos que reciban, se observa que la conducta puede 

actualizar la hipótesis del tipo penal establecido en el artículo 279 del Código Penal para el Distrito Federal que 

dispone las penas de seis meses a tres años de prisión y de cien a quinientos días multa al particular que estando 

obligado legalmente a la custodia, depósito, administración de bienes muebles o inmuebles pertenecientes al erario 

público, o aplicación de recursos públicos, los distraiga de su objeto para usos propios o ajenos o les dé una 

aplicación distinta a la que se les destinó. 

 

61. Así las cosas, de lo anterior es posible obtener tres conclusiones: (i) el artículo 108 constitucional no permite 

extender el concepto de servidor público a quienes no desempeñan un empleo, cargo, o comisión de cualquier 

naturaleza en la estructura del Estado; (ii) no debe de confundirse el carácter de servidor público que una persona 

pueda tener con la posibilidad de que sea sancionada penalmente por su responsabilidad contra el Estado y (iii) como 

consecuencia necesaria de las dos anteriores, que la transformación de los administradores y directores de las 

                                                           
37 Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados 

conforme a lo siguiente: 

 

(…) 

 

II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que incurran en hechos de corrupción, será 

sancionada en los términos de la legislación penal aplicable. 

(…) 

 

IV. Los tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan en actos vinculados con faltas 

administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para 

participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios 

ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos federales, locales o municipales. Las personas morales serán 

sancionadas en los términos de esta fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados 

por personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá 

ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas 

administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, federales, locales o municipales, 

siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de 

vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para 

vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. 

Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u 

omisiones…” 
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asociaciones civiles que manejen recursos públicos en servidores públicos es innecesaria, puesto que el manejo de 

esos recursos está protegido por todo un sistema de responsabilidades administrativas y penales aplicables a los 

particulares sin necesidad de esa conversión.  

 

62. Además, todo lo expuesto no limita la posibilidad de que el legislador local, en ejercicio de su libertad de 

configuración, emita normas penales especiales dirigidas a los particulares, relacionados con el manejo de los 

recursos públicos, en el supuesto de que considere necesario castigar por la vía penal ciertas conductas singularmente 

lesivas. Esto, se insiste, sin que sea necesario darles una calidad que constitucionalmente no les corresponde. 

 

63. Por lo anterior, este Alto Tribunal concluye que las porciones normativas impugnadas que se analizan en este 

apartado contravienen lo dispuesto por el artículo 108 constitucional al extender de manera injustificada la calidad de 

servidores públicos a personas que no desempeñan un servicio público dentro de la estructura del Estado.  

 

64. Una vez alcanzada esa conclusión, resulta innecesario el análisis de las demás alegaciones hechas al respecto por 

las accionantes, pues ello en nada variaría la conclusión alcanzada, al haberse cumplido, en esta parte del estudio, el 

propósito de este medio de control constitucional, tal como lo indica la tesis de jurisprudencia P./J. 37/200438.  

 

VI.2. Análisis del segundo párrafo del artículo 256 del Código Penal para el Distrito Federal 

 

65. La Comisión local señala que determinadas hipótesis normativas de las que conforman el párrafo segundo del 

artículo 256 del Código Penal generan una gran incertidumbre jurídica a los destinatarios de la norma, ya que el 

mero hecho de dar cumplimiento a lo que dispongan las leyes o de no hacer lo que ordenen omitir llevaría a los 

servidores públicos a incurrir en una conducta delictiva, con lo que se viola su derecho a la seguridad jurídica y el 

principio de taxatividad.  

 

66. Este concepto de invalidez de la accionante resulta fundado.  

 

67. Es criterio reiterado de este Alto Tribunal que la formulación de la norma penal no debe de ser vaga, imprecisa, 

abierta o amplia, al grado de permitir la arbitrariedad en su aplicación. En ese orden de ideas, el principio de 

taxatividad supone la exigencia de que el grado de determinación de la conducta típica sea tal que lo que es objeto de 

prohibición pueda ser conocido sin problemas por el destinatario de la norma. Esta exigencia no se circunscribe a los 

meros actos de aplicación de encuadrar la conducta en la descripción típica, sino que abarca a la propia ley que se 

aplica, la que debe quedar redactada de forma tal que los términos mediante los cuales especifiquen los elementos 

respectivos sean claros y exactos. La autoridad legislativa no puede sustraerse del deber de describir las conductas 

que señale como merecedoras de sanción penal, incluyendo todos sus elementos, características, condiciones, 

términos y plazos; pues ello es necesario para evitar confusiones en su aplicación o demérito en la defensa del 

procesado. Por tanto, la ley que carezca de tales requisitos de certeza resultará violatoria del principio de legalidad en 

su vertiente de taxatividad.  

 

68. El párrafo segundo del artículo 256 del Código Penal para el Distrito Federal dispone:  

 

Artículo 256. (…) 

 

Comete el delito de corrupción el servidor público que realice o deje de llevar a cabo lo que la ley le impone cumplir 

o se abstenga de realizar lo que le prohíbe, para obtener un beneficio indebido de cualquier naturaleza, inclusive 

económica, para sí o en favor de un tercero. 

 

(…). 

 

                                                           
38 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ. Si 

se declara la invalidez del acto impugnado en una acción de inconstitucionalidad, por haber sido fundado uno de los 

conceptos de invalidez propuestos, se cumple el propósito de este medio de control constitucional y resulta innecesario 

ocuparse de los restantes argumentos relativos al mismo acto. Registro digital: 181398. 
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69. Puede observarse que el tipo penal que se analiza contiene tres hipótesis alternativas, que significan tres distintas 

conductas punibles, a saber:  

 

1. Comete el delito de corrupción el servidor público que realice lo que la ley le impone cumplir, para obtener un 

beneficio indebido de cualquier naturaleza inclusive económica para sí o en favor de un tercero. 

 

2. Comete el delito de corrupción el servidor público que deje de llevar a cabo lo que la ley le impone cumplir para 

obtener un beneficio indebido de cualquier naturaleza inclusive económica para sí o en favor de un tercero. 

 

3. Comete el delito de corrupción el servidor público que se abstenga de realizar lo que le prohíbe para obtener un 

beneficio indebido de cualquier naturaleza inclusive económica para sí o en favor de un tercero. 

 

70. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la redacción de la norma en cuestión es imprecisa al 

grado de causar un elevado nivel de confusión en sus destinatarios. 

 

71. En efecto, de la literalidad de la norma se desprende que, si un servidor público realiza lo que la ley le impone 

cumplir, cometerá el delito de corrupción. Por otra parte, si el servidor público se abstiene de realizar lo que la ley le 

prohíbe, esto es, si no hace aquello que por ley no debería de hacer, también incurrirá en el delito de corrupción, lo 

cual resulta contradictorio e ilógico, pues el servidor público no podría cumplir la ley, evitando realizar las conductas 

prohibidas, debido a que también cometería el delito de corrupción. 

  

72. Este nivel de confusión y contradicción generado por la norma produce su invalidez pues su destinatario no tiene 

ninguna certeza de cómo debe de actuar ante ella ya que, se reitera, tanto si cumple como si no cumple lo que la ley 

le ordena, cometería el delito, pero también si evita hacer aquello que la ley le prohíbe. Esto vulnera el principio de 

taxatividad, que exige que las normas que prevean alguna pena o describan alguna conducta que deba ser sancionada 

penalmente no tenga una imprecisión excesiva o irrazonable, en un grado de indeterminación tal que provoque 

en los destinatarios confusión o incertidumbre por no saber cómo actuar ante la norma jurídica.  

 

73. Por lo anterior, este Alto Tribunal declara la invalidez del párrafo segundo del artículo 256 del Código Penal para el 

Distrito Federal.  

 

74. Cabe aclarar que la invalidez de esta porción normativa de ninguna manera implica que los delitos relacionados con 

hechos de corrupción deban de quedar impunes, puesto que todos los tipos penales específicos que castigan las 

conductas relacionadas con ese fenómeno se mantienen vigentes.  

 

VI.3. Análisis del quinto párrafo del artículo 256 del Código Penal para el Distrito Federal 

 

75. La CNDH señala que el párrafo quinto del artículo 256 del Código Penal para el Distrito Federal establece como 

pena la inhabilitación para participar en la dirección o administración de asociaciones civiles que reciban fondos, 

recursos y apoyos públicos, sin establecer límites mínimos y máximos para su duración y, además, que la pena de 

inhabilitación a un particular para desempeñar un cargo público, aun cuando no tenía la calidad de servidor público 

en el momento de la comisión del delito, es desproporcional. 

 

76. Estos conceptos de invalidez resultan fundados.  

 

77. Debe de tenerse en cuenta que en el apartado VI.1 de esta sentencia se invalidó la porción normativa “o bien 

participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos 

públicos”, por lo que sólo será materia de análisis en este apartado el resto del párrafo quinto del artículo impugnado. 

Para tal análisis es necesario traer a cuenta lo resuelto por este Tribunal Pleno en la acción de inconstitucionalidad 

137/201739. En este precedente se declaró la inconstitucionalidad de una reforma al mismo artículo que ahora se 

estudia.  

                                                           
39 Resuelta el primero de octubre de dos mil diecinueve por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez 

Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá por razones diversas, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 

Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo al 
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78. Por la similitud en la redacción de la norma ahí invalidada y la actual, conviene compararlas: 

 

ARTÍCULO 256 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

Reforma del 1 de septiembre del 2016  Reforma impugnada del 1 de septiembre del 

2019 

Para los efectos de este Código, es servidor público 

de la Ciudad de México toda persona que 

desempeñe un empleo, cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en la Administración Pública 

de la Ciudad de México, en el Poder Legislativo 

local, en los órganos que ejercen la función judicial 

del fuero común en la Ciudad de México y en los 

órganos constitucionales autónomos. 

 

 

 

 

 

(sin correlativo) 

 

 

 

 

 

 

 

 

De manera adicional a dichas sanciones, se 

impondrá a los responsables de su comisión, la 

pena de destitución y la inhabilitación para 

desempeñar empleo, cargo o comisión públicos y 

cargo de elección popular, así como para participar 

en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 

públicas, concesiones de prestación de servicio 

público o de explotación, aprovechamiento y uso de 

bienes de dominio de la Ciudad de México por un 

plazo de uno a veinte años, atendiendo a los 

siguientes criterios: 

 

I.- Será por un plazo de uno hasta diez años cuando 

no exista daño o perjuicio o cuando el monto de la 

afectación o beneficio obtenido por la comisión del 

delito no exceda de doscientas veces el valor diario 

de la Unidad de Medida y Actualización vigente, y 

 

II.- Será por un plazo de diez a veinte años si dicho 

monto excede el límite señalado en la fracción 

anterior. 

 

 

Para efectos de lo anterior, se deberá considerar, en 

caso de que el responsable tenga el carácter de 

Para los efectos de este Código, es servidora o 

servidor público de la Ciudad de México toda 

persona que desempeñe un empleo, cargo o 

comisión de cualquier naturaleza en la 

Administración Pública de la Ciudad de México, en 

el Poder Legislativo local, en los órganos que 

ejercen la función judicial del fuero común en la 

Ciudad de México y en los órganos constitucionales 

autónomos o bien, que tenga la dirección o 

administración de una asociación civil que reciba 

fondos, recursos o apoyos públicos. 

 

Comete el delito de corrupción el servidor público 

que realice o deje de llevar a cabo lo que la ley le 

impone cumplir o se abstenga de realizar lo que le 

prohíbe, para obtener un beneficio indebido de 

cualquier naturaleza, inclusive económica, para sí o 

en favor de un tercero.  

 

Además de las penas previstas en los Títulos 

Decimoctavo y Vigésimo, se impondrá a los 

responsables de su comisión, la pena de destitución 

y la inhabilitación para desempeñar empleo, cargo 

o comisión públicos y cargo de elección popular, 

así como para participar en adquisiciones, 

arrendamientos, servicios u obras públicas, 

concesiones de prestación de servicio público o de 

explotación, aprovechamiento y uso de bienes de 

dominio de la Ciudad de México por un plazo de 

ocho a veinticinco años, atendiendo a los siguientes 

criterios:  

 

I. Será por un plazo de ocho hasta diez años cuando 

no exista daño o perjuicio o cuando el monto de la 

afectación o beneficio obtenido por la comisión del 

delito no exceda de doscientas veces el valor diario 

de la Unidad de Medida y Actualización vigente, y  

 

II. Será por un plazo de diez a veinticinco años si 

dicho monto excede el límite señalado en la 

fracción anterior.  

 

Para efectos de lo anterior, se deberá considerar, en 

caso de que el responsable tenga el carácter de 

servidor público, además de lo previsto en el 

artículo 257 de este Código, los elementos del 

empleo, cargo o comisión que desempeñaba cuando 

                                                                                                                                                                                                       
análisis de fondo, consistente en declarar la invalidez del artículo 256, párrafos segundo, tercero y cuarto, del Código Penal 

para el Distrito Federal. 
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servidor público, además de lo previsto en el 

artículo 257 de este Código, los elementos del 

empleo, cargo o comisión que desempeñaba cuando 

incurrió en el delito. 

 

 

 

Cuando el responsable tenga el carácter de 

particular, el juez dará vista a la Secretaria de la 

Contraloría General de la Ciudad y a la Secretaría 

de la Función Pública Federal, con el fin de hacer 

de su conocimiento que el particular ha sido 

inhabilitado para desempeñar un cargo público o 

puesto de elección popular, así como para participar 

en adquisiciones, arrendamientos, concesiones, 

servicios u obras públicas, considerando, en su 

caso, lo siguiente: 

 

 

 

 

I.- Los daños y perjuicios patrimoniales causados 

por los actos u omisiones; 

 

II.- Las circunstancias socioeconómicas del 

responsable; 

 

III.- Las condiciones exteriores y los medios de 

ejecución, y 

 

IV.- El monto del beneficio que haya obtenido el 

responsable. Sin perjuicio de lo anterior, la 

categoría de funcionario o empleado de confianza 

será una circunstancia que podrá dar lugar a una 

agravación de la pena. 

 

(sin correlativo) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cuando los delitos a que se refieren los artículos 

259, 267, 271, 272, 273 y 275, del presente Código 

sean cometidos por servidores públicos electos 

popularmente o cuyo nombramiento este sujeto a 

ratificación del Poder Legislativo local, las penas 

previstas serán aumentadas hasta en un tercio. 

incurrió en el delito o la naturaleza de los fines de 

la asociación civil que tenía bajo su dirección o 

administración.  

 

Cuando el responsable tenga el carácter de 

particular, el juez dará vista a la Secretaria de la 

Contraloría General de la Ciudad y a la Secretaría 

de la Función Pública Federal, con el fin de hacer 

de su conocimiento que el particular ha sido 

inhabilitado para desempeñar un cargo público o 

puesto de elección popular, así como para participar 

en adquisiciones, arrendamientos, concesiones, 

servicios u obras públicas, o bien participar en la 

dirección o administración de cualquier asociación 

civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos 

considerando, en su caso, lo siguiente:  

 

a) Los daños y perjuicios patrimoniales causados 

por los actos u omisiones;  

 

b) Las circunstancias socioeconómicas del 

responsable;  

 

c) Las condiciones exteriores y los medios de 

ejecución, y  

 

d) El monto del beneficio que haya obtenido el 

responsable. Sin perjuicio de lo anterior, la 

categoría de funcionario o empleado de confianza 

será una circunstancia que podrá dar lugar a una 

agravación de la pena.  

 

Los delitos previstos en el Capítulo Segundo a 

Décimo Cuarto de este Título Décimo Octavo, así 

como los contenidos en los Títulos Décimo Noveno 

y Vigésimo, serán modalidades del delito de 

corrupción y se sancionarán con las penas que cada 

figura delictiva señale, además de las agravantes 

previstas en el presente artículo.  

 

Cuando los delitos a los que se refiere el párrafo 

anterior sean cometidos por servidores públicos 

electos popularmente o cuyo nombramiento esté 

sujeto a ratificación del Poder Legislativo local, las 

penas previstas serán aumentadas hasta en dos 

tercios. 
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79. En aquella ocasión, la CNDH impugnó la porción normativa “De manera adicional a dichas sanciones” del 

entonces segundo párrafo del artículo 256. Esto en virtud de que consideró que violaba el principio de taxatividad, 

pues el párrafo anterior no establecía sanción alguna, por lo que la referencia a “dichas sanciones” carecía de sentido.  

 

80. El Tribunal Pleno estimó fundado ese argumento y declaró la inconstitucionalidad de esa porción de la norma. 

Además, en suplencia de la queja, detectó otras deficiencias en la redacción del artículo que violaban el mismo 

principio.  

 

81. En primer lugar, se dijo que, si bien el legislador adicionó el artículo 256 con el objeto de señalar penas adicionales 

para los servidores públicos, lo cierto es que omitió hacer congruente tales penas con el sistema normativo al que 

pertenece, pues no modificó el artículo 258 del propio Código Penal, el cual con anterioridad ya contemplaba penas 

adicionales a las previstas para cada tipo penal de los Títulos Décimo Octavo y Vigésimo, que penalizaban conductas 

cometidas por servidores públicos de la Ciudad de México. Este último artículo —aún vigente— establece como 

penas adicionales a las de cada delito la destitución del empleo, cargo o comisión en el servicio público; la 

inhabilitación de tres a diez años para obtener y desempeñar un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en 

el servicio público; y el decomiso de los productos del delito.  

 

82. En el precedente, el Pleno advirtió que el artículo impugnado agravaba la duración de las mismas penas que ya 

establecía el artículo 258 y adicionaba otras no contempladas en éste. En efecto, el artículo impugnado señalaba que 

la inhabilitación podría ser de uno a veinte años —comparado con los tres a diez del artículo 258—. Aunado a esto, 

el artículo 256 precisaba que tal inhabilitación sería para desempeñar empleo, cargo o comisión públicos y cargo de 

elección popular, en lo cual coincidía con el artículo 258, pero a esto sumaba también la inhabilitación para 

participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, concesiones de prestación de servicio 

público o de explotación, aprovechamiento y uso de bienes de dominio de la Ciudad de México. 
 

83. Adicionalmente, en el entonces cuarto párrafo del mismo artículo se establecía que: “cuando el responsable tenga el 

carácter de particular, el juez dará vista a la Secretaria de la Contraloría General de la Ciudad y a la Secretaría de 

la Función Pública Federal, con el fin de hacer de su conocimiento que el particular ha sido inhabilitado para 

desempeñar un cargo público o puesto de elección popular, así como para participar en adquisiciones, 

arrendamientos, concesiones, servicios u obras públicas, considerando, en su caso, lo siguiente:…”. Esto, consideró 

el Pleno, generaba también incertidumbre jurídica, pues no resultaba lógico establecer que simplemente para dar 

vista a esas Secretarias, con fines meramente de hacer de su conocimiento la inhabilitación determinada, el juzgador 

debiera de tomar en consideración las circunstancias que se precisaban en las cuatro fracciones subsecuentes. 

 

84. También se destacó que no era inteligible la agravante que se contenía en la fracción IV del entonces párrafo cuarto 

del artículo 256, dado que no era claro el legislador al señalar cuál era la pena que agravaba, al establecer: “…IV.- El 

monto del beneficio que haya obtenido el responsable. Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de funcionario o 

empleado de confianza será una circunstancia que podrá dar lugar a una agravación de la pena”. 

 

85. Por estas razones se estableció que el precepto no cumplía con los principios penales de certeza jurídica e 

imparcialidad en la aplicación de la norma. 

 

86. El Tribunal Pleno advirtió que, con la eliminación únicamente de la porción impugnada “de manera adicional a 

dichas sanciones”, contenida en la primera parte del entonces segundo párrafo del precepto impugnado, no se 

superaba el vicio de inconstitucionalidad advertido, pues de cualquier forma permanecería la incertidumbre sobre: (i) 

si debían de aplicarse las penas a las que se refiere el artículo 258 o las establecidas en el artículo 256; (ii) si 

solamente para dar la vista a las Secretarias mencionadas el juzgador debía de tomar en consideración las 

circunstancias precisadas en las cuatro fracciones subsecuentes del párrafo cuarto y (iii) cómo se aplicaría la 

agravante contenida en la última parte de la fracción IV del mismo párrafo. 

 

87. Así las cosas, se determinó extender la invalidez del párrafo segundo impugnado a los párrafos tercero y cuarto del 

artículo 256 del Código Penal para el Distrito Federal. 

 

88. Con esto, se dijo, se abría la posibilidad de que el legislador subsanara los vicios constitucionales detectados y 

armonizara el sistema normativo que pretendió modificar con la reforma impugnada.  
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89. Así las cosas, en el decreto materia de esta sentencia, el legislador pretendió remediar las deficiencias en el sistema 

normativo declarado invalido, por lo que cambió la redacción de la primera parte del entonces segundo párrafo, que 

corresponde ahora al tercero, y en lugar de decir: “De manera adicional a dichas sanciones se impondrá a los 

responsables de su comisión…”, se estableció que: “Además de las penas previstas en los Títulos Decimoctavo y 

Vigésimo, se impondrá a los responsables de su comisión…”. Con esto se corrige el primero de los múltiples vicios 

de la norma advertido por este Alto Tribunal al resolver el precedente citado, pues ahora sí es incuestionable a cuáles 

delitos se adicionarán las penas establecidas en este párrafo.  

 

 

90. Sin embargo, tal cómo se señaló en el precedente, con esto no se supera el vicio de inconstitucionalidad porque que 

el legislador local repitió en la porción normativa impugnada los defectos ya señalados por este Tribunal Pleno en el 

precedente. Estos defectos son: (i) la ilógica redacción del párrafo quinto impugnado y (ii) la incomprensibilidad de 

la agravante del inciso d) del mismo párrafo. Estos puntos se desarrollarán en seguida.   

 

91. No es lógica la redacción del párrafo quinto. En este párrafo del artículo 256 del Código Penal se establece, en los 

mismos términos en que lo hacía el cuarto párrafo invalidado en el precedente, que: “Cuando el responsable tenga el 

carácter de particular, el juez dará vista a la Secretaria de la Contraloría General de la Ciudad y a la Secretaría de 

la Función Pública Federal, con el fin de hacer de su conocimiento que el particular ha sido inhabilitado para 

desempeñar un cargo público o puesto de elección popular, así como para participar en adquisiciones, 

arrendamientos, concesiones, servicios u obras públicas, considerando, en su caso, lo siguiente:…”. Esto genera 

incertidumbre, pues no tiene sentido establecer que simplemente para dar vista a dichas Secretarias, con el único fin 

de hacer de su conocimiento la inhabilitación determinada, el juzgador deba de tomar en consideración: a) los daños 

y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones; b) las circunstancias socioeconómicas del 

responsable; c) las condiciones exteriores y los medios de ejecución y d) el monto del beneficio que haya obtenido el 

responsable.   

 

92. No es entendible la agravante del inciso d) del párrafo quinto. No es claro por qué motivo el juzgador debe de 

tomar en cuenta diversas circunstancias solamente para dar vista a un par de Secretarías, tampoco es claro cuál es la 

pena que se agrava al establecer: “considerando, en su caso, lo siguiente: (…) d). El monto del beneficio que haya 

obtenido el responsable. Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de funcionario o empleado de confianza será una 

circunstancia que podrá dar lugar a una agravación de la pena”.  

 

93. Dicha porción normativa, idéntica a la declarada inválida en el precedente, es ininteligible. Es imposible determinar 

sin perjuicio de qué y para qué la categoría de funcionario o empleado de confianza será una circunstancia que podrá 

agravar la pena. Además, no se sabe cuál pena será agravada, ni en qué términos se agravaría.  

 

94. Así las cosas, la reiteración de los defectos ya declarados inconstitucionales en la acción de inconstitucionalidad 

137/2017 conlleva la invalidez de la porción normativa impugnada.  

 

95. Aunado a lo anterior, las sanciones creadas por la porción normativa analizada contienen diferencias respecto al 

sistema de sanciones establecido en la Constitución General para las responsabilidades de los servidores públicos y 

particulares frente al Estado. En efecto, el artículo 10940 constitucional distingue las sanciones que corresponden a 

                                                           
40 Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados 

conforme a lo siguiente:  

 

(…) 

 

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. 

Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, 

y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los 

daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la 

investigación y sanción de dichos actos u omisiones. (…) 
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cada uno de estos grupos de personas, de acuerdo con sus propias características. En la fracción III de este artículo, 

se establece que las sanciones para los servidores públicos consistirán en amonestación, suspensión, destitución e 

inhabilitación, así como en sanciones económicas. Por su parte, en la fracción IV, se contemplan para los particulares 

las sanciones económicas y la inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 

públicas. 

 

 

96. El artículo impugnado, en la parte que aquí se analiza, establece que ambos grupos de penas podrán ser impuesta de 

manera indistinta a particulares. Así, cuando el delito sea cometido por un particular, además de las sanciones que 

corresponden a esa calidad, se le podrán imponer aquellas que son propias de los servidores públicos.  

 

97. Las sanciones en la norma materia de esta sentencia pueden infringir diversos derechos, como la libertad de trabajo, 

de comercio, y de acceso a cargos públicos, puesto que los particulares no podrán acceder a cargos públicos en el 

futuro, aun cuando ya hayan cumplido su sentencia.  

 

98. Por todo lo anterior, este Alto Tribunal declara la invalidez del párrafo quinto del artículo 256 del Código Penal para 

el Distrito Federal.  

 

99. Por último, es necesario enfatizar que este Alto Tribunal considera el combate a la corrupción como un tema de la 

mayor importancia para el país. Esta resolución de ninguna manera implica lo contrario. Como se ha señalado, al 

invalidar el tipo penal de corrupción se remueve un obstáculo para la apropiada persecución de los delitos 

relacionados con la corrupción. Por otro lado, la invalidez del resto de las porciones del artículo 256 no elimina la 

posibilidad de imponer como sanciones adicionales para los servidores públicos la destitución del empleo, cargo o 

comisión en el servicio público; la inhabilitación para obtener y desempeñar un empleo, cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en el servicio público; y el decomiso de los productos del delito, pues esas penas ya se 

encontraban previstas en el artículo 258. 

 

VII. EFECTOS 

 

100. El artículo 73, en relación con los artículos 41, 43, 44 y 45 de la Ley Reglamentaria, señala que las sentencias deben 

de establecer sus alcances y efectos, así como fijar con precisión los órganos obligados a cumplirlas, las normas 

generales respecto de las cuales operen y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que 

corresponda. Además, se debe fijar la fecha a partir de la cual producirán sus efectos. 

 

101. Declaratoria de invalidez. En atención a las consideraciones desarrolladas en los apartados precedentes, se declara 

la invalidez de: la porción normativa “o bien, que tenga la dirección o administración de una asociación civil que 

reciba fondos, recursos o apoyos públicos” del primer párrafo; el párrafo segundo; la porción normativa “o la 

naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o administración” del párrafo cuarto; y 

quinto, todos del artículo 256 del Código Penal para el Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México el siete de junio de dos mil veintiuno.  

 

102. Extensión de efectos. Derivado de la declaratoria de invalidez de las porciones normativas y párrafos señalados del 

artículo 256 del Código Penal para el Distrito Federal, quedan subsistentes sus párrafos primero —salvo su última 

parte—, tercero, cuarto —salvo la porción normativa “o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía 

bajo su dirección o administración”—, sexto y séptimo. 

 

                                                                                                                                                                                                       
IV. Los tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan en actos vinculados con faltas 

administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para 

participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios 

ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos federales, locales o municipales.  

 

(…). 
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103. Sin embargo, los párrafos sexto y séptimo, por la manera en la que están redactados, tienen una relación de 

dependencia sistémica con el párrafo segundo, invalidado en el apartado VI.2 de esta sentencia. Estos párrafos 

disponen: 

 

Los delitos previstos en el Capítulo Segundo a Décimo Cuarto de este Título Décimo Octavo, así como los 

contenidos en los Títulos Décimo Noveno y Vigésimo, serán modalidades del delito de corrupción y se sancionarán 

con las penas que cada figura delictiva señale, además de las agravantes previstas en el presente artículo.  

 

Cuando los delitos a los que se refiere el párrafo anterior sean cometidos por servidores públicos electos 

popularmente o cuyo nombramiento esté sujeto a ratificación del Poder Legislativo local, las penas previstas serán 

aumentadas hasta en dos tercios. 

 

104. Al haberse decretado la inconstitucionalidad del párrafo segundo, que establecía el delito de corrupción, por ser 

violatorio del principio de taxatividad, el párrafo sexto carece de sentido, pues su propósito es establecer que 

determinados delitos serán modalidades del que ya fue invalidado. Por lo tanto, debe de declararse su invalidez por 

extensión de efectos41. 

 

105. Ahora bien, el párrafo séptimo hace una remisión expresa al sexto, por lo que, siendo este inválido, aquél no tiene 

sentido. Por lo tanto, lo procedente es declarar también su invalidez por extensión. 

 

106. Por otra parte, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación observa que los párrafos tercero y cuarto —en la parte 

que subsiste— del artículo impugnado comparten el mismo vicio de inconstitucionalidad que el párrafo quinto 

invalidado en el apartado VI.3 de esta sentencia, con el cual forman un sistema normativo encaminado a establecer 

las sanciones aplicables para los delitos de los títulos Decimoctavo y Vigésimo del Código Penal para el Distrito 

Federal. Tal como lo señaló el Tribunal Pleno en el precedente ahí citado: la acción de inconstitucionalidad 

137/2017, con la eliminación únicamente del párrafo quinto, no se supera el vicio de inconstitucionalidad advertido, 

puesto que el resto del precepto no cumple con los principios penales de certeza jurídica e imparcialidad en la 

aplicación de la norma. Con su invalidez, de cualquier manera, permanecería la incertidumbre sobre si deben de 

aplicarse las penas a las que se refiere el artículo 258 o las establecidas en los párrafos tercero y cuarto del artículo 

256. Por lo tanto, este Tribunal Pleno determina la invalidez por extensión de dichos párrafos. 

 

107. Así las cosas, el contenido del artículo 256 del Código Penal para el Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial 

de la Ciudad de México el siete de junio de dos mil veintiuno, será: 

 

ARTÍCULO 256. Para los efectos de este Código, es servidora o servidor público de la Ciudad de México toda 

persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública de la 

Ciudad de México, en el Poder Legislativo local, en los órganos que ejercen la función judicial del fuero común en la 

Ciudad de México y en los órganos constitucionales autónomos.  

 

108. Retroactividad. Se ha declarado en esta resolución la invalidez de diversas porciones normativas del artículo 256 

del Código Penal para el Distrito Federal. Al tratarse de una norma de naturaleza penal, procede otorgar efectos 

retroactivos a la invalidez al día en que entró en vigor, lo cual sucedió el día siguiente al de su publicación en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México42, esto es, el ocho de junio de dos mil veintiuno43. 

 

                                                           
41 Así lo establece la tesis de jurisprudencia P./J. 32/2006 de este Tribunal Pleno, de rubro: ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD. EXTENSIÓN DE LOS EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE INVALIDEZ DE 

UNA NORMA GENERAL A OTRAS QUE, AUNQUE NO HAYAN SIDO IMPUGNADAS, SEAN 

DEPENDIENTES DE AQUÉLLA. Registro digital: 176056. 
42 Transitorios:  

Primero. Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

Segundo. El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México 
43 Se publicó el lunes siete de junio de dos mil veintiuno. 
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109. Fecha a partir de la cual surtirá efectos la declaratoria general de invalidez. Conforme a lo dispuesto por el 

artículo 45, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria, esta resolución y la declaratoria de invalidez surtirán efectos a 

partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso de la Ciudad de México. 

 

110. Notificaciones. Para el eficaz cumplimiento de esta sentencia deberá de notificarse al Congreso de la Ciudad de 

México; al Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México, para que lo informe a los juzgados y salas en materia 

penal; y al Consejo de la Judicatura Federal, para que informe a los juzgados de distrito, tribunales colegiados de 

circuito y tribunales unitarios (de apelación), todos del Primer Circuito. También deberá notificarse a la Fiscalía 

General de Justica de la Ciudad de México. 

VIII. DECISIÓN 

111. Por lo antes expuesto, este Tribual Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve: 

 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad y su acumulada.  

 

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 256, párrafos primero, en su porción normativa ‘o bien, que tenga la 

dirección o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos’, segundo, cuarto, en su 

porción normativa ‘o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o administración’, y quinto, 

del Código Penal para el Distrito Federal, reformado mediante el decreto publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México el siete de junio de dos mil veintiuno.  

 

TERCERO. Se declara la invalidez, por extensión, del artículo 256, párrafos tercero, cuarto, en su porción normativa 

‘Para efectos de lo anterior, se deberá considerar, en caso de que el responsable tenga el carácter de servidor público, 

además de lo previsto en el artículo 257 de este Código, los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba 

cuando incurrió en el delito’, sexto y séptimo, del Código Penal para el Distrito Federal, reformado mediante el decreto 

publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el siete de junio de dos mil veintiuno.  

 

CUARTO. Las declaraciones de invalidez decretadas surtirán sus efectos retroactivos al ocho de junio de dos mil 

veintiuno a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de la Ciudad de México.  

 

QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, 

así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

 

Notifíquese mediante oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 

González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Batres Guadarrama, Ríos 

Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto de los apartados del I al V relativos, 

respectivamente, a la competencia, a la oportunidad y causa de improcedencia relacionada con el tema, a la legitimación y 

causa de improcedencia relacionada con el tema, a las causas de improcedencia y a la litis y metodología de estudio. La 

señora Ministra Ríos Farjat anunció un voto concurrente en relación con el apartado III, relativo a la legitimación. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena con 

consideraciones adicionales, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales separándose de la 

referencia al artículo 64 de la Constitución Local, Pardo Rebolledo con consideraciones adicionales, Ríos Farjat con 

consideraciones adicionales, Laynez Potisek con consideraciones adicionales, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández 

apartándose de algunas consideraciones, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 1, consistente en 

declarar la invalidez del artículo 256, párrafos primero, en su porción normativa ‘o bien, que tenga la dirección o 

administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos’, cuarto, en su porción normativa ‘o la 
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naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o administración’, y quinto, en su porción normativa 

‘o bien participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos 

públicos’, del Código Penal para el Distrito Federal. La señora Ministra Batres Guadarrama votó en contra y anunció voto 

particular. La señora Ministra Presidenta Piña Hernández reservó su derecho de formular voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá apartándose de las consideraciones relativas a la procuración de justicia, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales 

separándose de algunas consideraciones, Pardo Rebolledo en contra de las consideraciones, Ríos Farjat apartándose de las 

consideraciones, Laynez Potisek y Presidenta Piña Hernández en contra de las consideraciones, respecto del apartado VI, 

relativo al estudio de fondo, en su tema 2, consistente en declarar la invalidez, en suplencia de la queja, del artículo 256, 

párrafo segundo, del Código Penal para el Distrito Federal. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Batres Guadarrama y el 

señor Ministro Pérez Dayán votaron en contra. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Batres Guadarrama y el señor 

Ministro Pérez Dayán anunciaron sendos votos particulares. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta 

Piña Hernández por consideraciones distintas, respecto de la invalidez del artículo 256, párrafo cuarto, en su porción 

normativa ‘o la naturaleza de los fines de la asociación civil que tenía bajo su dirección o administración’, del Código Penal 

para el Distrito Federal. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Batres Guadarrama votaron en contra. El señor Ministro 

González Alcántara Carrancá y la señora Ministra Ortiz Ahlf anunciaron sendos votos aclaratorios. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez 

Dayán y Presidenta Piña Hernández por consideraciones distintas, respecto de la invalidez del artículo 256, párrafo quinto, 

del Código Penal para el Distrito Federal. La señora Ministra Batres Guadarrama votó en contra. El señor Ministro 

González Alcántara Carrancá y la señora Ministra Ortiz Ahlf anunciaron sendos votos aclaratorios. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta 

Piña Hernández, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en: 1) declarar la invalidez, por extensión, del 

artículo 256, párrafos tercero, cuarto, en su porción normativa ‘Para efectos de lo anterior, se deberá considerar, en caso de 

que el responsable tenga el carácter de servidor público, además de lo previsto en el artículo 257 de este Código, los 

elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba cuando incurrió en el delito’, sexto y séptimo, del Código Penal 

para el Distrito Federal. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Batres Guadarrama votaron en contra. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 

González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Batres Guadarrama, Ríos 

Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, 

consistente en: 2) determinar que las declaratorias de invalidez decretadas surtan efectos retroactivos al ocho de junio de dos 

mil veintiuno, 3) determinar que la declaratoria de invalidez con efectos retroactivos surta a partir de la notificación de los 

puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso de la Ciudad de México y 4) determinar que, para el eficaz cumplimiento 

de este fallo, también deberá notificarse al Consejo de la Judicatura y a la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de 

México, así como a los Tribunales Colegiados en Materia Penal y de Apelación del Primer Circuito y a los Juzgados de 

Distrito en Materia Penal en esa entidad federativa. 

En relación con el punto resolutivo quinto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 

González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Batres Guadarrama, Ríos 

Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 
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La señora Ministra Presidenta Piña Hernández declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados. Doy fe. 

Firman la señora Ministra Presidenta y el señor Ministro Ponente con el Secretario General de Acuerdos, quien da fe. 

 

 

PRESIDENTA 

 

(Firma) 

 

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ 
 

PONENTE 

 

(Firma) 

 

MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK 

 

 

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS 

 

(Firma) 

 

LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

___________________________________________________ 

 



C O N V O C A T O R I A S   D E   L I C I T A C I Ó N   Y   F A L L O S 
 

Alcaldía en Gustavo A. Madero 

Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano 

Licitaciones Públicas Nacionales 

Convocatoria No: 014 
Ing. Oscar L. Díaz González Palomas, Director General de Obras y Desarrollo Urbano de la Alcaldía en Gustavo A. Madero, en observancia a lo dispuesto en los 

Artículos 122 apartado A fracción VI incisos a) y c) primer párrafo, 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Artículos 52 numerales 1 y 4, 53 

apartado A numerales 1, 12 fracción II, 53 apartado B numerales 1 y 3 inciso a), fracción XXIX, inciso b), fracción V de la Constitución Política de la Ciudad de México; 

Artículos 16 segundo párrafo, 29 fracción II, 34 fracción VI, 42 fracción IV, 133 fracción II, 197, 198 fracciones I, II, III de la Ley Orgánica de Alcaldías de la Ciudad de 

México, para la contratación de obra pública en la modalidad de precios unitarios por unidad de concepto de trabajo terminado. De conformidad con el Artículo 3º inciso 

a), fracción I, 24 inciso A), 25 apartado A, fracción I y 44 fracción I inciso a) de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México y Artículo 16 de su Reglamento, con 

apoyo en el Acuerdo Delegatorio, de fecha 27 de marzo de 2024, por el que se delega en el titular de la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano y sus Direcciones 

las facultades que se indican, convoca a las personas físicas y morales interesadas en participar en las licitaciones de carácter nacional, de conformidad con lo siguiente: 

 

Número de 

licitación 

Descripción general de la obra Fecha de 

inicio de los 

trabajos 

Fecha de 

terminación 

Capital contable 

requerido 

30001098-036-24 
“REHABILITACIÓN DEL CENTRO DE DESARROLLO SOCIAL Y CULTURAL 

CARLOS MONSIVÁIS, UBICADO EN LA DT 3” 
23/09/2024 26/12/2024 $2’472,000.00 

Costo de las bases Plazo de ejecución 
Fecha límite para 

adquirir bases 

Visita al lugar de la 

obra o los trabajos 

Junta de 

aclaraciones 

Presentación y 

apertura de 

Proposiciones 

Acto de Fallo 

Directa $5,000 95 días 27/08/2024 
29/08/2024 04/09/2024 10/09/2024 13/09/2024 

11:00 horas 11:00 horas 11:00 horas 11:00 horas 

 

Los recursos fueron asignados por Secretaría de Administración y Finanzas de la Ciudad de México, a través de la Subsecretaría de Egresos, con el oficio No. 

SAF/SE/0891/2023, de fecha 26 de diciembre de 2023, remitido a la Alcaldía con el calendario presupuestal 2024 mediante el Decreto de Presupuesto de Egresos de la 

Ciudad de México para el ejercicio fiscal 2024, en los que se estableció el techo presupuestal aprobado por el Congreso de la Ciudad de México, información que contiene 

los montos autorizados para los proyectos de inversión a los que debe sujetarse esta Alcaldía, con el oficio, AGAM/DGA/DF/1573/2024, de fecha 05 de julio de 2024 con 

suficiencia presupuestal con folio JUL-056, con Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS), derivado de lo anterior y por las características de 

este fondo se tiene la necesidad de que estas obras se financien en su totalidad. 

 

Las bases de licitación se encuentran disponibles para consulta y venta en la Jefatura de Unidad Departamental de Licitaciones y Contratación, sita en planta baja del 

Edificio de la Alcaldía en Avenida 5 de Febrero y Vicente Villada s/n, Colonia Villa Gustavo A. Madero, Código Postal 07050, Alcaldía Gustavo A. Madero en la Ciudad 

de México, teléfono 55 51 18 28 00, extensiones 6623 o 6624 a partir de la fecha de publicación de la presente convocatoria, de lunes a viernes de 10:00 a 14:00 horas, en 

días hábiles; la compra de bases se hará a través de línea de captura, deberán efectuar el pago correspondiente dentro del periodo comprendido para la venta de bases, no 

se admitirá para la inscripción al procedimiento, si ésta no es pagada dentro del periodo de venta de bases. 

 

Los requisitos generales que deberán acreditar los interesados para adquirir las bases son:  

1.- A la presentación del pago de bases de licitación, el concursante entregará un CD nuevo empaquetado, en el que se le entregarán grabadas las bases de Concurso de 

la Licitación Pública Nacional, Anexos de Bases, Términos de Referencia, Modelo de Contrato y Catálogo de Conceptos, de esta manera el interesado quedará inscrito y 



registrado.  

 

El Concursante es el único responsable de la compra oportuna de las bases, del registro correspondiente y de obtener en tiempo y forma la información 

documental necesaria para la elaboración y presentación de su propuesta, debiendo prever los tiempos de operación de las instituciones bancarias para el pago, 

a fin de comprar las bases de licitación, ya que la fecha límite para adquirir dichas bases es hasta el día 13 de agosto de 2024.  

 

2.- Solicitud de inscripción a la Licitación Pública Nacional de su elección. Este escrito debe dirigirse a la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano, en papel 

membretado de la empresa, indicando datos generales actualizados del participante debidamente firmado por la persona física o moral. 

 

3.- Deberá presentar copia de su Constancia de Registro de Concursante vigente, expedida por la Secretaría de Obras y Servicios, documento que deberá expresar el 

capital contable requerido, para dar cumplimiento a lo dispuesto en los Artículos 21, 22 y 24 del Reglamento de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México 

presentando original para cotejar acompañado de la siguiente documentación: declaración escrita bajo protesta de decir verdad de no encontrarse en los supuestos del 

artículo 37 de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México, ni del artículo 47 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, debiendo transcribir en ésta, 

cada uno de los supuestos establecidos en el ordenamiento de referencia; en el caso de personas físicas se anexará a los requisitos anteriores; acta de nacimiento y alta ante 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y en el de las personas morales, presentación de escritura constitutiva y modificaciones, en su caso, poderes del representante 

legal y alta ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

4.- Listado de obligaciones sustantivas y formales a las que están sujetos correspondientes a los últimos cinco ejercicios fiscales. 

 

5.- Comprobatorios del capital contable requerido, Para personas morales o Para personas físicas, deberán presentar copia de la declaración fiscal anual correspondiente al 

ejercicio (2023) y copia de las declaraciones parciales correspondiente hasta el mes inmediato anterior a la presente licitación (de enero a julio de 2024), sus 

correspondientes estados financieros del ejercicio (2023) y copia de los estados financieros hasta tres meses anteriores a la presente licitación (de enero a julio de 2024), 

presentando original para el cotejo respectivo. 

 

6.- Escrito en español y sin tachaduras en papel membretado del concursante indicando: nombre y/o razón social, teléfono(s), domicilio fiscal dentro de la Ciudad de 

México o Área Metropolitana (en caso de que el domicilio fiscal esté fuera de esta área, indicar domicilio para recibir notificaciones ubicado dentro del área señalada), 

R.F.C. y persona autorizada para recibir notificaciones. Este escrito debe dirigirse a la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano, debidamente firmado por el 

representante legal de la persona física o moral. 

 

7.- En apego al artículo 58 de la Ley de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de Recursos de La Ciudad de México, en concordancia 

con el artículo 8 del Código Fiscal de la Ciudad de México, el concursante deberá tramitar la constancia de adeudos ante la Tesorería del Gobierno de la Ciudad de 

México y el Sistema de Aguas de la Ciudad de México (en lo que resulte aplicable), expedida por la Administración Tributaria que le corresponda o en su caso, por el 

Sistema de Aguas de la Ciudad de México, a efecto de constatar que el interesado no cuenta con adeudos pendientes de pago (entregar copia del acuse, presentar original 

para cotejo). 

 

8.- Los interesados en la licitación deberán comprobar experiencia y capacidad técnica mediante la relación de contratos de obras y servicios relacionadas con las mismas 

que tengan o hayan celebrado con la Administración Pública o con particulares para la ejecución de trabajos similares a los concursados, comprobando documentalmente 

su cumplimiento a satisfacción de la contratante, tales como las carátulas de los contratos, actas de entrega-recepción; así como también currículum de la empresa y del 

personal técnico a su servicio relativo a las obras similares a las descritas en la licitación y capacidad financiera, administrativa y de control según la información que se 

solicita en las bases de la Licitación Pública Nacional. 

 

El lugar de reunión para la visita de obra será en la Jefatura de Unidad Departamental de Licitaciones y Contratación, sita en la Planta Baja del Edificio de la Alcaldía 

ubicado en la Avenida 5 de Febrero y Vicente Villada s/n, Colonia Villa Gustavo A. Madero, Código Postal 07050, es obligatoria la asistencia de personal calificado, que 

se acreditará mediante escrito en hoja membretada de “EL CONCURSANTE” firmado por el representante legal de “EL CONCURSANTE”, escrito original que 

deberá presentar al momento de la visita de obra, anexando copia de cédula Profesional, certificado técnico o carta de pasante, los días y horas indicados anteriormente 



 

La junta de aclaraciones se llevará a cabo en la sala de juntas de la Jefatura de Unidad Departamental de Licitaciones y Contratación, ubicada en Avenida 5 de Febrero y 

Vicente Villada s/n, Colonia Villa Gustavo A. Madero, Código Postal 07050, es obligatoria la asistencia de personal calificado, que se acreditará mediante escrito en hoja 

membretada de “EL CONCURSANTE” firmado por el representante legal de “EL CONCURSANTE”, escrito original que deberá presentar al momento de la Junta de 

Aclaraciones anexando copia de cédula profesional, certificado técnico o carta de pasante, los días y horas indicados anteriormente. 

 

El acto de presentación y apertura de Proposiciones Técnicas y Económicas se llevarán a cabo en la sala de juntas de la Jefatura de Unidad Departamental de Licitaciones 

y Contratación perteneciente a la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano, ubicada en Avenida 5 de Febrero y Vicente Villada s/n, Colonia Villa Gustavo A. 

Madero, Código Postal 07050, los días y horas indicados anteriormente. 

 

Para la ejecución de los trabajos de la presente licitación, la Alcaldía no otorgará anticipo. 

 

La ubicación de los trabajos será dentro del perímetro de la Alcaldía.  

 

Las proposiciones deberán presentarse en idioma español.  

 

La moneda en que deberán cotizarse las proposiciones será: peso mexicano.  

 

No se autorizará subcontratación en la ejecución de la obra, salvo lo indicado en las Bases de Licitación. 

 

Los criterios generales para la adjudicación del contrato serán: con base en los artículos 40 y 41 de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México, efectuará el análisis 

comparativo de las proposiciones admitidas, se formulará el dictamen y emitirá el fallo mediante el cual se adjudicará el contrato al concursante, que reuniendo las 

condiciones establecidas en la Ley y su Reglamento, y solicitadas en las bases de la licitación, haya presentado la propuesta legal, técnica, económica, financiera y 

administrativa que resulte ser la solvente más baja que garantice satisfactoriamente el cumplimiento del contrato. Contra la resolución que contenga el fallo no procederá 

recurso alguno. 

 

Los pagos se efectuarán contra estimaciones presentadas, las que deberán realizarse por períodos máximos mensuales por concepto de trabajos terminados. 

 

La forma de garantía de cumplimiento del contrato será del 10 % (diez por ciento) del monto total del contrato incluye I.V.A., a favor del GOBIERNO DE LA CIUDAD 

DE MÉXICO/SECRETARÍA DE FINANZAS, mediante póliza de fianza expedida por institución legalmente autorizada y de conformidad con la Ley de Obras 

Públicas de la Ciudad de México.  

Ciudad de México, a 19 de agosto de 2024 

 

(Firma) 

 

Ing. Oscar L. Díaz González Palomas 

Director General de Obras y Desarrollo Urbano 

 



Administración Pública de la Ciudad de México 

Alcaldía en Coyoacán 

Dirección General de Obras Públicas y Servicios Urbanos 

Convocatoria No. AC-DGOPSU-21-2024 

 

La Arq. Martha Amalia Elguea Viniegra, Directora General de Obras Públicas y Servicios Urbanos en la Alcaldía Coyoacán, en observancia a lo 

dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 134, y los artículos 53 apartado A numeral 12 fracción II, apartado B 

numeral 1 y numeral 3 inciso a) fracciones I, XIX, XXIX y XXX de la Constitución Política de la Ciudad de México; 29 y 30 de la Ley Orgánica de Alcaldías 

de la Ciudad de México; 3° apartado a, fracción I, 23, 24 inciso A, 25 apartado A, fracción I y 28 de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México y al 

“Acuerdo por el que se delega en el titular de la Dirección General de Obras Públicas y Servicios Urbanos de la Alcaldía Coyoacán, las facultades que se 

indican”, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 29 de octubre de 2021, se convoca a las personas físicas y morales interesadas en participar 

en las Licitaciones Públicas de carácter Nacionales para la contratación en la modalidad de Obra Pública a Base de Precios Unitarios por Unidad de Concepto de 

Trabajo Terminado, conforme a lo siguiente: 

 

No. de Licitación Descripción y Ubicación de las Obras 
Fecha de 

Inicio 

Fecha de 

Termino 

Plazo de 

Ejecución 

Capital Contable 

mínimo requerido 

COY-DGOPSU-

LP-104-2024 

TRABAJOS DE MANTENIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA 

URBANA (ALUMBRADO PÚBLICO), DENTRO DEL PERÍMETRO 

DE LA ALCALDÍA COYOACÁN. 

20/09/2024 18/11/2024 
60 días 

naturales 
$2,500,000.00 

Costo de las 

Bases 

Fecha límite para 

adquirir las bases 

Visita al Lugar 

de la Obra 
Junta de Aclaraciones Acto de Presentación y Apertura del Sobre Único 

Fecha y Hora Fecha y Hora Fecha y Hora 

$5,500.00 27/08/2024 
28/08/2024 03/09/2024 09/09/2024 

10:00 Horas 11:00 Horas 10:00 Horas 

 

Los recursos fueron autorizados con oficio de autorización de inversión de la Secretaría de Administración y Finanzas de la Ciudad de México Número 

SAF/SE/0700/2023; Las bases de Licitación se encuentran disponibles para su consulta y adquisición los días: 23, 26, y 27 de agosto de 2024; en las oficinas de 

la Unidad Departamental de Concursos, Contratos, Estimaciones y Precios Unitarios, ubicada en Calzada de Tlalpan 3370, Colonia Viejo Ejido de Santa Úrsula 

Coapa, Alcaldía Coyoacán, a partir de la fecha de publicación de la presente convocatoria de lunes a viernes de 10:00 a 13:00 horas, en días hábiles. 

Requisitos para adquirir las bases: 

1.- La adquisición será directa, en las oficinas de la J.U.D. de Ingeniería de Costos, Concursos, Contratos y Estimaciones, deberán de asistir con los requisitos 

solicitados para la generación de la línea de captura y posterior a esta deberán de efectuar el pago correspondiente dentro del periodo comprendido para la 

venta de bases. 

La obtención de la línea de captura para la compra de bases, no se admitirá para la inscripción al procedimiento, si esta no es pagada dentro del 

periodo de venta de bases. El concursante es el único responsable de la compra oportuna de las bases y del registro correspondiente, debiendo prever los 

tiempos de operación de las instituciones bancarias para el pago para adquirir las bases de licitación, ya que la fecha límite para adquirir las bases es hasta 

el día 27 de agosto de 2024. 

2.- Se deberá entregar copia legible de los siguientes documentos, presentando los originales para cotejar: 

A.- El comprobante de pago de bases de la adquisición directa será entregado en las oficinas de la J.U.D. de Ingeniería de Costos, Concursos, Contratos y 

Estimaciones; así mismo deberá de elaborar en papel membretado de la empresa, escrito de interés en participar en la licitación (es) elegida (s).  



 

B.- Constancia de Registro de Concursantes emitido por la Secretaría de Obras y Servicios, ACTUALIZADO. 

C.- Declaración Escrita y bajo protesta de decir verdad de no encontrarse en los supuestos del art. 37 de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México 

3.- El comprobante de pago de bases, se anexará en el sobre único dentro de la propuesta técnica como se indica en las bases de concurso, el no presentar estos 

documentos será motivo de descalificación. 

4.- Los planos, especificaciones y otros documentos, se entregarán a los interesados en las oficinas de la J.U.D. de Ingeniería de Costos, Concursos, Contratos 

y Estimaciones de esta Alcaldía, previa presentación del recibo de pago a más tardar en la Junta de Aclaraciones, siendo responsabilidad del interesado su 

adquisición oportuna. 

5.-  El lugar de reunión para la visita de obra será en las oficinas de la J.U.D. de Ingeniería, Estudios y Proyectos, ubicada en Calzada de Tlalpan 3370, Colonia 

Viejo Ejido de Santa Úrsula Coapa, Alcaldía Coyoacán, en el día y hora indicados anteriormente, así mismo deberá de elaborar en papel membretado de la 

empresa, escrito de presentación de la persona que asistirá a la visita de obra. Es obligatoria la asistencia de personal calificado (arquitecto, ingeniero o 

técnico en construcción), se acreditará tal calidad con cédula profesional, certificado técnico o carta de pasante (presentar copia y original para cotejar). 

la asistencia a la visita de obra es obligatoria. 

6.-  La(s) junta(s) de aclaraciones se llevará(n) a cabo en la sala de juntas de la Dirección General de Obras Públicas y Servicios Urbanos, ubicada en Calzada 

de Tlalpan 3370, Colonia Viejo Ejido de Santa Úrsula Coapa, Alcaldía de Coyoacán, en el día y hora indicados anteriormente, asimismo deberá de elaborar 

en papel membretado de la empresa, escrito de presentación de la persona que asistirá a la(s) junta(s) de aclaraciones. Es obligatoria la asistencia de 

personal calificado (arquitecto, ingeniero o técnico en construcción), se acreditará tal calidad con cédula profesional, certificado técnico o carta de pasante 

(presentar copia y original para cotejar), la asistencia a la junta de aclaraciones es obligatoria. 
7.- El acto de presentación y apertura de proposiciones técnicas y económicas del sobre único se llevará a cabo en la sala de juntas de la Dirección General de 

Obras Públicas y Servicios Urbanos, ubicada en Calzada de Tlalpan 3370, Colonia Viejo Ejido de Santa Úrsula Coapa, Alcaldía de Coyoacán, en el día y 

hora indicados anteriormente. 

8.- Si no se recibe proposición alguna o todas las presentadas fueren desechadas porque al abrirse se detectará que falta algún documento de los solicitados en 

las bases respecto de las propuestas, se declarará desierto el concurso, de conformidad con lo estipulado en el Artículo 43 de la Ley de Obras Públicas de la 

Ciudad de México y Artículo 44 del Reglamento de la citada Ley. 

9.- No se otorgarán anticipos para inicio de obra y para compra de materiales y/o equipos de instalación permanente. 

10- Las proposiciones deberán presentarse en idioma español. 

11.- La moneda en que deberán cotizarse las proposiciones será: en Moneda Nacional. 

12.- La contratista no podrá subcontratar ningún trabajo relacionado con esta licitación, de no ser indicado en las bases de la licitación o previa autorización por  

escrito de la convocante de acuerdo con el Artículo 47 de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México. 
13.- Los interesados en la licitación deberán comprobar experiencia técnica, mediante la relación de contratos de obras relacionados con las mismas vigentes 

que tengan o hayan celebrado con la Administración Pública o con particulares para la ejecución de los trabajos similares a los concursados, comprobando  

documentalmente su cumplimiento a satisfacción de la contratante, tales como carátulas de contratos y actas de entrega-recepción; así como también 

currículum de la empresa y del personal técnico a su servicio relativo a las obras similares a las descritas en la licitación y capacidad financiera, 

administrativa y de control según la información que se solicita en las bases de la Licitación Pública Nacional.  

14.- Las condiciones de pago son mediante estimaciones de trabajos ejecutados, las que deberán realizarse por periodos mensuales por concepto de trabajo 

terminado, acompañados de la documentación que acredite la procedencia del pago. 

15.- La forma de garantizar el cumplimiento del contrato será del 10 % (diez por ciento) del monto total del contrato incluyendo el IVA a favor de la Secretaria 

de Administración y Finanzas, mediante póliza de fianza expedida por la institución autorizada y de conformidad con la Ley de Obras Públicas de la 

Ciudad de México. 

16.- Los criterios generales para la adjudicación serán con base en los artículos 40, 41 y 43 de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México, efectuándose el 

análisis comparativo de las propuestas admitidas, se formulará el dictamen y se emitirá el fallo mediante el cual se adjudicará el contrato al concursante, 

que reuniendo las condiciones establecidas en la Ley y su Reglamento y solicitadas en las bases de la licitación, haya presentado la propuesta legal, técnica, 

económica financiera y administrativa que resulte ser la más conveniente y garantice satisfactoriamente el cumplimiento del contrato. 



 

17.- Ninguna de las condiciones contenidas en las bases de licitación, así como en las propuestas presentadas por los concursantes podrán ser negociadas, de 

acuerdo con el artículo 29 fracción V, de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México. 

18.- Contra la resolución que contenga el fallo no procederá recurso alguno. 

19.- Se informa a los interesados a participar en estas licitaciones, que, en caso de presentarse alguna contingencia ajena a la Alcaldía, que impida cumplir con 

las fechas de los eventos de estos concursos, dichas fechas se prorrogaran en igual tiempo al que dure la contingencia mencionada 

 

Ciudad de México, a 19 de agosto de 2024 

 

 

(Firma) 

 

 

Arq. Martha Amalia Elguea Viniegra 

Directora General de Obras Públicas y Servicios Urbanos 

Responsable de las Licitaciones 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

_______________________________________ 



ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

ALCALDÍA EN CUAUHTÉMOC 

DIRECCIÓN GENERAL DE OBRAS Y DESARROLLO URBANO 

LICITACIÓN PÚBLICA NACIONAL 

CONVOCATORIA 003-2024 

 

El Ing. Javier Vertiz Macías, Director General de Obras y Desarrollo Urbano en la Alcaldía Cuauhtémoc, en observancia a lo dispuesto en los artículos 

134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 52, numerales 1 y 4, 53 Apartado A numeral 12 Fracción II de la Constitución Política de la 

Ciudad de México; 16, 29, 30, 32, 33, 42, 71 Fracción III, 126 y 231 de la Ley Orgánica de Alcaldías de la Ciudad de México, así como artículos 3 apartado a), 

24 inciso A), 25 apartado a Fracción I, 26, 28 y 44 fracción I inciso a) de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México, quien cuenta con la capacidad legal 

para suscribir el presente documento, de conformidad con el acuerdo delegatorio publicado en la Gaceta de la Ciudad de México de fecha 23 de agosto de 2022, 

convoca a las personas físicas y morales interesadas en participar en la licitación de carácter nacional para la contratación de los concursos, mediante el 

procedimiento de Licitación Pública Nacional a base de precios unitarios por unidad de concepto de trabajo terminado, conforme a lo siguiente: 

 

No. de licitación Descripción y Ubicación de la obra 
Fecha de 

inicio 

Fecha de 

terminación 

Capital contable 

mínimo requerido 

AC/LPN/048/2024 

REHABILITACIÓN DE LA SUPERFICIE DE RODAMIENTO 

(REPAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA) EN DIVERSAS UBICACIONES 

DENTRO DEL PERÍMETRO DE LA DEMARCACIÓN TERRITORIAL 

CUAUHTÉMOC. (CUAUHTÉMOC, JUÁREZ, ROMA NORTE) 

20-

septiembre-

2024 

18-diciembre-

2024 
$9,000,000.00 

No. de licitación 
Costo de las 

bases 

Fecha límite para 

adquirir bases 

Junta de aclaraciones 

Obligatoria 

Presentación y Entrega de 

Propuestas y Apertura del 

Sobre Único 

Fecha de Fallo 

AC/LPN/048/2024 $6,000.00 27-agosto-2024 03-septiembre-2024 11:00 hrs. 
09-septiembre-2024 11:00 

hrs. 

13-septiembre-2024 

11:00 hrs. 

No. de licitación Descripción y Ubicación de la obra 
Fecha de 

inicio 

Fecha de 

terminación 

Capital contable 

mínimo requerido 

AC/LPN/049/2024 

REHABILITACIÓN DE LA SUPERFICIE DE RODAMIENTO 

(REPAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA) EN DIVERSAS UBICACIONES 

DENTRO DEL PERÍMETRO DE LA DEMARCACIÓN TERRITORIAL 

CUAUHTÉMOC. (DOCTORES, ROMA SUR, ROMA NORTE) 

20-

septiembre-

2024 

18-diciembre-

2024 
$9,000,000.00 

No. de licitación 
Costo de las 

bases 

Fecha límite para 

adquirir bases 

Junta de aclaraciones 

Obligatoria 

Presentación y Entrega de 

Propuestas y Apertura del 

Sobre Único 

Fecha de Fallo 



AC/LPN/049/2024 $6,000.00 27-agosto-2024 03-septiembre-2024 11:00 hrs. 
09-septiembre-2024 11:00 

hrs. 

13-septiembre-2024 

11:00 hrs. 

No. de licitación Descripción y Ubicación de la obra 
Fecha de 

inicio 

Fecha de 

terminación 

Capital contable 

mínimo requerido 

AC/LPN/050/2024 

REHABILITACIÓN DE LA SUPERFICIE DE RODAMIENTO 

(REPAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA) EN DIVERSAS UBICACIONES 

DENTRO DEL PERÍMETRO DE LA DEMARCACIÓN TERRITORIAL 

CUAUHTÉMOC. (DOCTORES) 

20-

septiembre-

2024 

18-diciembre-

2024 
$9,000,000.00 

No. de licitación 
Costo de las 

bases 

Fecha límite para 

adquirir bases 

Junta de aclaraciones 

Obligatoria 

Presentación y Entrega de 

Propuestas y Apertura del 

Sobre Único 

Fecha de Fallo 

AC/LPN/050/2024 $6,000.00 27-agosto-2024 03-septiembre-2024 11:00 hrs. 
09-septiembre-2024 11:00 

hrs. 

13-septiembre-2024 

11:00 hrs. 

No. de licitación Descripción y Ubicación de la obra 
Fecha de 

inicio 

Fecha de 

terminación 

Capital contable 

mínimo requerido 

AC/LPN/051/2024 

REHABILITACIÓN DE LA SUPERFICIE DE RODAMIENTO 

(REPAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA) EN DIVERSAS UBICACIONES 

DENTRO DEL PERÍMETRO DE LA DEMARCACIÓN TERRITORIAL 

CUAUHTÉMOC. (OBRERA) 

20-

septiembre-

2024 

18-diciembre-

2024 
$9,000,000.00 

No. de licitación 
Costo de las 

bases 

Fecha límite para 

adquirir bases 

Junta de aclaraciones 

Obligatoria 

Presentación y Entrega de 

Propuestas y Apertura del 

Sobre Único 

Fecha de Fallo 

AC/LPN/051/2024 $6,000.00 27-agosto-2024 03-septiembre-2024 11:00 hrs. 
09-septiembre-2024 11:00 

hrs. 

13-septiembre-2024 

11:00 hrs. 

 
La adquisición de las bases de los concursos de licitación se encuentran disponibles para consulta y venta en la Dirección de Obras Públicas, de la Dirección 

General de Obras y Desarrollo Urbano (ala poniente, primer piso del edificio de la Alcaldía) sito en calle Aldama y Mina S/N, colonia Buenavista, Alcaldía 

Cuauhtémoc C.P. 06350, Ciudad de México, los días 23, 26 y 27 de agosto del presente año de 10:00 a 14:00 horas, para el caso de consulta de las Bases, se 

requiere que la empresa interesada presente en hoja membretada su manifestación de consulta de las bases y presentando el registro de concursante de la Ciudad 

de México e identificación del representante de la empresa. 

 

Requisitos generales que deberán acreditar los interesados para adquirir las bases de licitación:  

 

a) La forma de pago: los interesados en adquirir las bases, deberán presentarse en la Dirección de Obras Públicas, de la Dirección General de Obras y Desarrollo 

Urbano (ala poniente, primer piso del edificio de la Alcaldía) sito en calle Aldama y Mina S/N, colonia Buenavista, Alcaldía Cuauhtémoc C.P. 06350, Ciudad de 

México, en un horario de 10:00 a 13:00 hrs. para que esta Alcaldía le proporcione línea de captura (venta de bases para licitaciones públicas, en base a lo 



establecido en la CIRCULAR/SAF/DGAF/0001/2023 publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México en fecha 30 de octubre de 2023) y poder realizar la 

transferencia vía electrónica SPEI por medio del Sistema de Depósitos de las Unidades Responsables del Gasto –SIDURG-, en el momento que se encuentre 

reflejado en la página de la Secretaría de Administración y Finanzas de la Ciudad de México, se procederá a elaborar un recibo para entregar al interesado las 

bases de Licitación Pública Nacional con sus anexos, de esta manera quedará inscrito y registrado, teniendo derecho a presentar su proposición; el interesado es el 

único responsable de registrarse en tiempo y forma para la compra de bases debiendo prever los tiempos de operación de las Instituciones Bancarias para realizar 

la transferencia electrónica SPEI, para adquirir las bases de Licitación correspondientes, por lo que no se entregarán los formatos de línea de captura ni las bases 

fuera del horario y días establecidos, cabe resaltar que si el interesado no comprueba el pago de la mismas en el límite del horario y fecha establecidos en la 

presente convocatoria se tendrá como no adquiridas las bases por lo que no podrá participar, asimismo no habrá  devolución por pagos mal referenciados. 

b) Escrito de solicitud del interesado manifestando su interés en participar en la licitación, indicando el número de licitación y descripción de la misma, objeto 

social, nombre o razón social, domicilio completo para recibir notificaciones ubicado dentro de la Ciudad de México y teléfono(s) en papel membretado de la 

persona o razón social firmado por el representante o apoderado legal, señalando claramente el cargo que ostenta (según Acta Constitutiva o Poder Notarial), 

dirigido al Ing. Javier Vertiz Macías, Director General de Obras y Desarrollo Urbano de la Alcaldía Cuauhtémoc. 

c) Constancia actualizada del Registro de Concursante emitido por la Secretaría de Obras y Servicios de la Administración Pública de la Ciudad de México, 

misma que deberá indicar el capital contable requerido para la licitación correspondiente, así como las especialidades solicitadas, presentando copia y original 

para su cotejo. 

d) Escritura Constitutiva y sus modificaciones en su caso (persona moral) presentando copia y original para su cotejo,  

e) Acta de Nacimiento expedida por el Sistema en Línea de la Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad (RENAPO) de la Secretaría de 

Gobernación (SEGOB), con fecha de expedición no mayor a tres meses (persona física) presentando copia y original para su cotejo. 

f) Comprobante de domicilio fiscal actual (con una antigüedad no mayor a tres meses), presentando copia y original para su cotejo. 

g) Declaración escrita y bajo protesta de decir verdad de no encontrarse en algunos de los supuestos que establecen los artículos 37 de la Ley de Obras Públicas 

de la Ciudad de México, debiendo transcribir en esta cada uno de sus supuestos establecidos en el ordenamiento de referencia. 

h) Escrito en el que manifiestan bajo protesta de decir verdad que ha cumplido en tiempo y forma con las obligaciones fiscales tal como lo establecen los 

Artículos 58 y 69 del Código Fiscal de la Ciudad de México y Artículo 58 segundo párrafo de la Ley de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, 

Prestaciones y Ejercicio de Recursos de la Ciudad de México. 

i) Documentación comprobante para el capital contable mínimo requerido para la licitación que deberá acreditarse mediante: declaración fiscal anual del ejercicio 

2023 (incluir anexos), declaración parcial del mes de enero al mes inmediato anterior al presente procedimiento 2024, estados financieros al 31 de diciembre de 

2023 auditados y firmados por Contador Público externo a la empresa (en su caso), autorizado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, anexando también 

copia (legible) del registro vigente y Cédula Profesional del Contador. 

j) Copia fotostática legible del Registro vigente ante el Instituto Mexicano del Seguro Social - INFONAVIT de la persona física o moral, (Presentar Original para 

Cotejo). 

k) A la presentación del pago de bases de la licitación y revisión de la documental solicitada, el concursante entregará un CD nuevo empaquetado o una Memoria 

USB, en el que se le entregarán grabadas las Bases de Concurso de Licitación, Catálogo de Conceptos, Especificaciones y Planos, de esta manera el interesado 

quedará inscrito y registrado. El Concursante es el único responsable de obtener en tiempo y forma la información documental necesaria para la elaboración y 

presentación de su propuesta, por lo que el incumplimiento de este requisito será motivo para no participar en la licitación correspondiente. 

 

Información general: 

1.-Los recursos para la realización de estas obras fueron autorizados por el Gobierno de la Ciudad de México/Secretaría de Administración y Finanzas de la 

Ciudad de México a través de la Subsecretaria de Egresos con base a lo dispuesto por el oficio de autorización No. SAF/SE/DGACyRC/3153/2024, de fecha 16 

de julio de 2024. 

2.- Visita de Obra; Se instruye al concursante a realizar la visita de obra al sitio donde se ejecutarán los trabajos objeto de esta licitación, por su cuenta, tomando 

en consideración las características generales y particulares que existan en el desarrollo de la obra; lo que hará constar por medio de escrito bajo protesta de decir 

verdad, documento que formará parte de la propuesta técnica.  



3.- El lugar de reunión para la sesión de Junta de Aclaraciones serán simultaneas y se llevarán a cabo en el Auditorio Valentín Campa ubicado en el Sótano de la 

Alcaldía Cuauhtémoc, sito en calle Aldama y Mina S/N Col. Buenavista, Alcaldía Cuauhtémoc C.P. 06350, Ciudad de México, la empresa concursante 

manifestará mediante escrito en papel membretado la persona que asistirá a la junta de aclaraciones, anexando copia y original para su cotejo de la cédula 

profesional. La asistencia a la junta de aclaraciones será obligatoria, en el día y hora indicada en esta convocatoria y las bases de la licitación. 

4.- La sesión pública de presentación y apertura del sobre único serán simultaneas y se llevarán a cabo en el Auditorio Valentín Campa ubicado en el Sótano de la 

Alcaldía Cuauhtémoc, sito en calle Aldama y Mina S/N Col. Buenavista, Alcaldía Cuauhtémoc C.P. 06350, Ciudad de México, en el día y hora indicada en esta 

convocatoria y en las bases de concurso de licitación. 

5.- La alcaldía no otorgará anticipos en esta licitación. 

6.- Las proposiciones deberán presentarse en idioma español. 

7.- La moneda en que deberán cotizarse las proposiciones será: peso mexicano. 

8.- Ninguna de las partes de los trabajos de esta licitación podrá ser objeto de asociación o subcontratación, salvo previa autorización de la contratante por escrito 

de acuerdo al artículo 47 párrafo quinto de la Ley de Obras Públicas de la Ciudad de México. 

9.- Ninguna de las condiciones contenidas en las bases de concurso de esta licitación, así como en las proposiciones presentadas por los licitantes, podrán ser 

negociadas. 

10.- Los interesados en esta licitación deben comprobar experiencia técnica en obras similares y capacidad financiera, administrativa y de control, durante el 

proceso de evaluación, según la información que se solicita en las bases del concurso de licitación. 

11.- Las condiciones de pago serán verificativas mediante estimaciones de los trabajos ejecutados por periodos máximos mensuales de acuerdo a lo especificado 

en las bases del concurso de licitación.  

12.- La selección de un participante. Los criterios generales para la selección de un participante serán con base en los artículos 40, 41 y 43 de la Ley de Obras 

Públicas de la Ciudad de México, una vez realizado el análisis comparativo de las propuestas admitidas, se formulará el dictamen y se emitirá el fallo mediante el 

cual se adjudicará el contrato al concursante que reuniendo las condiciones solicitadas en las bases del concurso de licitación, reúnan las condiciones legales, 

técnicas, económicas, financieras y administrativas requeridas y además garanticen satisfactoriamente el cumplimiento de todas las obligaciones y que presente la 

propuesta más conveniente para la Alcaldía Cuauhtémoc. 

13.- Los trabajos se pactarán sobre la base de precios unitarios, en cuyo caso el importe de la remuneración o pago total que deba cubrirse al contratista se hará 

por unidad de concepto de trabajo terminado. Los trabajos se pagarán mediante la formulación de estimaciones que comprenderán los trabajos realizados en el 

periodo. 

14.- La garantía de cumplimiento del contrato será del 10% (diez por ciento) del monto total del contrato incluido el I.V.A. a favor de la Secretaría de 

Administración y Finanzas de la Ciudad de México, mediante póliza de fianza de cumplimiento expedida por institución legalmente autorizada dentro de los 10 

(diez) días hábiles siguientes a la fecha de fallo. 

15.- Para garantizar la reparación total de daños y perjuicios que pudiera ocasionar a terceros en sus bienes o personas, derivado de las actividades a los trabajos 

que realicen, el contratista deberá presentar dentro de los 5 (cinco) días hábiles siguientes a la fecha de firma del contrato, la póliza y el contrato de seguro de 

responsabilidad civil por daños a terceros, por un monto equivalente al 20% (veinte por ciento) del importe del contrato con I.V.A. 

 

CIUDAD DE MÉXICO. A 19 DE AGOSTO DE 2024 

 

DIRECTOR GENERAL DE OBRAS Y DESARROLLO URBANO 

 

(Firma) 

 

ING. JAVIER VERTIZ MACÍAS 
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E D I C T O S 

 

“2024, Año de Felipe Carrillo Puerto, Benemérito del Proletariado, Revolucionario y Defensor del Mayab” 

 

EDICTOS 

 

PARA LLAMAR A LAS PERSONAS QUE SE CONSIDEREN TENER UN DERECHO SOBRE EL BIEN 

OBJETO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO. 

 

En cumplimiento a lo ordenado en auto de fecha cinco de marzo del dos mil veinticuatro, dictado en los autos dictado en el 

juicio EXTINCION DE DOMINIO promovido por GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MEXICO en contra de JUANA 

ALVARADO GOMEZ y/o JUANA ALVARADO GOMEZ DE RAMIREZ, NICOLAS RAMIREZ y/o NICOLAS 

RAMIREZ ZEPEDA, con expediente número 109/2024, existen entre otras las siguientes constancias que a letra dicen: 

 

“Se hace constar y certifica, que todas las actuaciones judiciales del presente expediente, incluyendo las firmas autógrafas, 

han sido digitalizadas y cotejadas; por lo que obran fielmente en su expediente digital, gozando ambas versiones de los 

mismos efectos legales” 

 

EXP. NUM. 109/2024. 

 

LA SECRETARIA DE ACUERDOS: Da cuenta al C. Juez, con un escrito inicial de demanda, presentado el día 

VEINTIOCHO DE FEBRERO DEL DOS MIL VEINTICUATRO, ante la Oficialía de Partes Común Civil, Cuantía Menor, 

Oralidad, Familiar y Sección Salas del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, signado por el Licenciado 

JAVIER HERNÁNDEZ RAMÍREZ, en su carácter de Agente del Ministerio Público, adscrita a la Fiscalía Especializada 

en Extinción en Dominio, en Representación del Gobierno de la Ciudad de México, y turnado a este Juzgado el 

VEINTINUEVE DE FEBRERO DEL DOS MIL VEINTICUATRO, anexando los siguientes documentos: 

 

1.- Copia certificada en 241 fojas de la Carpeta de Investigación CI-FIDN/ACD/UI-2 C/D/00885/09-2021 y su acumulada 

CI-FIDN/AOP/UI-3 C/D/00250/09-2021, de la Fiscalía de Investigación del Delito de Narcomenudeo de la Fiscalía 

General de Justicia de la Ciudad de México; 2.- Expediente Administrativo FEED/TI/CI/FIND/00885/015/2022-02 

constante en 223 fojas; 3.- Legajo de copias autenticadas en 51 fojas; 3.- 7 Juegos de copias de traslado que contiene 

únicamente la demanda y credencales, acada uno de los traslado, se anexa un sobre que contiene 1 CD’S (compact disc), y 

visualizado que fue contiene una carpeta denominada SAN MIGUEL ARCANGEL, esta se subdivide en dos archivos el 

primero denominado CI que contiene un archivo denominado FOJA 217 – 00-02079-2021-1, el segundo denominado SAN 

MIGEL ARCANGEL, asimismo, se contiene un archivo denominado EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO.- CONSTE.- 

EN LA CIUDAD DE MÉXICO A UNO DE MARZO DE DOS MIL VEINTICUATRO. 

 

“Se hace constar, que todas las actuaciones judiciales del presente expediente han sido digitalizadas y obran en expediente 

digital, integrado fielmente como físico, gozando ambas versiones de los mismos efectos legales.” 

 

CIUDAD DE MÉXICO, A CINCO DE MARZO DEL DOS MIL VEINTICUATRO. 

 

Con el escrito de cuenta, fórmese expediente y regístrese en el Libro de Gobierno con el número 109/2024, que le asignó la 

Oficialía de Partes Común Civil, Cuantía Menor, Oralidad, Familiar y Sección Salas del Tribunal Superior de Justicia de la 

Ciudad de México. Guárdese en el seguro del Juzgado los documentos exhibidos para su resguardo. 

 

1.- ADMISIÓN.- Con el escrito del Licenciado JAVIER HERNÁNDEZ RAMÍREZ, en su calidad de Agente del 

Ministerio Público Especializado en el Procedimiento de Extinción de Dominio de la entonces Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal hoy Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, en representación del Gobierno de la 

Ciudad de México, personería y legitimación que, en términos del artículo 25 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, 

se reconoce con la copia autenticada de la Credencial Institucional, emitida por la entonces Procuraduría General de Justicia 

de la Ciudad de México, hoy Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, documento con el que se acredita ser 

Agente del Ministerio Público, copia autenticada de la Constancia de Acreditación del Curso de Especialización en 

Materia de Extinción de Dominio y con la copia autenticada de la constancia, signado por el Enlace Administrativo y 

Visto Bueno de la Titular de la Fiscalía Especializada en Extinción de Dominio, documentos que en copia certificada se 

acompañan y se ordenan agregar en autos. 
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De igual manera, se les tiene por reconocido en el carácter de Agentes del Ministerio Público Especializados en el 

Procedimiento de Extinción de Dominio de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, en representación del 

Gobierno de la Ciudad de México, a los Agentes del Ministerio Público adscritos a la Fiscalía Especializada en 

Extinción de Dominio de la ahora Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, con sus respectivos oficios de 

sus nombramientos, a los Licenciados Mario Nahu Santiago López, Laura Gachuz Fuentes, David Bernal Cruz, Gloria 

Vázquez Muñoz, Rodolfo Ramírez Martínez, Sánchez Herrera Mireya, Barceló Celorio Guillermo Roberto, Laura 

Gachuz Fuentes, Ivonne Reynoso Ramírez y Sonia Chávez Carrillo,  personalidad que acreditan en términos de las 

copias certificadas de los oficios y nombramientos expedidas por la Fiscalía General de Justicia, Subdirector de Enlace 

Administrativo con visto bueno de la Fiscal Especializada en Extinción de Dominio y constancias de acreditación de 

especialización en materia de extinción de Dominio respectivamente, en el que se les designa con el carácter antes señalado, 

expedido por la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, constancias de acreditación de especialización en 

materia de extinción de Dominio que se exhiben, mismas que en copia autentificada se acompañan, y se ordena agregar en 

autos. 

 

Por autorizados a los C.C. Yaneth Milagros Miranda Maya, Verónica Jiménez García, Alina Berenice Morales 

Arrellano, Yessenia Cruz Padilla, Nadia Ivette Becerril Sánchez, José Luis Arzate Paz, para oír y recibir notificaciones 

e imponerse de los autos. 

 

Por señalando como domicilio de la representación social, para oír y recibir toda clase de notificaciones y documentos aún 

los de carácter personal, el ubicado en calle General Gabriel Hernández, número 56, segundo piso, Colonia Doctores, 

Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06720, de La Ciudad de México. 

 

Visto el contenido del escrito de cuenta, se tiene al GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, ejerciendo la ACCIÓN 

DE EXTINCIÓN DE DOMINIO en contra de: JUANA ALVARADO GOMEZ y/o JUANA ALVARADO GOMEZ 

DE RAMIREZ, NICOLAS RAMIREZ y/o NICOLAS RAMIREZ ZEPEDA; siendo el titular registral la primera de 

los mencionadas y el segundo demandado por gananciales de la sociedad conyugal, de quienes se reclama como 

prestación principal la siguiente: 

 

“A).- LA DECLARACIÓN JUDICIAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO CÓNSISTENTE EN LA PERDIDA DE 

LOS DERECHOS DE PRÓPIEDAD DEL BIEN INMUEBLE UBICADO EN: 

 

• CALLE SAN MIGUEL ARCANGEL LÓTE 1, MANZANA 33, ESQUINA CALLE SANTA CRUZ, CÓLONIA 

MOLINÓ DE SANTO DÓMINGO, ALCALDIA ALVARO ÓBREGON, C.P. 01130, CIUDAD DE MÉXICO, 

también conocido como CALLE LA CRUZ NUMERO 4, COLONIA MOLINO DE SANTO DOMINGO, C.P. 

01130, DELEGACION ALVARO OBREGON, identificado también de acuerdo con el FOLIO REAL NUMERO 

00076160. DENOMINADO COMO: LOTE NUMERO UNO DE LA MANZANA TREINTA Y TRES, COLONIA 

MOLINO DE SANTO DOMINGO, DELEGACION VILLA ALVARO OBREGO, SUPERFICIE CIENTO 

CINCUENTA METROS CUADRADOS, (foja 91 a la 95 del exp. advo.) 

 

SIN CONTRAPRESTACIÓN NI COMPENSACIÓN ALGUNA PARA EL DEMANDADO, TODA VEZ QUE EL 

BIEN QUE SE DEMANDA SE APLICARA A FAVOR DEL GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO.” 

 

Acción que se ejerce con base a las actuaciones ministeriales que se contienen en el Expediente Administrativo número: 

FEED/TI/CI/FIND/00885/015/2022-02, así como en las razones y consideraciones legales que se expresan en el mismo 

documento, esta autoridad se declara COMPETENTE para conocer de la demanda que se plantea de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 17 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio y de los artículos 58, 65 y 105 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Ciudad de México, en relación al acuerdo 04-39/2019 de fecha veintinueve de octubre del dos mil 

diecinueve, emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México. 

 

Por lo que de conformidad con el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3, 4, 7, 8, 16, 21, 

191, 193, 195 y demás relativos y aplicables de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, SE ADMITE A TRÁMITE la 

demanda planteada en la VÍA ESPECIAL DE JUICIO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO que se plantea;  

consecuentemente con las copias simples que se acompañan del escrito de cuenta y de los anexos exhibidos, en los términos 

prevenidos por la fracción XIII del artículo 191 de la ley Nacional de Extinción de Dominio, por medio de notificación 

personal se ordena emplazar a JUANA ALVARADO GOMEZ y/o JUANA ALVARADO GOMEZ DE RAMIREZ, 
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NICOLAS RAMIREZ y/o NICOLAS RAMIREZ ZEPEDA; en el presente juicio, conforme a lo dispuesto en la fracción 

XX del artículo 2°de la Ley Nacional de Extinción de Dominio. 

 

Y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 195 y 196 de la Ley Nacional de Extinción de Domino, se concede a los 

demandados, un plazo de QUINCE DÍAS HÁBILES, MÁS UN DÍA HÁBIL en razón del volumen de los documentos 

exhibidos y con los que se debe correr traslado, contados a partir del día siguiente a la fecha en que surta efectos el 

emplazamiento, para dar contestación a la demanda que en su contra se interpone. Emplazamiento o llamamiento a juicio 

que deberá verificarse en términos de lo dispuesto por el artículo 83, 87 demás relativos y aplicables de la Ley Nacional de 

Extinción de Dominio. 

 

Por otro lado, deberán NOTIFICARSELES PERSONALMENTE a los AFECTADOS: CARLOS RAMÍREZ 

ALVARADO; HÉCTOR DAVID RAMÍREZ ALVARADO; RICARDO RAMÍREZ ALVARADO; CRISSEL 

RAMÍREZ GARRIDO y GUILLERMO BENITO MARTÍNEZ GÓMEZ de conformidad con el artículo 20 

Constitucional, Apartado C, fracción IV, y en relación con los artículos 234 fracción I y 236 párrafo segundo de la Ley 

Nacional de Extinción de Dominio, para que manifiesten lo a que a su derecho corresponda en términos de lo dispuesto por 

el artículo 2 fracción XIX de la Ley Nacional de Extinción de Dominio. 

 

Asimismo, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 84 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, se 

habilitan días y horas hábiles, para la práctica de la diligencia de emplazamiento. 

 

Se precisa que los días de más concedidos para dar contestación a la demanda, se otorgan en cumplimiento a lo dispuesto 

por el artículo 195 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, que establece que si los documentos con los cuales se 

correrá traslado excediera de quinientas fojas, por cada cien de exceso o fracción se aumentará un día más de plazo para 

contestar la demanda sin que pueda exceder de veinte días, y en atención al volumen de los documentos exhibidos y con los 

que se debe correr traslado a la demandada, (documentos escritos y CD), se conforma por 549 fojas , en consecuencia, el 

excedente es de 41 fojas, por lo tanto se concede a la demandada y afectados, UN DÍA HÁBILES MÁS, para dar 

contestación a la demanda incoada en su contra, lo que se ilustra de la manera siguiente: 

 

CONSTANCIAS                                    FOJAS 
 

DEMANDA                                             34 

 

CARPETA DE INVESTIGACIÓN         241 

 

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO     223 

 

COPIAS AUTENTICADAS                  51 

 

TOTAL                                                  549 

 

Asimismo, al momento de emplazar a los enjuiciados hágase de su conocimiento que de conformidad con el artículo 198 de 

la ley Nacional de Extinción de Dominio,  deberán formular su contestación de demanda adjuntando a ésta los documentos 

justificativos de sus excepciones y ofreciendo las pruebas que las acrediten; asimismo al dar contestación deberá referirse a 

cada uno de los hechos aducidos por el Ministerio Público, confesándolos o negándolos, expresando los que ignoren por no 

ser propios, apercibidos que de guardar silencio o contestarlos de forma evasivas, dicha conducta hará que se tengan por 

confesados o admitidos los hechos sobre los que no se suscitó controversia; siendo consecuencia legal, para el caso de que 

los enjuiciados, no contesten la demanda, en atención a la conducta asumida, en términos del Artículo 196, de la Ley 

Nacional de Extinción de Dominio, previa declaración de rebeldía, se le tendrá por contestada la demanda en sentido 

afirmativo y por prelucido sus derechos procesales que no hizo valer oportunamente. 

 

Por lo que proceda personal en turno a la elaboración del Instructivo correspondiente y una vez hecho lo anterior 

túrnense los presentes autos al C. Secretario Actuario, para que por su conducto se emplace a los demandados, en el 

domicilio proporcionado por la actora. 

 

De igual manera, se reconoce a los demandados, los derechos consagrados en el artículo 22 fracción XIX de la Ley 

Nacional de Extinción de Dominio, el que de manera enunciativa establece que, deberán comparecer por sus 
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representantes legales, y en términos de lo dispuesto por la fracción I del artículo en cita, deberán contar con 

asesoría jurídica profesional a través de profesionistas particulares, en su caso de no contar con asistencia legal 

particular, deberán comparecer al local de este H. Juzgado y manifestar Bajo Protesta de Decir Verdad, y dentro del 

término para dar contestación a la demanda, hacer del conocimiento de este Juzgador dicha situación la que será 

valorada por este Juzgador, y de darse los supuestos necesarios, se giraran los oficios respectivos a diversas 

instituciones educativas, que prestan asesoría legal gratuita, para que previa valoración de estas y cumplidos los 

requisitos que se les soliciten, se les designe un asesor legal para su correcta defensa y comparezcan debidamente 

asesorados; así como para que adjunte los documentos justificativos de sus excepciones y ofrezcan las pruebas que las 

acrediten, en particular el origen lícito del bien materia del juicio y la buena fe en su adquisición, apercibida que en caso de 

no comparecer a este procedimiento y de no ofrecer pruebas relacionándolas con los hechos fundatorios de sus excepciones, 

expresando con toda claridad los argumentos que justifican la pertinencia, legalidad y conducencia de la prueba, en términos 

de lo dispuesto por los artículos 117 y 126 de la mencionada Ley, se desecharan las pruebas que no cumplan con dichos 

requisitos de admisión. 

 

2.- De conformidad con los artículos 86, 87 y 89 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, PUBLÍQUESE el presente 

proveído TRES VECES CONSECUTIVAS, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, en el Boletín Judicial del 

Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, para una mayor difusión y por Internet, en la página que al efecto 

tiene la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, llamando a cualquier persona interesada que consideren tener 

un derecho sobre el bien patrimonial objeto de la acción, en razón de los efectos universales del presente juicio, para que 

comparezcan a este procedimiento en el término de TREINTA DÍAS HÁBILES siguientes, contados a partir de cuando 

haya surtido efectos la publicación del último edicto, a efecto de dar contestación a la demanda, acreditar su interés jurídico 

y expresar lo que a su derecho convenga, quedando los edictos respectivos a partir de esa fecha, a disposición del Agente 

del Ministerio Público ocursante para su debida tramitación y exhibición oportuna de las correspondientes publicaciones. 

 

3.- Por lo que respecta a las pruebas que se mencionan en el escrito de cuenta, de conformidad con el artículo 101 de la Ley 

Nacional de Extinción de Dominio se tienen por ofrecidas y las mismas se reservan para su admisión en la Audiencia 

Inicial, en los términos señalados en el artículo 117, adminiculado con el artículo 126 y 208 inciso d) de la Ley en cita. 

 

4.- En cuanto a la MEDIDAS CAUTELARES que se solicitan, se substancia VÍA INCIDENTAL, por cuerda 

separada, formando el cuaderno respectivo, con copia certificada del escrito inicial de demanda. 
 

En acato al acuerdo 10-03/2012 dictado por el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, que se encuentra contenido en 

la circular 06/2012 del veintisiete de Enero del dos mil doce, “Se hace del conocimiento de las partes que el Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, motivado por el interés de que las personas que tienen algún litigio cuenten con 

otra opción para solucionar su conflicto, proporciona los servicios de mediación a través de su Centro de Justicia 

Alternativa, donde se les atenderá en forma gratuita, la mediación no es asesoría jurídica, sino una forma de diálogo 

constructivo entre las partes, conducido por un tercero neutral imparcial. El Centro se encuentra ubicado en AV. NIÑOS 

HÉROES 133, COLONIA DOCTORES, DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, D.F., CÓDIGO POSTAL 06500, con el 

teléfono 5134-11-00 exts 1460 y 2362. Servicio de Mediación Civil Mercantil: 5207-25-84 y 5208-33-49. 

mediación.civil.mercantil@tsjdf.gob.mx Servicio de Mediación Familiar: 5514-2860 y 5514-58-22 mediación. 

 

*** Atendiendo a los “Lineamientos para la implementación de Procedimientos en Línea y la Celebración de 

Audiencias a distancia en materia Civil, Familiar y Laboral del Poder Judicial de la Ciudad de México” Se hace del 

conocimiento de los litigantes y público usuario que las actuaciones virtuales cuentan con el mismo valor e interpretación 

que las de formato físico. Y las audiencias que podrán celebrase a distancia serán en donde participen personas vulnerables, 

las que se sigan en rebeldía, en donde sólo haya pruebas documentales, las preliminares en juicios orales o las que 

consideren posibles los Órganos jurisdiccionales. Para ello, deben existir las condiciones necesarias para que se lleve a cabo 

sin distracciones ni sonido y él o la secretaria de acuerdas dará fe de dichas actuaciones, por lo que, en caso de requerir o 

desear que su audiencia se celebre a distancia, deberá hacerlo del conocimiento de esta autoridad y cumplir con los 

requerimientos establecido en el artículo 24 de los referidos lineamientos, es decir: 

 

1.- Tener acceso a un equipo tecnológico que permita transmitir a distancia video, sonido e imagen en forma 

multidireccional; 

 

2.-Señalar por lo menos un correo electrónico para acceder a la Sala de audiencia; Contar con identificación oficial vigente; 
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3.- Deberá hacer saber la ubicación del inmueble en el que se encontrará haciendo la trasmisión e informar si cuenta con 

firma electrónica sea Firma. Judicial, e-firma o FIREL para fines de autenticación de su identidad, y así hacerlo del 

conocimiento de esta autoridad bajo protesta de decir verdad. 

 

De igual forma se hace de su conocimiento que en atención al Acuerdo general 32-39/2022 emitido por el Pleno del 

Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México, en sesión de fecha veintisiete de septiembre de dos mil veintidós, 

publicado en el boletín judicial número 166 el treinta de septiembre de dos mil veintidós en el cual se determinó aprobar los 

“Lineamientos para el uso de firma, sello y documentos electrónicos, ante las salas y juzgados en materia Civil, Familiar y 

Laboral, del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México”. En el cual se establece que para la sustanciación de 

cualquier procedimiento judicial se podrá hacer uso de la firma electrónica la cual tienen la misma validez que la firma 

autógrafa, a su vez, se podrá hacer uso del sello electrónico en lugar del físico en el caso de las autoridades jurisdiccionales; 

dichas actuaciones contaran con la leyenda “firmado electrónicamente”. En lo que hace a los exhortos, oficios y 

comunicaciones electrónicas se deberán elaborar, acusar de recibo, enviar, diligenciar, responder o devolver el documento, 

sello y firma electrónica únicamente a través de la plataforma o sistema electrónico para tal efecto o, en su caso, mediante el 

correo electrónico institucional de la Sala, Juzgado y persona servidora pública; dichos documentos se podrán hacer por 

escrito y contar con firma autágrafa cuando la parte interesada lo solicite o exista impedimento para que se lleve a cabo de 

forma electrónica. Asimismo, se establecieron los lineamientos sobre los sistemas de atención efectiva en la oficialía de 

partes de la presidencia del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, para la atención de Cartas rogatorias, 

exhortos y cualquier correspondencia jurisdiccional en formato físico, en el cual se hace la invitación a les justiciables a que 

el día en que acudan a realizar la presentación de dichos documentos sin cita, se dirijan al “Modulo de Turno de Atención a 

Usuario'’ en donde se le proporcionara una ficha de turno para llevar a cabo los trámites u obtener una cita en el Portal de 

Internet del Poder Judicial en donde se le indicara el día, hora y oficina de de Oficialía de Partes en donde se deberá 

presentar. Ahora bien, atento a lo determinado en “Los lineamientos para la práctica de notificaciones electrónicas en 

materia civil, familiar y laboral del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México”, las notificaciones o citaciones 

personales electrónicas deberán llevarse a cabo a través del Correo Institucional de las y los fedatarios públicos autorizados 

u otros medios electrónicos autorizado para ello como el sistema electrónico y otros medios de comunicación, como 

teléfono celular, aplicación de mensajería móvil, correo electrónico, siempre que sean oficiales y se autorice su uso por el 

Pleno del Consejo y atendiendo a lo dispuesto en el numeral 113 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, aplicable en la Ciudad de México. Es menester señalar que las Salas y Juzgados privilegiarán las notificaciones 

electrónicas, salvo que exista impedimento jurídico o material; esta se tendrá por realizada desde el día del envío y seguirá 

las reglas de las notificaciones que se hacen a través del Boletín Judicial, todas las Notificaciones electrónicos deberán ser 

autentificadas por los Fedatarios Públicos con la Firma electrónicos. 

 

En cuanto a los “Lineamientos para el envío, recepción y devolución de exhortes electrónicos por parte de Órganos 

Jurisdiccionales del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México", dichos documentos deberán apegarse a las 

formalidades establecidas en los códigos procesales aplicables de cada materia, serán recibidos por la Oficialía de Partes a 

través del correo electrónico exhortosciviles@tsicdmx.gob.mx con el único objetivo de remitirlos al órgano jurisdiccional 

en turno en donde se le asignará número de expediente. Se hace del conocimiento de las partes que los mencionados 

lineamientos entraran en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Judicial, dejándose sin efectos cualquier otra 

disposición que se oponga a lo establecido en los presentes. 

 

Por último, con el fin, de salvaguardar el derecho a la salud y acceso a la justicia, se hace del conocimiento a los usuarios de 

esta Casa de Justicia, los "Lineamientos de seguridad Sanitaria para la reanudación total de actividades en el Poder Judicial 

de la Cuidad de México”, para garantizar la prestación del servicio y los cuidados a la salud del personal judicial y público 

usuario, se vigilará el uso obligatorio de cubre bocas y gel sanitizante, guardar sana distancia (mínimo de 1.50 metros) y 

demás providencias necesarias para ello. 

 

Así mismo, se exhorta al público usuario acudir a las instalaciones del poder Judicial de la Ciudad de México, únicamente 

con las personas necesarias para la diligencia o trámite que requerirá, esto con el fin de evitar la concentración de personas. 

 

Por último, las abogadas y los abogados postulantes, justiciables y público en general, que soliciten los servicios del poder 

Judicial de la Ciudad de México, QUEDAN VINCULADOS a las condiciones y disposiciones contenidas mediante 

ACUERDO VOLANTE V-09/2022 las cuales SON OBLIGATORIAS; por lo que deberán cooperar, organizarse y 

contribuir a su debida implementación en beneficio de su salud y la vida de todas las personas. 

 

En tal virtud, se EXHORTA a todas las abogadas y abogados postulantes, Barras, Colegios Asociaciones de Abogados, 
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Universidades e Instituciones públicas y privadas, así como al público en general, para que ajusten su organización y actuar 

a los términos autorizados mediante Acuerdo Volante V-09/2022, al ingresar a las instalaciones del Poder Judicial de la 

Ciudad de México y al hacer uso de los servicios que éste presta. Inclusive, dado los avances tecnológicos y lo señalado en 

la legislación vigente, a que privilegien los medios y plataformas virtuales, y hacer uso de promociones y firma electrónica, 

a través de la Oficialía Virtual de Oficialía de Partes Común de Salas Juzgados, notificaciones electrónicas, consulta del 

expediente digital, audiencias a distancia, trámites administrativos a través del sistema de citas electrónicas y demás 

herramientas y plataformas autorizadas por el H. Consejo. 

 

CIRCULAR 06/2023 

 

*En términos de la Circular CJCDMX06/2023, por la cual se hace del conocimiento que mediante Acuerdo Plenario 11-

12/2023, emitido en fecha dieciocho de abril de dos mil veintitrés, se determinó procedente autorizar la modificación a los 

“Lineamientos para la Gestión de los Juzgados Civiles de Proceso Oral del Poder Judicial de la Ciudad de México”, 

autorizadas mediante acuerdo plenario 38-21/2021, emitido en sesión de fecha dieciocho de mayo del dos mil veintiuno, por 

lo cual, con base en lo dispuesto en los artículo 10 y 11 de dichos Lineamientos, se hace del conocimiento de las partes que, 

en caso de que alguna de las audiencia se extienda, invadiendo la hora señalada para otro asunto del mismo juzgado o de 

otro, no podrá interrumpirse la audiencia en proceso, por lo cual, el personal del juzgado que requiera iniciar audiencia, 

gestionara en el sistema la asignación de otra Sala y se asegurará que las partes esperen el inicio de la audiencia respectiva 

en la nueva sala asignada, independientemente de que sea anunciado en los tableros electrónicos la reasignación de la Sala 

en estos casos. Por lo cual ES DEBER DE LAS PARTES ESTAR AL PENDIENTE EN EL TABLERO ELECTRONICO 

POR SI SE LLEGA A REASIGNAR SALA PARA LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA CORRESPONDIENTE. 

 

LEY DE TRANSPARENCIA (CONFORME AL ACUERDO DE FEDERALES) 
 

1.- Por Último, de conformidad con el Reglamento de la Suprema Corte de Justicio de la Nación y del Consejo de lo 

Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, hágase de! 

conocimiento de las partas que tienen expedito su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales, en 

términos del artículo 8 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Público Gubernamental cuando se 

presente una solicitud de acceso a alguna de las resoluciones o a las pruebas y demás constancias que obren en el expediente 

"respectivo, siempre y cuando la unidad administrativa que lo tenga bajo su resguardo determine si tol oposición puede o no 

surtir efectos, tomando en cuenta para ello si la resolución solicitada, las pruebas o las demás constancias contienen 

información considerada como reservada en términos de lo previsto en la fracción IV del artículo 13 de la Ley referida; así 

como para precisar las constancias que en su caso, consideren reservados o confidenciales esto último atendiendo a lo 

dispuesto por el segundo párrafo del artículo 6o del ordenamiento reglamentario en consulta. 

 

2. Con fundamento en los artículos 68, 110, i 13 y 117 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la información 

Pública, así como, los diversos artículos 6 y 8 del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de lo Nación y del Consejo 

de la Judicatura Federal para la aplicación de la ley citada, hágase del conocimiento de las partes el derecho que les asiste 

para oponerse con relación a terceros, a la publicación de sus datos personales, y que en caso de allegar constancias que 

consideren reservadas o confidenciales, aporten los elementos con los que demuestren tales circunstancias. 

 

ESTADO DE VULNERABILIDAD 
 

Se conmina a las partes en el presente asunto para que hagan del conocimiento de este Juzgador, si se encuentran en alguna 

situación de vulnerabilidad. Ello, con la finalidad de, en su caso, realizar los ajustes razonables para garantizar los derechos 

de igualdad, de acceso a la justicia y al debido proceso de personas que se encuentren en situación de vulnerabilidad. 

 

Ahora bien, atento a lo determinado en el ACUERDO PLENARIO 13-11/2022, con fundamento en los artículos 30, 31, 

32, 33, 34, 35, 36 y 37, del Reglamento de los Sistemas Institucionales de Archivos del Poder Judicial de la Ciudad de 

México, NOTIFÍQUESE A LAS PARTES, una vez que se concluya en su totalidad el trámite del presente expediente, y de 

sus cuadernos respectivos, serán enviados al Archivo Judicial, con el acuerdo de Baja Documental; salvo aquellos, que se 

considere relevante su conservación, o con un valor de utilidad para la posteridad, para lo cual, se deberá emitir la 

determinación correspondiente al ser enviados al Archivo Judicial para su resguardo. 

 

En los expedientes con sus respectivos cuadernos, en los que se haya dictado sentencia definitiva, serán entregados al 

Archivo Judicial con el "Acuerdo de Plazo de Reserva para su posterior baja documental", así como debidamente 
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clasificados, esto es, en inventario identificado el “plazo de reserva una vez concluido para su posterior baja documental”. 

 

Los expedientes con sus respectivos cuadernos, que sean entregados al Archivo Judicial para su baja documental, deberán 

estar debidamente clasificados, esto es, en inventario con la descripción "PARA SU BAJA". 

 

En aquellos expedientes, con sus respectivos cuadernos, o constancias, se deberá observar la legislación sustantiva y 

adjetiva, con plenitud de jurisdicción, para que en su caso se proceda a su baja documental. Por lo que, mediante acuerdo 

NOTIFÍQUESE A LA PERSONA PROMOVENTE O PROMOVENTES Y/O SUJETOS DEL PROCEDIMIENTO, que 

una vez transcurrido el término de NOVENTA DÍAS NATURALES, de la publicación que al efecto se lleve a cabo del 

acuerdo respectivo, se procederá a la baja de los documentos base o de prueba, así como del expediente con sus cuadernos 

que se hayan formado con motivo de la acción ejercitada; por lo que dentro del plazo concedido deberán solicitar su 

devolución. 

 

Por otra parte, se instruye al (a) C. Secretario (a) de Acuerdos, para que, en su oportunidad, certifique las copias de las 

constancias necesarias, para la existencia de un legajo de expedientes de baja, de conformidad con la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Ciudad de México.- 

 

NOTIFÍQUESE.- Lo proveyó y firma electrónicamente LA C. JUEZA INTERINA VIGÉSIMO SÉPTIMO CIVIL 

DE PROCESO ORAL Y DE EXTINCIÓN DE DOMINIO EN LA CIUDAD DE MÉXICO, Licenciada 

GUADALUPE PÉREZ FERREIRA ante el C. Secretario de Acuerdos “C”, licenciado JUAN CARLOS BANDA 

MARTÍNEZ, con quien actúa y da Fe.- DOY FE. 

 

A T E N T A M E N T E. 

CIUDAD DE MEXICO A 07 DE MAYO DEL 2024 

LA SECRETARIA DE ACUERDOS. 

(Firma) 

LIC. LAURA JANET RANGEL SANCHEZ 

 

Publíquese los Edictos correspondientes TRES VECES CONSECUTIVAS en la Gaceta Oficial del Distrito Federal hoy 

Ciudad de México, en el Boletín Judicial del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, por internet, en la 

página de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México 

 

Juzgado 27 ° Civil de Proceso Oral y de Extinción de Dominio de la Ciudad de México. 

Avenida Patriotismo 230, Col. San Pedro de los Pinos, C.P. 03800, Alcaldía Benito Juárez, Ciudad de México 

 

 

 

 

 

 

 

 

______________________________________ 



54 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 23 de agosto de 2024 

 

“2024, AÑO DE FELIPE CARRILLO PUERTO, BENEMÉRITO DEL PROLETARIADO, REVOLUCIONARIO Y 

DEFENSOR DEL MAYAB” 

 

EDICTO AUTO ADMISORIO 

JUZGADO 27° CIVIL DE PROCESO ORAL Y DE EXTINCIÓN DE DOMINIO. 

SECRETARÍA “B” 

EXP. NÚMERO 295/2024 
En cumplimiento a lo ordenado en auto de fecha tres de junio de dos mil veinticuatro en los autos correspondientes del 

Juicio ESPECIAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO promovido por GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MEXICO, en 

contra de SANTIAGO VILLASANA SIERRA, número de expediente 295/2024, se dictó un acuerdo que a la letra dice lo 

siguiente: --------------- 

EXP.: 295/2024 

LA C. SECRETARIA DE ACUERDOS “B” HACE CONSTAR Y CERTIFICA, QUE TODAS LAS 

ACTUACIONES JUDICIALES DEL PRESENTE EXPEDIENTE INCLUYENDO LAS FIRMAS AUTÓGRAFAS, 

HAN SIDO DIGITALIZADAS Y COTEJADAS, POR LO QUE OBRAN FIELMENTE EN SU EXPEDIENTE 

DIGITAL, GOZANDO AMBAS VERSIONES DE LOS MISMOS EFECTOS LEGALES. CIUDAD DE MÉXICO, 

A TRES DE JUNIO DE DOS MIL VEINTICUATRO. 

LA C. SECRETARIA DE ACUERDOS “B” HACE CONSTAR Y CERTIFICA, QUE EL GOBIERNO DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO EXHIBE CON EL ESCRITO INICIAL DE DEMANDA, LOS SIGUIENTES 

DOCUMENTOS: COPIA CERTIFICADA DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO 

FEED/T1/CI/FCIN/00357/61/2021-03; COPIA CERTIFICADA DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN CI-

FCIN/ACD/UI-1 C/D/00357/05-2020 Y SU ACUMULADA CIFCIN/AOP/UI-3C/D/00045/04-2020; UN JUEGO DE 

COPIAS DE TRASLADO DEL ESCRITO DE CUENTA Y UN SOBRE QUE DICE CONTENER UNIDAD DE CD 

CON LOS ARCHIVOS RELATIVOS AL EXPEDIENTE ADMINISTATIVO Y CARPETA DE INVESTIGACIÓN 

INDICADAS. CONSTE. CIUDAD DE MÉXICO A TRES DE JUNIO DE DOS MIL VEINTICUATRO. 

CIUDAD DE MÉXICO, A TRES DE JUNIO DEL DOS MIL VEINTICUATRO. 
Con el escrito de cuenta, fórmese expediente y regístrese en el Libro de Gobierno con el número 295/2024, que le asignó la 

Oficialía de Partes Común para Juzgados y Salas del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. Guárdese en el 

seguro del Juzgado los documentos exhibidos para su resguardo. 

ADMISIÓN 

Con el escrito inicial de demanda presentado por el Licenciado DAVID BERNAL CRUZ, EN SU CALIDAD DE 

AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO ESPECIALIZADO EN EL PROCEDIMIENTO DE EXTINCIÓN DE 

DOMINIO DE LA FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, en representación del 

GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, personería y legitimación que, en términos del artículo 25 de la Ley 

Nacional de Extinción de Dominio, se reconoce con la copia autenticada de la Credencial Institucional, emitida por la 

Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, documento con la que acredita ser Agente del Ministerio Público, 

copia autenticada de la Constancia de Acreditación del Curso de Especialización en Materia de Extinción de Dominio y 

con la copia autenticada de la constancia, signado por el Enlace Administrativo y Visto Bueno de la Titular de la Fiscalía 

Especializada en Extinción de Dominio, documentos que en copia certificada se acompañan. 

Como solicita el ocursante, se tiene por reconocido el carácter de AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO 

ESPECIALIZADOS EN EL PROCEDIMIENTO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DE LA FISCALÍA GENERAL 

DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EN REPRESENTACIÓN DEL GOBIERNO DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, A LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO ADSCRITOS A LA FISCALÍA ESPECIALIZADA 

EN EXTINCIÓN DE DOMINIO DE LA AHORA FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, CC. SONIA CHÁVEZ CARRILLO, MARIO NAHU SANTIAGO LÓPEZ, GLORIA VÁZQUEZ 

MUÑOZ, JAVIER HERNÁNDEZ RAMÍREZ, RODOLFO RAMÍREZ MARTÍNEZ, MICHELLE DESSIREE 

MAYORAL DE LASSE, GUILLERMO ROBERTO BARCELÓ CELORIO, IVONNE REYNOSO RAMÍREZ, 

JOSUÉ RAYMUNDO ORTÍZ LÓPEZ y LIZBETH HERNÁNDEZ ZAVALA, carácter que acreditan en términos de 

las copias certificadas de los oficios y nombramientos expedidos por la Fiscalía General de Justicia, Subdirector de Enlace 

Administrativo con visto bueno de la Fiscal Especializada en Extinción de Dominio y constancias de acreditación de 

especialización en materia de extinción de Dominio respectivamente, en el que se les designa con el carácter antes señalado, 

expedido por la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, constancias de acreditación de especialización en 

materia de extinción de Dominio que se agregar en autos. 

Se tiene por autorizados para oír y recibir notificaciones a ALINA BERENICE MORALES ARELLANO, TANIA 

SARAHI CRUZ GÓMEZ, LUIS ÁNGEL GUTIÉRREZ AYALA, ALEJANDRO SALAZAR BALLESTEROS, 

CARLOS HIGUERA SALCEDO y JOSÉ LUIS ARZATE PAZ. 
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Por señalando como domicilio de la actora para oír y recibir toda clase de notificaciones y documentos aún los de carácter 

personal, el ubicado en calle Digna Ochoa Placido número 56, Segundo piso, Colonia Doctores, Alcaldía Cuauhtémoc, 

Código Postal 06720, de la Ciudad de México, 

Visto el contenido del escrito de cuenta, se tiene al GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, ejerciendo la ACCIÓN 

ORAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO en contra de SANTIAGO VILLASANA SIERRA, de quien se reclama LA 

DECLARACIÓN JUDICIAL DE EXTINCION DE DOMINIO CONSISTENTE EN LA PÉRDIDA DE LOS 

DERECHOS DE PROPIEDAD DEL INMUEBLE UBICADO EN CALLE DR. RAFAEL NORMA 49 BIS, 

INTERIOR 303 B, COLONIA DOCTORES, ALCALDÍA CUAUHTÉMOC, CÓDIGO POSTAL 06720, EN ÉSTA 

CIUDAD, IDENTIFICADO DE ACUERDO CON EL FOLIO REAL 568303 AUXILIAR 15, COMO VIVIENDA B 

303, DEL PREDIO SUJETO AL RÉGIMEN DE PROPIEDAD EN CONDOMINIO VECINAL MARCADO CON 

EL NO. 49 BIS DE LA CALLE NORMA , COLONIA DOCTORES, DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, CON UNA 

SUPERFICIE DE 44.18 METROS CUADRADOS. 

Acción que se ejerce con base a las actuaciones ministeriales que se contienen en el EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO 

FEED/T1/CI/FCIN/00357/61/2021-03, así como en las razones y consideraciones legales que se expresan en el mismo 

documento, esta autoridad se declara COMPETENTE para conocer de la demanda que se plantea de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 17 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio y de los artículos 58, 65 y 105 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Ciudad de México, en relación al acuerdo 04-39/2019 de fecha veintinueve de octubre del dos mil 

diecinueve, emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México. 

De conformidad con el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3, 4, 7, 8, 16, 21, 191, 193, 

195 y demás relativos y aplicables de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, SE ADMITE A TRÁMITE la demanda 

planteada en la VÍA ORAL ESPECIAL DE JUICIO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO por lo que, con las copias simples 

que se acompañan del escrito de cuenta y de los anexos exhibidos, en los términos prevenidos por la fracción XIII del 

artículo 191 de la ley Nacional de Extinción de Dominio, por medio de notificación personal se ordena emplazar al C. 

SANTIAGO VILLASANA SIERRA, conforme a lo dispuesto en la fracción XX del artículo 2°de la Ley Nacional de 

Extinción de Dominio. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 195 y 196 de la Ley Nacional de Extinción de Domino, se concede al 

demandado SANTIAGO VILLASANA SIERRA, un plazo de QUINCE DÍAS HÁBILES, MÁS CINCO DÍAS 

HÁBILES MÁS,  en razón del volumen de los documentos exhibidos con los que se corre traslado, siendo cuatrocientas 

dieciocho fojas correspondientes a la carpeta de investigación indicada, y seiscientas cuarenta y nueve fojas del expediente 

administrativo; término que transcurrirá a partir del día siguiente a la fecha en que surta efectos el emplazamiento, para dar 

contestación a la demanda; emplazamiento que deberá verificarse en términos de lo dispuesto por los artículos 83, 87 demás 

relativos y aplicables de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, habilitándose para ello, de conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 84 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, días y horas hábiles. 

Asimismo, al momento de emplazar al enjuiciado hágase de su conocimiento que de conformidad con el artículo 198 de la 

ley Nacional de Extinción de Dominio, deberán formular su contestación de demanda adjuntando a ésta los documentos 

justificativos de sus excepciones y ofreciendo las pruebas que las acrediten; asimismo al dar contestación deberá referirse a 

cada uno de los hechos aducidos por el Ministerio Público, confesándolos o negándolos, expresando los que ignoren por no 

ser propios, apercibidos que de guardar silencio o contestarlos de forma evasivas, dicha conducta hará que se tengan por 

confesados o admitidos los hechos sobre los que no se suscitó controversia; siendo consecuencia legal, para el caso de que 

no conteste la demanda, en atención a la conducta asumida, en términos del Artículo 196, de la Ley Nacional de Extinción 

de Dominio, previa declaración de rebeldía, se tendrá por contestada en sentido afirmativo y por prelucido sus derechos 

procesales que no haya hecho valer oportunamente. 

Elabórese cédula de notificación y túrnese al C. Actuario de la adscripción para emplazar al C. SANTIAGO VILLASANA 

SIERRA, en el domicilio proporcionado por la actora. 

Se reconocen al demandado, los derechos consagrados en el artículo 22 fracción XIX de la Ley Nacional de Extinción de 

Dominio, l que de manera enunciativa establece que, deberán comparecer por sus representantes legales, y en términos 

de lo dispuesto por la fracción I del artículo en cita, deberán contar con asesoría jurídica profesional a través de 

profesionistas particulares, en su caso de no contar con asistencia legal particular, deberán comparecer al local de 

este H. Juzgado y manifestar Bajo Protesta de Decir Verdad, y dentro del término para dar contestación a la 

demanda, hacer del conocimiento de este Juzgador dicha situación la que será valorada por este Juzgador, y de 

darse los supuestos necesarios, se giraran los oficios respectivos a la consejería  jurídica y de servicios legales de la 

Ciudad de México, para que previa valoración de esta y cumplidos los requisitos que se les soliciten, se les designe un 

defensor de oficio para su correcta defensa y comparezcan debidamente asesorados; así como para que adjunte los 

documentos justificativos de sus excepciones y ofrezcan las pruebas que las acrediten, en particular el origen lícito del bien 

materia del juicio y la buena fe en su adquisición, apercibida que en caso de no comparecer a este procedimiento y de no 

ofrecer pruebas relacionándolas con los hechos fundatorios de sus excepciones, expresando con toda claridad los 
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argumentos que justifican la pertinencia, legalidad y conducencia de la prueba, en términos de lo dispuesto por los artículos 

117 y 126 de la mencionada Ley, se desecharan las pruebas que no cumplan con dichos requisitos de admisión. 

EDICTO. De conformidad con los artículos 86, 87 y 89 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, PUBLÍQUESE EL 

PRESENTE PROVEÍDO TRES VECES CONSECUTIVAS, EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, EN EL BOLETÍN JUDICIAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, PARA UNA MAYOR DIFUSIÓN Y POR INTERNET, EN LA PÁGINA QUE AL EFECTO TIENE LA 

FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, llamando a cualquier persona interesada que 

consideren tener un derecho sobre el bien patrimonial objeto de la acción, en razón de los efectos universales del presente 

juicio, para que comparezcan a este procedimiento en el término de TREINTA DÍAS HÁBILES siguientes, contados a 

partir de cuando haya surtido efectos la publicación del último edicto, a efecto de dar contestación a la demanda, acreditar 

su interés jurídico y expresar lo que a su derecho convenga, quedando los edictos respectivos a partir de esa fecha, a 

disposición del Agente del Ministerio Público ocursante para su debida tramitación y exhibición oportuna de las 

correspondientes publicaciones. 

PRUEBAS. Las pruebas ofrecidas de conformidad con el artículo 101 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, se 

reservan para su admisión en la Audiencia Inicial, en los términos señalados en el artículo 117, adminiculado con el artículo 

126 y 208 inciso d) de la Ley en cita. 

MEDIDAS CAUTELARES. En cuanto a la MEDIDAS CAUTELARES, se substancia VÍA INCIDENTAL, por 

cuerda separada, formando el cuaderno respectivo, con copia certificada del escrito inicial de demanda mismas que 

se deberán de notificar personalmente al demandado, en el momento del emplazamiento. 
MEDIDA PROVISIONAL. Con fundamento en el artículo 192 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, como 

solicita el promovente, con los insertos necesarios gírese oficio al C. DIRECTOR DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA 

PROPIEDAD Y DEL COMERCIO DE ESTA CIUDAD, para que inscriba la demanda inicial en el folio real 568303 

auxiliar 15. 

AVISOS 

En acato al acuerdo 10-03/2012 dictado por el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, que se encuentra contenido en 

la circular 06/2012 del veintisiete de Enero del dos mil doce, “Se hace del conocimiento de las partes que el Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, motivado por el interés de que las personas que tienen algún litigio cuenten con 

otra opción para solucionar su conflicto, proporciona los servicios de mediación a través de su Centro de Justicia 

Alternativa, donde se les atenderá en forma gratuita, la mediación no es asesoría jurídica, sino una forma de diálogo 

constructivo entre las partes, conducido por un tercero neutral imparcial. El Centro se encuentra ubicado en AV. NIÑOS 

HÉROES 133, COLONIA DOCTORES, DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, D.F., CÓDIGO POSTAL 06500, con el 

teléfono 5134-11-00 exts 1460 y 2362. Servicio de Mediación Civil Mercantil: 5207-25-84 y 5208-33-49. 

mediación.civil.mercantil@tsjdf.gob.mx Servicio de Mediación Familiar: 5514-2860 y 5514-58-22 mediación. 

Atendiendo a los “Lineamientos para la implementación de Procedimientos en Línea y la Celebración de Audiencias 

a distancia en materia Civil, Familiar y Laboral del Poder Judicial de la Ciudad de México” Se hace del conocimiento 

de los litigantes y público usuario que las actuaciones virtuales cuentan con el mismo valor e interpretación que las de 

formato físico. Y las audiencias que podrán celebrase a distancia serán en donde participen personas vulnerables, las que se 

sigan en rebeldía, en donde sólo haya pruebas documentales, las preliminares en juicios orales o las que consideren posibles 

los Órganos jurisdiccionales. Para ello, deben existir las condiciones necesarias para que se lleve a cabo sin distracciones ni 

sonido y él o la secretaria de acuerdas dará fe de dichas actuaciones, por lo que, en caso de requerir o desear que su 

audiencia se celebre a distancia, deberá hacerlo del conocimiento de esta autoridad y cumplir con los requerimientos 

establecido en el artículo 24 de los referidos lineamientos, es decir: 

1.- Tener acceso a un equipo tecnológico que permita transmitir a distancia video, sonido e imagen en forma 

multidireccional; 

2.-Señalar por lo menos un correo electrónico para acceder a la Sala de audiencia; Contar con identificación oficial vigente; 

3.- Deberá hacer saber la ubicación del inmueble en el que se encontrará haciendo la trasmisión e informar si cuenta con 

firma electrónica sea Firma. Judicial, e-firma o FIREL para fines de autenticación de su identidad, y así hacerlo del 

conocimiento de esta autoridad bajo protesta de decir verdad. 

De igual forma se hace de su conocimiento que en atención al Acuerdo general 32-39/2022 emitido por el Pleno del 

Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México, en sesión de fecha veintisiete de septiembre de dos mil veintidós, 

publicado en el boletín judicial número 166 el treinta de septiembre de dos mil veintidós en el cual se determinó aprobar los 

“Lineamientos para el uso de firma, sello y documentos electrónicos, ante las salas y juzgados en materia Civil, Familiar y 

Laboral, del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México”. En el cual se establece que para la sustanciación de 

cualquier procedimiento judicial se podrá hacer uso de la firma electrónica la cual tienen la misma validez que la firma 

autógrafa, a su vez, se podrá hacer uso del sello electrónico en lugar del físico en el caso de las autoridades jurisdiccionales; 

dichas actuaciones contaran con la leyenda “firmado electrónicamente”. En lo que hace a los exhortos, oficios y 
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comunicaciones electrónicas se deberán elaborar, acusar de recibo, enviar, diligenciar, responder o devolver el documento, 

sello y firma electrónica únicamente a través de la plataforma o sistema electrónico para tal efecto o, en su caso, mediante el 

correo electrónico institucional de la Sala, Juzgado y persona servidora pública; dichos documentos se podrán hacer por 

escrito y contar con firma autógrafa cuando la parte interesada lo solicite o exista impedimento para que se lleve a cabo de 

forma electrónica. Asimismo, se establecieron los lineamientos sobre los sistemas de atención efectiva en la oficialía de 

partes de la presidencia del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, para la atención de Cartas rogatorias, 

exhortos y cualquier correspondencia jurisdiccional en formato físico, en el cual se hace la invitación a les justiciables a que 

el día en que acudan a realizar la presentación de dichos documentos sin cita, se dirijan al “Modulo de Turno de Atención a 

Usuario'’ en donde se le proporcionara una ficha de turno para llevar a cabo los trámites u obtener una cita en el Portal de 

Internet del Poder Judicial en donde se le indicara el día, hora y oficina de Oficialía de Partes en donde se deberá presentar. 

Ahora bien, atento a lo determinado en “Los lineamientos para la práctica de notificaciones electrónicas en materia civil, 

familiar y laboral del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México”, las notificaciones o citaciones personales 

electrónicas deberán llevarse a cabo a través del Correo Institucional de las y los fedatarios públicos autorizados u otros 

medios electrónicos autorizado para ello como el sistema electrónico y otros medios de comunicación, como teléfono 

celular, aplicación de mensajería móvil, correo electrónico, siempre que sean oficiales y se autorice su uso por el Pleno del 

Consejo y atendiendo a lo dispuesto en el numeral 113 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 

aplicable en la Ciudad de México. Es menester señalar que las Salas y Juzgados privilegiarán las notificaciones electrónicas, 

salvo que exista impedimento jurídico o material; esta se tendrá por realizada desde el día del envío y seguirá las reglas de 

las notificaciones que se hacen a través del Boletín Judicial, todas las Notificaciones electrónicos deberán ser autentificadas 

por los Fedatarios Públicos con la Firma electrónicos. 

En cuanto a los “Lineamientos para el envío, recepción y devolución de exhortes electrónicos por parte de Órganos 

Jurisdiccionales del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México", dichos documentos deberán apegarse a las 

formalidades establecidas en los códigos procesales aplicables de cada materia, serán recibidos por la Oficialía de Partes a 

través del correo electrónico exhortosciviles@tsicdmx.gob.mx con el único objetivo de remitirlos al órgano jurisdiccional 

en turno en donde se le asignará número de expediente. Se hace del conocimiento de las partes que los mencionados 

lineamientos entraran en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Judicial, dejándose sin efectos cualquier otra 

disposición que se oponga a lo establecido en los presentes. 

En tal virtud, se EXHORTA a todas las abogadas y abogados postulantes, Barras, Colegios Asociaciones de Abogados, 

Universidades e Instituciones públicas y privadas, así como al público en general, para que ajusten su organización y actuar 

a los términos autorizados mediante Acuerdo Volante V-09/2022, al ingresar a las instalaciones del Poder Judicial de la 

Ciudad de México y al hacer uso de los servicios que éste presta. Inclusive, dado los avances tecnológicos y lo señalado en 

la legislación vigente, a que privilegien los medios y plataformas virtuales, y hacer uso de promociones y firma electrónica, 

a través de la Oficialía Virtual de Oficialía de Partes Común de Salas Juzgados, notificaciones electrónicas, consulta del 

expediente digital, audiencias a distancia, trámites administrativos a través del sistema de citas electrónicas y demás 

herramientas y plataformas autorizadas por el H. Consejo. 

CIRCULAR 06/2023. En términos de la Circular CJCDMX06/2023, por la cual se hace del conocimiento que mediante 

Acuerdo Plenario 11-12/2023, emitido en fecha dieciocho de abril de dos mil veintitrés, se determinó procedente autorizar 

la modificación a los “Lineamientos para la Gestión de los Juzgados Civiles de Proceso Oral del Poder Judicial de la Ciudad 

de México”, autorizadas mediante acuerdo plenario 38-21/2021, emitido en sesión de fecha dieciocho de mayo del dos mil 

veintiuno, por lo cual, con base en lo dispuesto en los artículo 10 y 11 de dichos Lineamientos, se hace del conocimiento de 

las partes que, en caso de que alguna de las audiencia se extienda, invadiendo la hora señalada para otro asunto del mismo 

juzgado o de otro, no podrá interrumpirse la audiencia en proceso, por lo cual, el personal del juzgado que requiera iniciar 

audiencia, gestionara en el sistema la asignación de otra Sala y se asegurará que las partes esperen el inicio de la audiencia 

respectiva en la nueva sala asignada, independientemente de que sea anunciado en los tableros electrónicos la reasignación 

de la Sala en estos casos. Por lo cual ES DEBER DE LAS PARTES ESTAR AL PENDIENTE EN EL TABLERO 

ELECTRONICO POR SI SE LLEGA A REASIGNAR SALA PARA LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA 

CORRESPONDIENTE. 

LEY DE TRANSPARENCIA (CONFORME AL ACUERDO DE FEDERALES). De conformidad con el Reglamento 

de la Suprema Corte de Justicio de la Nación y del Consejo de lo Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, hágase de! conocimiento de las partas que tienen expedito su derecho 

para oponerse a la publicación de sus datos personales, en términos del artículo 8 de la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Público Gubernamental cuando se presente una solicitud de acceso a alguna de las resoluciones o a 

las pruebas y demás constancias que obren en el expediente "respectivo, siempre y cuando la unidad administrativa que lo 

tenga bajo su resguardo determine si tol oposición puede o no surtir efectos, tomando en cuenta para ello si la resolución 

solicitada, las pruebas o las demás constancias contienen información considerada como reservada en términos de lo 

previsto en la fracción IV del artículo 13 de la Ley referida; así como para precisar las constancias que en su caso, 
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consideren reservados o confidenciales esto último atendiendo a lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 6o del 

ordenamiento reglamentario en consulta. 

Con fundamento en los artículos 68, 110, 113 y 117 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la información Pública, 

así como, los diversos artículos 6 y 8 del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de lo Nación y del Consejo de la 

Judicatura Federal para la aplicación de la ley citada, hágase del conocimiento de las partes el derecho que les asiste para 

oponerse con relación a terceros, a la publicación de sus datos personales, y que en caso de allegar constancias que 

consideren reservadas o confidenciales, aporten los elementos con los que demuestren tales circunstancias. 

ESTADO DE VULNERABILIDAD. Se conmina a las partes en el presente asunto para que hagan del conocimiento de 

este Juzgador, si se encuentran en alguna situación de vulnerabilidad. Ello, con la finalidad de, en su caso, realizar los 

ajustes razonables para garantizar los derechos de igualdad, de acceso a la justicia y al debido proceso de personas que se 

encuentren en situación de vulnerabilidad. 

Ahora bien, atento a lo determinado en el ACUERDO PLENARIO 13-11/2022, con fundamento en los artículos 30, 31, 

32, 33, 34, 35, 36 y 37, del Reglamento de los Sistemas Institucionales de Archivos del Poder Judicial de la Ciudad de 

México, NOTIFÍQUESE A LAS PARTES, una vez que se concluya en su totalidad el trámite del presente expediente, y de 

sus cuadernos respectivos, serán enviados al Archivo Judicial, con el acuerdo de Baja Documental; salvo aquellos, que se 

considere relevante su conservación, o con un valor de utilidad para la posteridad, para lo cual, se deberá emitir la 

determinación correspondiente al ser enviados al Archivo Judicial para su resguardo. 

En los expedientes con sus respectivos cuadernos, en los que se haya dictado sentencia definitiva, serán entregados al 

Archivo Judicial con el "Acuerdo de Plazo de Reserva para su posterior baja documental", así como debidamente 

clasificados, esto es, en inventario identificado el “plazo de reserva una vez concluido para su posterior baja documental”. 

Los expedientes con sus respectivos cuadernos, que sean entregados al Archivo Judicial para su baja documental, deberán 

estar debidamente clasificados, esto es, en inventario con la descripción "PARA SU BAJA". 

En aquellos expedientes, con sus respectivos cuadernos, o constancias, se deberá observar la legislación sustantiva y 

adjetiva, con plenitud de jurisdicción, para que en su caso se proceda a su baja documental. Por lo que, mediante acuerdo 

NOTIFÍQUESE A LA PERSONA PROMOVENTE O PROMOVENTES Y/O SUJETOS DEL PROCEDIMIENTO, que 

una vez transcurrido el término de NOVENTA DÍAS NATURALES, de la publicación que al efecto se lleve a cabo del 

acuerdo respectivo, se procederá a la baja de los documentos base o de prueba, así como del expediente con sus cuadernos 

que se hayan formado con motivo de la acción ejercitada; por lo que dentro del plazo concedido deberán solicitar su 

devolución. NOTIFIQUESE. LO PROVEYÓ Y FIRMA EL C. JUEZ VIGÉSIMO SÉPTIMO CIVIL DE PROCESO 

ORAL Y DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DE LA CIUDAD DE MÉXICO MAESTRO EN DERECHO HÉCTOR 

FLORES REYNOSO EN UNIÓN DE LA C. SECRETARIA DE ACUERDOS “B” LICENCIADA ANA BERTHA 

RODRIGUEZ GONZALEZ, QUIEN AUTORIZA Y DA FE. DOY FE. 
 

A T E N T A M E N T E 

Ciudad de México, a 08 de julio de 2024 

C. SECRETARIA DE ACUERDOS “B” DEL JUZGADO 

VIGÉSIMO SÉPTIMO CIVIL DE PROCESO ORAL 

Y DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DEL PODER 

JUDICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO. 

(Firma) 

LIC. ANA BERTHA RODRÍGUEZ GONZÁLEZ 

 

Publíquese POR TRES VECES CONSECUTIVAS 
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JUZGADO 27º CIVIL DE PROCESO ORAL  

Y DE EXTINCION DE DOMINIO DE LA CIUDAD DE MEXICO 

SECRETARIA  “A” 

Exp. No  292/2024 

 

EDICTO 

 

En los autos del Juicio ESPECIAL DE EXTINCION DE DOMINIO promovido por GOBIERNO DE LA CIUDAD DE 

MEXICO en contra de MARIO SANTELIZ NIEVES Y/O MARIO SANTELIS NIEVES SU SUCESIÓN POR 

CONDUCTO DE SU ALBACEA NANCY ALEJANDRA SANTELIZ JIMENEZ, GLORIA JIMENEZ ANAYA Y/O 

GLORIA ANAYA, Expediente 292/2024. El C. Juez Vigésimo Séptimo Civil de Proceso Oral y de Extinción de Dominio 

de la Ciudad de México, Maestro en Derecho HÉCTOR FLORES REYNOSO ordenó notificar mediante edictos a 

CUALQUIER PERSONA INTERESADA QUE CONSIDEREN TENER UN DERECHO SOBRE EL BIEN 

PATRIMONIAL OBJETO DE LA ACCION, EN RAZON DE LOS EFECTOS UNIVERSALES DEL PRESENTE JUICIO 

 

EN LA CIUDAD DE MÉXICO A CUATRO DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTICUATRO.  

Con el oficio de cuenta se tiene por recibido el expediente y documentos que se acompañan, el que se registra en el Libro de 

Gobierno de este H. Juzgado, y se forma expediente físico y digital, con el número 292/2024, que le asignó la Oficialía de 

Partes Común Civil, Para Juzgados y Salas del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. Guárdese en el seguro 

del Juzgado los documentos exhibidos para su resguardo. 

1.- ADMISIÓN.- Con el escrito del Licenciado Javier Hernández Ramírez, en su calidad de Agente del Ministerio Público 

Especializado en el Procedimiento de Extinción de Dominio de la entonces Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal hoy Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, en representación del Gobierno de la Ciudad de México, 

personería y legitimación que, en términos del artículo 25 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, se reconoce con la 

copia autenticada de la Credencial Institucional, emitida por la entonces Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de 

México, hoy Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, documento con el que se acredita ser Agente del 

Ministerio Público, copia autenticada de la Constancia de Acreditación del Curso de Especialización en Materia de 

Extinción de Dominio y con la copia autenticada de la constancia, signado por el Enlace Administrativo y Visto Bueno de la 

Titular de la Fiscalía Especializada en Extinción de Dominio, documentos que en copia certificada se acompañan y se 

ordenan agregar en autos. 

De igual manera, se les tiene por reconocido en el carácter de Agentes del Ministerio Público Especializados en el 

Procedimiento de Extinción de Dominio de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, en representación del 

Gobierno de la Ciudad de México, a los Agentes del Ministerio Público adscritos a la Fiscalía Especializada en Extinción de 

Dominio de la ahora Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, con sus respectivos oficios de sus nombramientos, 

a los Licenciados Mario Nahu Santiago López, Laura Gachuz Fuentes, David Bernal Cruz, Gloria Vázquez Muñoz, Rodolfo 

Ramírez Martínez, Sánchez Herrera Mireya, Barceló Celorio Guillermo Roberto, Laura Gachuz Fuentes, Ivonne Reynoso 

Ramírez, Yaneth Milagros Miranda Maya, Yessenia Cruz Padilla, Nadia Ivette Becerril Sánchez y Sonia Chávez Carrillo 

personalidad que acreditan en términos de las copias certificadas de los oficios y nombramientos expedidas por la Fiscalía 

General de Justicia, Subdirector de Enlace Administrativo con visto bueno de la Fiscal Especializada en Extinción de 

Dominio y constancias de acreditación de especialización en materia de extinción de Dominio respectivamente, en el que se 

les designa con el carácter antes señalado, expedido por la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, constancias 

de acreditación de especialización en materia de extinción de Dominio que se exhiben, mismas que en copia autentificada se 

acompañan, y se ordena agregar en autos. 

Por autorizados a los CC. Verónica Jiménez García, Alina Berenice Morales Arrellano, José Luis Arzate Paz y Tania Sarahi 

Cruz Gómez, para oír y recibir notificaciones e imponerse de los autos. 

Por señalando como domicilio de la representación social, para oír y recibir toda clase de notificaciones y documentos aún 

los de carácter personal, el ubicado en las oficinas de la Fiscalía Especializada en Extinción de Dominio de la Fiscalía 

General de Justicia de la Ciudad de México, ubicadas en calle Digna Ochoa Placido, número 56, segundo piso, Colonia 

Doctores, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06720, de La Ciudad de México, así como el número telefónico 55-53-46-88-00, para 

los efectos que se precisan. 

Visto el contenido del escrito de cuenta, se tiene al GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, ejerciendo la ACCIÓN 

DE EXTINCIÓN DE DOMINIO en contra de: MARIO SANTELIZ NIEVES también conocido como MARIO SANTELIS 

NIEVES SU SUCESION por conducto de su albacea NANCY ALEJANDRA SANTELIZ JIMENEZ o GLORIA 

JIMENEZ ANAYA también conocida como GLORIA ANAYA, de quien se reclaman como prestaciones principales las 

siguientes: 
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“A). - LA DECLARACIÓN JUDICIAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO CONSISTENTE EN LA PÉRDIDA DE LOS 

DERECHOS DE PROPIEDAD DEL BIEN INMUEBLE UBICADO EN: 

• CALLE ACAMAPICHTLI MANZAN 8, LOTE 11, COLONIA LOS REYES CULHUACAN, C.P. 09840, ALCALDIA 

IZTAPALAPA, CIUDAD DE MEXICO, también identificado de acuerdo al FOLIO REAL NUMERO 00561850. 

UBICACIÓN COMO: LOTE No. 23, MANZ 691, ZONA 47, COLONIA EJIDO LOS REYES CULHUACAN, DELEGACION 

IZTAPALAPA D.F., SUPERFICIE CIENTO SETENTA Y UN METRO CUADRADOS, (foja 121 a la 125 del exp. advo.) 

SIN CONTRAPRESTACIÓN NI COMPENSACIÓN ALGUNA PARA EL DEMANDADO, TODA VEZ QUE EL BIEN QUE 

SE DEMANDA SE APLICARÁ A FAVOR DEL GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO.” 

Acción que se ejerce con base a las actuaciones ministeriales que se contienen en el Expediente Administrativo 

número:  FEED/Tl/CI/FIDN/673/014/2022-02, así como en las razones y consideraciones legales que se expresan en el 

mismo documento, esta autoridad se declara COMPETENTE para conocer de la demanda que se plantea de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio y de los artículos 58, 65 y 105 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México, en relación al acuerdo 04-39/2019 de fecha veintinueve de octubre del 

dos mil diecinueve, emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México. 

Por lo que de conformidad con el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3, 4, 7, 8, 16, 21, 

191, 193, 195 y demás relativos y aplicables de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, SE ADMITE A TRÁMITE la 

demanda planteada en la VÍA ESPECIAL DE JUICIO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO;  consecuentemente con las copias 

simples que se acompañan del escrito de cuenta y de los anexos exhibidos, en los términos prevenidos por la fracción XIII 

del artículo 191 de la ley Nacional de Extinción de Dominio, por medio de notificación personal se ordena emplazar 

a MARIO SANTELIZ NIEVES también conocido como MARIO SANTELIS NIEVES SU SUCESION por conducto de su 

albacea NANCY ALEJANDRA SANTELIZ JIMENEZ o GLORIA JIMENEZ ANAYA también conocida como GLORIA 

ANAYA, conforme a lo dispuesto en la fracción XX del artículo 2°de la Ley Nacional de Extinción de Dominio. 

Y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 195 y 196 de la Ley Nacional de Extinción de Domino, se concede a la 

parte demandada MARIO SANTELIZ NIEVES también conocido como MARIO SANTELIS NIEVES SU SUCESION por 

conducto de su albacea NANCY ALEJANDRA SANTELIZ JIMENEZ o GLORIA JIMENEZ ANAYA también conocida 

como GLORIA ANAYAun plazo de QUINCE DÍAS HÁBILES, MÁS TRES en razón del volumen de los documentos 

exhibidos y con los que se debe correr traslado, contados a partir del día siguiente a la fecha en que surta efectos el 

emplazamiento, para dar contestación a la demanda que en su contra se interpone. Emplazamiento o llamamiento a juicio 

que deberá verificarse en términos de lo dispuesto por los artículos 83 y 87 demás relativos y aplicables de la Ley Nacional 

de Extinción de Dominio. 

Se precisa que los días de más concedidos para dar contestación a la demanda, se otorgan en cumplimiento a lo dispuesto 

por el artículo 195 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, que establece que, si los documentos con los cuales se 

correrá traslado excediera de quinientas fojas, por cada cien de exceso o fracción se aumentará un día más de plazo para 

contestar la demanda sin que pueda exceder de veinte días, y en atención al volumen de los documentos exhibidos son de 

1,346 fojas. Documentos que en el traslado se encuentran en el disco compacto. 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 84 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, se habilitan días y horas 

hábiles, para la práctica de la diligencia de emplazamiento. 

Asimismo, al momento de emplazar al enjuiciado hágase de su conocimiento que de conformidad con el artículo 198 de la 

ley Nacional de Extinción de Dominio, deberá formular su contestación de demanda adjuntando a ésta los documentos 

justificativos de sus excepciones y ofreciendo las pruebas que las acrediten; también al dar contestación deberá referirse a 

cada uno de los hechos aducidos por el Ministerio Público, confesándolos o negándolos, expresando los que ignoren por no 

ser propios, apercibidos que de guardar silencio o contestarlos de forma evasivas, dicha conducta hará que se tengan por 

confesados o admitidos los hechos sobre los que no se suscitó controversia; siendo consecuencia legal, para el caso de que 

el enjuiciado, no contesten la demanda, en atención a la conducta asumida, en términos del Artículo 196, de la Ley Nacional 

de Extinción de Dominio, previa declaración de rebeldía, se le tendrá por contestada la demanda en sentido afirmativo y por 

prelucido sus derechos procesales que no hizo valer oportunamente. 

Por lo que proceda personal en turno a la elaboración del respectivo Instructivo correspondiente y una vez hecho lo anterior 

túrnense los presentes autos al C. Secretario Actuario, para que por su conducto se emplace al demandado, en el domicilio 

proporcionado por la actora. 

De igual manera, se reconoce al demandado, los derechos consagrados en el artículo 22 fracción XIX de la Ley Nacional de 

Extinción de Dominio, el que de manera enunciativa establece que, deberán comparecer por sus representantes legales, y en 

términos de lo dispuesto por la fracción I del artículo en cita, deberán contar con asesoría jurídica profesional a través de 

profesionistas particulares, en su caso de no contar con asistencia legal particular, deberán comparecer al local de este H. 

Juzgado y manifestar Bajo Protesta de Decir Verdad, y dentro del término para dar contestación a la demanda, hacer del 

conocimiento de este Juzgador dicha situación la que será valorada por este Juzgador, y de darse los supuestos necesarios, 

se giraran los oficios respectivos a la consejería  jurídica y de servicios legales de la Ciudad de México, para que previa 
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valoración de esta y cumplidos los requisitos que se les soliciten, se les designe un defensor de oficio para su correcta 

defensa y comparezcan debidamente asesorados; así como para que adjunte los documentos justificativos de sus 

excepciones y ofrezcan las pruebas que las acrediten, en particular el origen lícito del bien materia del juicio y la buena fe 

en su adquisición, apercibida que en caso de no comparecer a este procedimiento y de no ofrecer pruebas relacionándolas 

con los hechos fundatorios de sus excepciones, expresando con toda claridad los argumentos que justifican la pertinencia, 

legalidad y conducencia de la prueba, en términos de lo dispuesto por los artículos 117 y 126 de la mencionada Ley, se 

desecharan las pruebas que no cumplan con dichos requisitos de admisión. 

2.- De conformidad con los artículos 86, 87 y 89 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, PUBLÍQUESE el presente 

proveído TRES VECES CONSECUTIVAS, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, en el Boletín Judicial del 

Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, para una mayor difusión y por Internet, en la página que al efecto 

tiene la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, llamando a cualquier persona interesada que consideren tener 

un derecho sobre el bien patrimonial objeto de la acción, en razón de los efectos universales del presente juicio, para que 

comparezcan a este procedimiento en el término de TREINTA DÍAS HÁBILES siguientes, contados a partir de cuando 

haya surtido efectos la publicación del último edicto, a efecto de dar contestación a la demanda, acreditar su interés jurídico 

y expresar lo que a su derecho convenga, quedando los edictos respectivos a partir de esa fecha, a disposición del Agente 

del Ministerio Público ocursante para su debida tramitación y exhibición oportuna de las correspondientes publicaciones. 

3.- Por lo que respecta a las pruebas que se mencionan en el escrito de cuenta, de conformidad con el artículo 101 de la Ley 

Nacional de Extinción de Dominio se tienen por ofrecidas y las mismas se reservan para su admisión en la Audiencia 

Inicial, en los términos señalados en el artículo 117, adminiculado con el artículo 126 y 208 inciso d) de la Ley en cita. 

4.- En cuanto a la MEDIDAS CAUTELARES que se solicitan, se substancia VÍA INCIDENTAL, por cuerda separada, 

formando el cuaderno respectivo, con copia certificada del escrito inicial de demanda mismas que se deberán de notificar 

personalmente al demandado y a los afectados, en el momento del emplazamiento. 

Ténganse por hechas las certificaciones realizadas previo a dictar el presente auto. 

NOTIFÍQUESE. - Lo proveyó y firma electrónicamente el C. JUEZ VIGÉSIMO SÉPTIMO CIVIL DE PROCESO ORAL 

Y DE EXTINCIÓN DE DOMINIO EN LA CIUDAD DE MÉXICO, Maestro en Derecho HÉCTOR FLORES REYNOSO, 

ante la C. Secretaria de Acuerdos Licenciada GUADALUPE PÉREZ FERREIRA con quien actúa, autoriza y da fe. - DOY 

FE. 

 

EN LA CIUDAD DE MÉXICO, A 05 DE JULIO DEL 2024. 

 

LA C. SECRETARIA DE ACUERDOS 

                         “A”  

 (Firma) 

LIC. GUADALUPE PÉREZ FERREIRA   

 

Para su publicación por tres veces consecutivas en la Gaceta Oficial del Distrito Federal hoy Ciudad de México, en el 

Boletín Judicial y por Internet en la página de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México 
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EDICTO DE NOTIFICACIÓN 

 

C. PROPIETARIO, INTERESADO Y/O REPRESENTANTE LEGAL, se le notifica que el 18 de marzo de 2024, se 

inició la carpeta de investigación CI-FIAR/C/UI-2 C/D/00027/03-2024, por el delito de contra la salud en su modalidad de 

narcomenudeo, portación de arma de fuego y cohecho, y el 20 de marzo de 2024, se decretó el acuerdo de aseguramiento de 

manera real, material y jurídica del vehículo: Marca Jeep, Submarca Renegade, año modelo 2023, color blanco, con placas 

de circulación LWT-613-A del estado de México, número de motor: 0356637 (procedencia extranjera), N.I.V. 

9886115N1PK537524.      

 

Con fundamento en lo establecido en los artículos 1, 14, 16, 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 82 fracción III, 127, 131, 229, 230, 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 54 y 55 del Código 

Penal del Distrito Federal. Asimismo, se le apercibe para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los bienes 

asegurados, que en caso de incumplimiento se le aplicará una medida de apremio previsto en el inciso b) fracción I del 

numeral 104 del código adjetivo, consistente en una multa de 50 unidades de medida de actualización, además, en caso de 

no manifestar lo que a su derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los 

bienes causarán abandono a favor del Gobierno de la Ciudad de México, transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona 

se haya presentado a deducir derechos sobre los bienes asegurados, el ministerio público solicitará al Juez de Control que 

declare el abandono de los bienes y éste citará al interesado, a la víctima u ofendido y al ministerio público a una audiencia 

dentro de los diez días siguientes a la solicitud a que se refiere el párrafo anterior. 

 

(Firma) 

El C. Agente del Ministerio Público  

Lic. Israel Hernandez Hernandez. 

 

 

EDICTO DE NOTIFICACIÓN 

 

C. PROPIETARIO, INTERESADO Y/O REPRESENTANTE LEGAL, se le notifica que el 08 de julio del 2022, se 

inició la carpeta de investigación CI-FIAR/A/UI- 6 S/D/00025/07-2022, por los delitos de Contra la Salud en su modalidad 

de Narcomenudeo y Cohecho, y el 30 de julio del 2022; se decretó el acuerdo de aseguramiento de manera real, material y 

jurídica del vehículo de la marca Dodge 1500, 109” Ram Van´, modelo 1988, con placas de circulación NVV-3358 del 

Estado de México, Numero de motor en U.S.A., con número de serie 2V7HB11XOWK139096. 

Con fundamento en lo establecido en los artículos 1, 14, 16, 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 82 fracción III, 127, 131, 229, 230, 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 54 y 55 del Código 

Penal del Distrito Federal. Asimismo, se le apercibe para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los bienes 

asegurados, que en caso de incumplimiento se le aplicará una medida de apremio previsto en el inciso b) fracción I del 

numeral 104 del código adjetivo, consistente en una multa de 50 unidades de medida de actualización, además, en caso de 

no manifestar lo que a su derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los 

bienes causarán abandono a favor del Gobierno de la Ciudad de México, transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona 

se haya presentado a deducir derechos sobre los bienes asegurados, el ministerio público solicitará al Juez de Control que 

declare el abandono de los bienes y éste citará al interesado, a la víctima u ofendido y al ministerio público a una audiencia 

dentro de los diez días siguientes a la solicitud a que se refiere el párrafo anterior. 

 

(Firma) 

El C. Agente del Ministerio Público  

Lic. Víctor Hugo Velazquez Arias  
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EDICTO DE NOTIFICACIÓN 

 

C. PROPIETARIO, INTERESADO Y/O REPRESENTANTE LEGAL, se le notifica que el 22 de marzo del 2022, se 

inició la carpeta de investigación CI-FIAR/C/UI- 1 C/D/00036/03-2022, por los delitos de Contra la Salud en su modalidad 

de Narcomenudeo, Portación de Arma de Fuego y Cohecho, y el 24 de marzo del 2022; se decretó el acuerdo de 

aseguramiento de manera real, material y jurídica del vehículo de la marca Volkswagen sub marca Golf R, modelo 2018, 

color azul, con N.I.V. WVWRF7AU9JW302773,  con placas de circulación PXK-654-C, del Estado De Morelos. 

Con fundamento en lo establecido en los artículos 1, 14, 16, 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 82 fracción III, 127, 131, 229, 230, 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 54 y 55 del Código 

Penal del Distrito Federal. Asimismo, se le apercibe para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los bienes 

asegurados, que en caso de incumplimiento se le aplicará una medida de apremio previsto en el inciso b) fracción I del 

numeral 104 del código adjetivo, consistente en una multa de 50 unidades de medida de actualización, además, en caso de 

no manifestar lo que a su derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los 

bienes causarán abandono a favor del Gobierno de la Ciudad de México, transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona 

se haya presentado a deducir derechos sobre los bienes asegurados, el ministerio público solicitará al Juez de Control que 

declare el abandono de los bienes y éste citará al interesado, a la víctima u ofendido y al ministerio público a una audiencia 

dentro de los diez días siguientes a la solicitud a que se refiere el párrafo anterior. 

 

(Firma) 

El C. Agente del Ministerio Público  

Lic. Víctor Hugo Velazquez Arias  

 

 

EDICTO DE NOTIFICACIÓN 

 

C. PROPIETARIO, INTERESADO Y/O REPRESENTANTE LEGAL, se le notifica que el 02 de mayo de 2021, se 

inició la carpeta de investigación CI-FIEDH/2/UI-1 C/D/00154/06-2021, por el delito de homicidio calificado- Homicidio 

doloso con arma de fuego, y con esta misma fecha, se decretó el acuerdo de aseguramiento de manera real, material y 

jurídica del vehículo: Marca Volkswagen, submarca Sedán, año modelo 2017, color naranja con negro, con placas de 

circulación NKS-33-20, número de motor: ACD254415, N.I.V. 3VWZZZ113VM526974.      

 

Con fundamento en lo establecido en los artículos 1, 14, 16, 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 82 fracción III, 127, 131, 229, 230, 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 54 y 55 del Código 

Penal del Distrito Federal. Asimismo, se le apercibe para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los bienes 

asegurados, que en caso de incumplimiento se le aplicará una medida de apremio previsto en el inciso b) fracción I del 

numeral 104 del código adjetivo, consistente en una multa de 50 unidades de medida de actualización, además, en caso de 

no manifestar lo que a su derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los 

bienes causarán abandono a favor del Gobierno de la Ciudad de México, transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona 

se haya presentado a deducir derechos sobre los bienes asegurados, el ministerio público solicitará al Juez de Control que 

declare el abandono de los bienes y éste citará al interesado, a la víctima u ofendido y al ministerio público a una audiencia 

dentro de los diez días siguientes a la solicitud a que se refiere el párrafo anterior. 

 

(Firma) 

El C. Agente del Ministerio Público  

Lic. Francisco Rodríguez Ordoñez. 
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EDICTO DE NOTIFICACIÓN 

 

C. PROPIETARIO, INTERESADO Y/O REPRESENTANTE LEGAL, se le notifica que el 11 de abril de 2022, se inició la 

carpeta de investigación CI-FIAR/C/UI-3C/D/00041/04-2022 D01, por los delitos de contra la salud en su modalidad de 

narcomenudeo posesión con fines de comercio (venta) o comercialización, portación, fabricación e importación de objetos aptos 

para agredir – portación de arma de fuego, cohecho al particular que de manera expontanea ofrezca dinero o cualquier dadiva a un 

servidor público para que este haga u omita un acto relacionado con sus atribuciones y el 12 de abril de 2022, se decretó el acuerdo 

de aseguramiento de manera real, material y jurídica del vehículo marca Mercedes Benz, submarca GLA 250, año modelo 2017, 

Suv, N.I.V: WDCTG4GB2HJ273268, número de motor: no se aprecia por accesorios, color gris, R.F.V. derogado, Vehículo de 

Procedencia Extranjera (hecho en Alemania), placas de circulación RCR-546-A. 

 

Con fundamento en lo establecido en los artículos 1, 14, 16, 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 82 fracción III, 127, 131, 229, 230, 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 54 y 55 del Código Penal del 

Distrito Federal. Asimismo, se le apercibe para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los bienes asegurados, que en 

caso de incumplimiento se le aplicará una medida de apremio previsto en el inciso b) fracción I del numeral 104 del código 

adjetivo, consistente en una multa de 50 unidades de medida de actualización, además, en caso de no manifestar lo que a su 

derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los bienes causarán abandono a favor 

del Gobierno de la Ciudad de México, transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona se haya presentado a deducir derechos 

sobre los bienes asegurados, el ministerio público solicitará al Juez de Control que declare el abandono de los bienes y éste citará 

al interesado, a la víctima u ofendido y al ministerio público a una audiencia dentro de los diez días siguientes a la solicitud a que 

se refiere el párrafo anterior. 

 

(Firma) 

El C. Agente del Ministerio Público  

Lic. Luis Fernando Torres Velázquez  

 

 

EDICTO DE NOTIFICACIÓN 

 

C. PROPIETARIO, INTERESADO Y/O REPRESENTANTE LEGAL, se le notifica que el 23 de junio de 2022, se inició la 

carpeta de investigación CI-FIAR/A/UI-8 S/D/00024/06-2022 D01 D1 D2, por el delito de asociación delictuosa y el 12 de 

octubre del 2022, se decretó el acuerdo de aseguramiento de manera real, material y jurídica de los vehículos: 

1-. MARCA BUSINES CLASS M2, submarca CHASIS, año modelo 2005 RABON, N.I.V:3ALHCYCS05DN73537, placas: 55-

AX-9W, número de motor: KAL92796, color amarillo, Vehículo de Procedencia Nacional (hecho en México). 2-. MARCA 

CYMARSA, submarca CAJA SECA/REFRIGERADA, año modelo indeterminado SEMIRREMOLQUE, N.I.V: indeterminada, 

placas: 86-UE-1Z, número de motor: S/M, color blanco. 3-. MARCA GREAT DANE, submarca CAJA SECA/REFRIGERADA, 

año modelo 1998 SEMIRREMOLQUE, N.I.V:1GRAA0621WBO76159, placas: S/P, número de motor: S/M, color blanco, 

Vehículo de Procedencia Extranjera. 4-. MARCA UTILITY, submarca CAJA SECA/REFRIGERADA, año modelo 2015 

SEMIRREMOLQUE, N.I.V:1UYVS2536FM053920, placas: S/P, número de motor: S/M, color amarillo, Vehículo de 

Procedencia Extranjera. 5-. MARCA MARENTES, submarca CAJA SECA, año modelo 1999 SEMIRREMOLQUE, 

N.I.V:3T9SC4821XM048461, placas: S/P, número de motor: S/M, color blanco, Vehículo de Procedencia Nacional (hecho en 

México). 

 

Con fundamento en lo establecido en los artículos 1, 14, 16, 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 82 fracción III, 127, 131, 229, 230, 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 54 y 55 del Código Penal del 

Distrito Federal. Asimismo, se le apercibe para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los bienes asegurados, que en 

caso de incumplimiento se le aplicará una medida de apremio previsto en el inciso b) fracción I del numeral 104 del código 

adjetivo, consistente en una multa de 50 unidades de medida de actualización, además, en caso de no manifestar lo que a su 

derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los bienes causarán abandono a favor 

del Gobierno de la Ciudad de México, transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona se haya presentado a deducir derechos 

sobre los bienes asegurados, el ministerio público solicitará al Juez de Control que declare el abandono de los bienes y éste citará 

al interesado, a la víctima u ofendido y al ministerio público a una audiencia dentro de los diez días siguientes a la solicitud a que 

se refiere el párrafo anterior. 

 

(Firma) 

El C. Agente del Ministerio Público  

Lic. JORGE LOPEZ JUAREZ. 
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EDICTO DE NOTIFICACIÓN 

 

C. PROPIETARIO, INTERESADO Y/O REPRESENTANTE LEGAL, se le notifica que el 13 de abril de 2021, se 

inició la carpeta de investigación CI-FIEDH/2/UI-1C/D/00131/04-2021 D01, por el delito de homicidio calificado  y el 13 

de abril del 2021, se decretó el acuerdo de aseguramiento de manera real, material y jurídica del vehículo de  la MARCA 

VOLKSWAGEN, submarca JETTA, año modelo 2013 SEDAN, N.I.V: 3VW1M1AJ1DM304105, número de motor: no se 

aprecia por daño, color negro (quemado), Vehículo de Procedencia Nacional (hecho  en México). 

 

Con fundamento en lo establecido en los artículos 1, 14, 16, 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 82 fracción III, 127, 131, 229, 230, 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 54 y 55 del Código 

Penal del Distrito Federal. Asimismo, se le apercibe para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los bienes 

asegurados, que en caso de incumplimiento se le aplicará una medida de apremio previsto en el inciso b) fracción I del 

numeral 104 del código adjetivo, consistente en una multa de 50 unidades de medida de actualización, además, en caso de 

no manifestar lo que a su derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los 

bienes causarán abandono a favor del Gobierno de la Ciudad de México, transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona 

se haya presentado a deducir derechos sobre los bienes asegurados, el ministerio público solicitará al Juez de Control que 

declare el abandono de los bienes y éste citará al interesado, a la víctima u ofendido y al ministerio público a una audiencia 

dentro de los diez días siguientes a la solicitud a que se refiere el párrafo anterior. 

 

(Firma) 

El C. Agente del Ministerio Público  

Lic. JORGE LOPEZ JUAREZ. 

 

 

EDICTO DE NOTIFICACIÓN 

 

C. PROPIETARIO, INTERESADO Y/O REPRESENTANTE LEGAL, se le notifica que el 28 de noviembre de 2023, 

se inició la carpeta de investigación CI-FIAR/C/UI-2 C/D/00132/11-2023, por los delitos de homicidio en grado de 

tentativa, portación de arma de fuego, contra la salud en su modalidad de narcomenudeo y cohecho y el 29 de noviembre de 

2023, se decretó el acuerdo de aseguramiento de manera real, material y jurídica del vehículo marca NISSAN, submarca 

Tida, año modelo 2014, N.I.V: 3N1BC1ASXEK206970, número de motor: MR18015590J, color gris, R.F.V. derogado, 

Vehículo de Procedencia Extranjera, placas de circulación 560-ZGJ. 

 

Con fundamento en lo establecido en los artículos 1, 14, 16, 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 82 fracción III, 127, 131, 229, 230, 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 54 y 55 del Código 

Penal del Distrito Federal. Asimismo, se le apercibe para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los bienes 

asegurados, que en caso de incumplimiento se le aplicará una medida de apremio previsto en el inciso b) fracción I del 

numeral 104 del código adjetivo, consistente en una multa de 50 unidades de medida de actualización, además, en caso de 

no manifestar lo que a su derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los 

bienes causarán abandono a favor del Gobierno de la Ciudad de México, transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona 

se haya presentado a deducir derechos sobre los bienes asegurados, el ministerio público solicitará al Juez de Control que 

declare el abandono de los bienes y éste citará al interesado, a la víctima u ofendido y al ministerio público a una audiencia 

dentro de los diez días siguientes a la solicitud a que se refiere el párrafo anterior. 

 

(Firma) 

El C. Agente del Ministerio Público  

Lic. JORGE LOPEZ JUAREZ. 
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AVISO 
 

Se da a conocer a la Administración Pública de la Ciudad de México; Tribunal Superior de Justicia y Congreso de la Ciudad de México; 

Órganos Autónomos en la Ciudad de México; Dependencias, Alcaldías y Órganos Federales; así como al público en general, los 

requisitos que habrán de contener los documentos para su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, siendo los siguientes: 

 

A). El documento a publicar deberá presentarse en original o copia certificada ante la Unidad Departamental de la Gaceta Oficial y 

Trámites Funerarios, en un horario de 9:00 a 14:30 horas para su revisión, autorización y según sea el caso cotización, con un 

mínimo de 4 días hábiles de anticipación a la fecha en que se requiera sea publicado, esto para el caso de las publicaciones 

ordinarias, si se tratase de inserciones urgentes a que hace referencia el Código Fiscal de la Ciudad de México, estas se sujetarán a la 

disponibilidad de espacios que determine la citada Unidad. 

 

B). Una vez hecho el pago correspondiente, el documento a publicar tendrá que presentarse, debidamente firmado y rubricado en todas las 

fojas que lo integren, por la persona servidora pública que lo emite, señalando su nombre y cargo, así como la validación de pago 

correspondiente, emitida por la Secretaría de Administración y Finanzas y en página electrónica. 

 

1). Tratándose de documentos que requieran publicación consecutiva, se anexarán tantos originales o copias certificadas como 

publicaciones se requieran. 

 

2). En caso de documentos que requieran aprobación de autoridad competente, como: Reglamentos Internos, Estatutos, Bandos, 

Manuales, Programas Sociales, Acciones Sociales y/o Institucionales, deberá agregarse a la solicitud de inserción copia simple del oficio 

que acredite la misma, así como de la suficiencia presupuestal. 

 

3) Cuanto la publicación verse sobre el link en el que podrá ser consultado un documento, en la misma deberá señalarse el nombre y cargo 

de la persona responsable de su funcionalidad y permanencia en la página electrónica correspondiente, así como el número telefónico de 

contacto. 

 

C). La información a publicar deberá ser grabada en disco compacto rotulado contenido en sobre de papel o usb, en archivo con formato 

en procesador de texto (.doc), Microsoft Word en cualquiera de sus versiones, con las siguientes especificaciones: 
 

 Página tamaño carta; 

 Márgenes en página vertical: Superior 3, inferior 2, izquierdo 2 y derecho 2; 

 Márgenes en página horizontal: Superior 2, inferior 2, izquierdo 2 y derecho 3; 

 Tipo de letra Times New Roman, tamaño 10; 

 Dejar un renglón como espacio entre cada párrafo, teniendo interlineado sencillo, y espaciado a cero; 

 No incluir ningún elemento en el encabezado o pie de página del documento (logo o número de página);  

 Presentar los Estados Financieros o las Tablas Numéricas en tablas generadas en Word, cabe mencionar que dentro de las tablas 

no deberá haber espacios, enters o tabuladores y cuando sean parte de una misma celda, deberán ser independientes, en el anterior 

e inicio de cada hoja, así como no deberán contener interlineado abierto, siendo la altura básica de 0.35; si por necesidades del 
documento debiera haber espacio entre párrafo, en tablas, deberán insertar celdas intermedias; 

 Rotular el disco con el título del documento, con marcador indeleble; 

 No utilizar la función de Revisión o control de cambios, ya que al insertar el documento en la Gaceta Oficial, se generarán cuadros 

de dialogo que interfieren con la elaboración del ejemplar; 

 No utilizar numeración o incisos automáticos, así como cualquier función automática en el documento; y 

 La fecha de firma del documento a insertar deberá ser la de ingreso, así mismo el oficio de solicitud será de la misma fecha. 

 

D). La cancelación de publicaciones en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, deberá solicitarse por escrito con 3 días hábiles de 

anticipación a la fecha de publicación indicada al momento del ingreso de la solicitud, para el caso de publicaciones ordinarias, si se trata 

de publicaciones urgentes, será con al menos un día de antelación a la publicación, en el horario establecido en el inciso A) del artículo 11 

del Acuerdo por el que se Regula la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

E). En caso de que se cometan errores o los documentos contengan imprecisiones producto de la edición de la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México, que sean responsabilidad de la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos, el titular de la misma podrá emitir la 

correspondiente “Fe de Erratas”, tratándose de errores, o imprecisiones responsabilidad de los solicitantes, contenidos en los documentos 

cuya publicación se solicite, deberán emitir la correspondiente “Nota Aclaratoria” en la que se deberá señalar específicamente la fecha y 

número de la Gaceta, la página en que se encuentra el error o imprecisión, así como el apartado, párrafo, inciso o fracción de que se trate 

en un formato “Dice” y “Debe decir”, debiendo solicitar su publicación en el referido Órgano de Difusión. 
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DIRECTORIO 

 

Jefe de Gobierno de la Ciudad de México 

MARTÍ BATRES GUADARRAMA 

 

Consejero Jurídico y de Servicios Legales 

NÉSTOR VARGAS SOLANO 

 

Director General Jurídico y de Estudios Legislativos 

JUAN ROMERO TENORIO 

 

Directora de Estudios Legislativos y Trámites Inmobiliarios 

YAEL RAMÍREZ BAUTISTA 

 

Subdirector de Proyectos de Estudios Legislativos y Publicaciones 

YAHIR ADÁN CRUZ PERALTA 

 

Jefe de Unidad Departamental de la Gaceta Oficial y Trámites Funerarios 

SAID PALACIOS ALBARRÁN 

 

INSERCIONES 

 

Plana entera .....................................................................................  $ 2, 535.00 

Media plana .....................................................................................  $ 1, 363.00 

Un cuarto de plana ..............................................................................  $ 849.00 

 

Para adquirir ejemplares, acudir a la Unidad Departamental de la Gaceta Oficial, sita en la Calle Candelaria de los Patos s/n, 

Col. 10 de Mayo, C.P. 15290, Demarcación Territorial Venustiano Carranza, Ciudad de México. 

 

Consulta en Internet 

www.consejeria.cdmx.gob.mx 

 

 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

Impresa por Corporación Mexicana de Impresión, S.A. de C.V. 

Calle General Victoriano Zepeda No. 22, Col. Observatorio C.P. 11860, 

Demarcación Territorial Miguel Hidalgo, Ciudad de México. 

Teléfono: 55-16-85-86 con 20 líneas. 

www.comisa.cdmx.gob.mx 

 

IMPORTANTE 

El contenido, forma y alcance de los documentos publicados, son estricta responsabilidad de su emisor 

(Costo por ejemplar $42.00) 

http://www.comisa.cdmx.gob.mx/



